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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

II. APERTURA DE LA SESIÓN

—Se abrió la sesión a las 16:30, en pre-
sencia de 20 señores Senadores.

El señor QUINTANA  (Presidente).– En el 
nombre de Dios y de la Patria, se abre la se-
sión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor QUINTANA  (Presidente).– Se 
dan por aprobadas las actas de las sesiones 38ª 
y 39ª, ordinarias, en 6 y 7 de agosto del año en 
curso, respectivamente, que no han sido obser-
vadas.

(Véanse en los Anexos las actas aproba-
das).

IV. CUENTA

El señor QUINTANA  (Presidente).– Se va 
a dar cuenta de los asuntos que han llegado a 
Secretaría.

El señor GUZMÁN (Secretario General) da 
lectura a la Cuenta, documento preparado por 
la Secretaría de la Corporación que contiene 
las comunicaciones dirigidas al Senado:

Oficios

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:
Expide copia de la sentencia definitiva pro-

nunciada en el control de constitucionalidad 
del proyecto de ley que modifica la ley N° 
18.168, General de Telecomunicaciones, para 
regular el tendido de cables aéreos (Boletín Nº 
9.511-12).

—Se toma conocimiento y se manda ar-
chivar el documento.

Remite copia de las sentencias definitivas 
pronunciadas en los requerimientos de inapli-
cabilidad por inconstitucionalidad presentados 
respecto de las siguientes disposiciones:

I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

—Allamand Zavala, Andrés
—Allende Bussi, Isabel
—Aravena Acuña, Carmen Gloria
—Araya Guerrero, Pedro
—Bianchi Chelech, Carlos
—Castro Prieto, Juan
—Chahuán Chahuán, Francisco
—Coloma Correa, Juan Antonio
—De Urresti Longton, Alfonso
—Durana Semir, José Miguel
—Elizalde Soto, Álvaro
—Galilea Vial, Rodrigo
—García Ruminot, José
—García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
—Girardi Lavín, Guido
—Goic Boroevic, Carolina
—Huenchumilla Jaramillo, Francisco
—Insulza Salinas, José Miguel
—Kast Sommerhoff, Felipe
—Lagos Weber, Ricardo
—Latorre Riveros, Juan Ignacio
—Letelier Morel, Juan Pablo
—Montes Cisternas, Carlos
—Moreira Barros, Iván
—Muñoz D Álbora, Adriana
—Navarro Brain, Alejandro
—Órdenes Neira, Ximena
—Ossandón Irarrázabal, Manuel José
—Pérez Varela, Víctor
—Pizarro Soto, Jorge
—Prohens Espinosa, Rafael
—Provoste Campillay, Yasna
—Pugh Olavarría, Kenneth
—Quintana Leal, Jaime
—Quinteros Lara, Rabindranath
—Rincón González, Ximena
—Sandoval Plaza, David
—Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
—Von Baer Jahn, Ena

Concurrió, además, el Ministro Secretario 
General de la Presidencia, señor Gonzalo Blu-
mel Mac-Iver.                    

Asimismo, se encontraban presentes los 
Subsecretarios para las Fuerzas Armadas, se-
ñor Juan Francisco Galli Basili; General de la 
Presidencia, señor Claudio Alvarado Andrade, 
y de Redes Asistenciales, señor Luis Castillo 
Fuenzalida; y el Jefe de Gabinete del Ministro 
de Defensa Nacional, señor Pablo Urquiza Mu-
ñoz.

Actuaron de Secretario General el señor 
Raúl Guzmán Uribe, titular, y la señora Pilar 
Silva García de Cortázar, subrogante, y de Pro-
secretario, el señor Roberto Bustos Latorre.
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-Artículo 1° en relación con los artículos 
289 a 294 bis del Código del Trabajo.

-Artículo 17 B), inciso segundo, de la ley 
Nº 17.798.

-Artículo 506 del Código Orgánico de Tri-
bunales.

-Artículo 1° de la ley N° 18.216.
-Artículos 420, 425 y siguientes y 495, to-

dos del Código del Trabajo.
-Artículos 23, inciso primero; 25 y 536 de 

la ley N° 19.496.
-Artículo 453, número primero, del Código 

del Trabajo.
-Artículos 332, número 4; 339, incisos pri-

mero y segundo; 493, inciso primero, y 494, 
todos del Código Orgánico de Tribunales.

-Artículo 1°, inciso tercero, en relación con 
el artículo 70 del Código del Trabajo.

—Se manda archivar los documentos.
Adjunta resoluciones dictadas en los reque-

rimientos de inaplicabilidad por inconstitucio-
nalidad, respecto de los siguientes grupos de 
disposiciones:

-Artículos 1°, inciso tercero, y 485, ambos 
del Código del Trabajo.

-Artículo 162 del Código del Trabajo.
-Artículo 2331 del Código Civil.
-Artículos 162, incisos quinto a séptimo, 

del Código del Trabajo.
-Artículo 199, del Decreto con Fuerza de 

Ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2006.
-Artículo 17 B), inciso segundo, de la ley 

Nº 17.798.
-Artículos 5°, 10 y 28 de la ley Nº 20.285.
-Artículo 1° de la ley N° 18.216.
-Artículos 205 y 352, ambos del Código 

de Procedimiento Penal y artículos 233 y 236 
del Código Penal, y artículo 2° de la Ley N° 
19.863.

-Artículo 768, inciso segundo, del Código 
de Procedimiento Civil.

—Se remiten los documentos a la Comi-
sión de Constitución, Legislación, Justicia y 
Reglamento.

Del señor Ministro de Economía, Fomento 

y Turismo:
Responde a la solicitud del Honorable Se-

nador señor Guillier relativa a la posibilidad 
de establecer una franquicia tributaria especial 
para la comuna de Tocopilla.

Del señor Ministro de Agricultura:
Informa, a petición del Honorable Senador 

señor Navarro, sobre fiscalización por presun-
ta destrucción de fauna silvestre a causa de la 
aplicación de pesticidas en la comuna de Flo-
rida.

Remite copia del Convenio celebrado entre 
el Instituto Forestal y la Universidad de Chile 
para la elaboración de indicaciones de pobreza 
energética; información requerida por el Ho-
norable Senador señor De Urresti.

Del señor Ministro de Obras Públicas:
Atiende a la presentación del Honorable 

Senador señor Quinteros para estudiar la po-
sibilidad de construir una nueva rampa en el 
puerto de Castro.

Remite resultado del estudio prelegislati-
vo sobre servicios no regulados prestados por 
servicios públicos sanitarios, solicitado por la 
Honorable Senadora señora Órdenes durante 
la discusión del Boletín N° 10.795-33.

Del señor Vicepresidente Ejecutivo de 
CORFO:

Se refiere al proyecto de desarrollo y sus-
tentabilidad de nuevas actividades productivas 
y turismo de intereses especiales en la Región 
de Atacama, a través de monitoreo integrado 
de Humedales Alto Andinos en la cuenca del 
Salar de Maricunga, desarrollado en forma 
conjunta por el Ministerio de Medio Ambiente 
y CORFO, de acuerdo a la petición del Hono-
rable Senador señor De Urresti.

—Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe

De la Comisión de Hacienda, recaído en 
el Oficio de S.E. el Presidente de la Repúbli-
ca por el que requiere el acuerdo del Senado 
para nombrar como integrantes del Consejo 
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de Alta Dirección Pública a la señora Cristina 
Paz Orellana Quezada y al señor Eduardo Ri-
quelme Portilla (Boletín N° S 2.082-05) (con 
la urgencia del párrafo segundo del N° 5) del 
artículo 53 de la Carta Fundamental) (Véase 
en los Anexos, documento 1).

—Queda para tabla.

Mociones

De los Honorables Senadores señor            
Chahuán, señoras Goic y Van Rysselberghe, 
y señores Girardi y Quinteros, con la que ini-
cian un proyecto de ley que modifica la ley N° 
20.584 a fin de establecer atención preferente 
para niños, niñas y adolescentes internados en 
establecimientos del Servicio Nacional de Me-
nores que padezcan enfermedades mentales 
(Boletín N° 12.849-11) (Véase en los Anexos, 
documento 2).

—Pasa a la Comisión de Salud.
De los Honorables Senadores señoras Goic 

y Órdenes, y señores Chahuán, Quinteros y 
Sandoval, con la que inician un proyecto de 
ley que modifica la ley N° 20.720 con el objeto 
de establecer un ámbito de aplicación especial 
de los procedimientos concursales de renego-
ciación para las personas mayores (Boletín N° 
12.850-07) (Véase en los Anexos, documento 
3).

—Pasa a la Comisión Especial del Adulto 
Mayor.

De los Honorables Senadores señor               
Chahuán, señora Órdenes, y señores De Urres-
ti, Harboe y Huenchumilla, con la que inician 
un proyecto de ley para sancionar a quienes 
agredan a dirigentes de organizaciones socia-
les, con resultados de lesiones o muerte (Bo-
letín N° 12.851-07) (Véase en los Anexos, 
documento 4).

—Pasa a la Comisión de Constitución, 
Legislación, Justicia y Reglamento.

El señor QUINTANA (Presidente).– Termi-
nada la Cuenta.

MINUTO DE SILENCIO POR VÍCTIMAS 
DE DERRUMBE EN VALPARAÍSO

El señor QUINTANA (Presidente).– Me ha 
pedido la palabra la Senadora Isabel Allende.

La señora ALLENDE.– Señor Presidente, 
ustedes saben que Valparaíso ha sufrido un 
drama tremendo.

Los cinco Senadores que representamos a la 
Región hemos estado señalando la necesidad, 
no solo de solidarizar con las víctimas y sus 
familias, sino también de trabajar para conse-
guir recursos destinados a levantar un catastro 
de las viviendas, de tal manera de ver cuáles 
deben ser demolidas o reparadas para no tener 
que seguir lamentando este tipo de desgracias.

Por lo tanto, en nombre de todos los Sena-
dores y Senadoras, no solo de los que repre-
sentamos a la Región de Valparaíso, pido que 
la Sala guarde un minuto de silencio por las 
víctimas del derrumbe.

El señor QUINTANA (Presidente).– Pido a 
Sus Señorías ponerse de pie.

—La Sala guarda un minuto de silencio.
El señor QUINTANA (Presidente).– Mu-

chas gracias.

—————

El señor QUINTANA (Presidente).– Tiene 
la palabra el Senador José García.

El señor GARCÍA.– Señor Presidente, so-
licito que se amplíe el plazo para presentar in-
dicaciones al proyecto de ley que perfecciona 
los textos legales que indica, para promover la 
inversión (boletín N° 11.747-03), hasta las 20 
horas del día lunes 19 de agosto.

—Se accede a lo solicitado.

—————

El señor QUINTANA (Presidente).– Tiene 
la palabra el Senador Pizarro.

El señor PIZARRO.– Señor Presidente, 
también solicito que se abra un nuevo plazo 
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para formular indicaciones al proyecto de ley, 
en primer trámite constitucional, que modifica 
la Ley General de Telecomunicaciones en lo 
relativo a la funcionalidad del servicio de ra-
diodifusión a objeto de favorecer la comunica-
ción en situaciones de emergencia y catástrofe 
(boletín N° 12.277-15), hasta las 12 horas del 
día viernes 16 de agosto.

—Así se acuerda.

—————

El señor QUINTANA (Presidente).– Tiene 
la palabra el Senador Carlos Bianchi.

El señor BIANCHI.– Señor Presidente, en 
la misma línea, solicito que recabe la autoriza-
ción para ampliar el plazo de indicaciones, por 
dos semanas más,  al proyecto, en segundo trá-
mite constitucional, que establece el Estatuto 
Chileno Antártico (boletín N° 9.256-27).

—Se accede a lo solicitado.

—————

El señor QUINTANA (Presidente).– Tiene 
la palabra el Senador José Miguel Insulza.

El señor INSULZA.– Señor Presiden-
te, hace pocos días aprobamos en general el 
proyecto sobre la llamada “Ley corta Antite-
rrorista”. Yo siempre he pensado que esa ini-
ciativa, hoy en la Comisión de Constitución, 
Legislación, Justicia y Reglamento, pertenece 
a la Comisión de Seguridad Pública. No voy a 
pedir que se cambie, pero sí que los dos miem-
bros de esta última que no somos miembros 
de la otra Comisión podamos participar en esta 
como Comisiones unidas para la discusión del 
proyecto.

El señor MONTES.– O sea, Comisiones 
unidas.

El señor INSULZA.– Exacto.
Seríamos siete miembros solamente, por-

que tres de la Comisión de Seguridad ya parti-
cipan en la de Constitución.

El señor QUINTANA (Presidente).– ¿Ha-

bría acuerdo, entonces, para que la “Ley corta 
Antiterrorista” sea estudiada en esa forma para 
su segundo informe?

El señor QUINTEROS.– Sí.
El señor QUINTANA (Presidente).– Acor-

dado.
El señor INSULZA.– Muchas gracias, se-

ñor Presidente.
—La Sala acuerda que el proyecto bo-

letín N° 12.589-07 sea informado en parti-
cular por las Comisiones de Constitución, 
Legislación, Justicia y Reglamento y de Se-
guridad Pública, unidas.

—————

El señor QUINTANA (Presidente).– Ayer 
quedó pendiente fijar plazo de indicaciones 
para el proyecto de ley, en segundo trámite, 
denominado “migración y extranjería” (bole-
tín N° 8.970-06).

La propuesta que nos hicieron llegar el Eje-
cutivo con el Presidente de la Comisión de 
Gobierno, Senador Juan Pablo Letelier, es el 
jueves 29 de agosto, a las 12 horas.

El señor MONTES.– Yo pido que nos den 
una semana más.

El señor PIZARRO.– Hasta el 5 o 6 de sep-
tiembre, señor Presidente.

El señor QUINTANA (Presidente).– ¿Ha-
bría acuerdo en que fuera hasta el 5 de sep-
tiembre, a las 12?

El señor INSULZA.– No hay ningún incon-
veniente.

El señor QUINTANA (Presidente).– Así se 
acuerda.

—Se fija plazo para presentar indicacio-
nes hasta el jueves 5 de septiembre, a las 12 
horas.

—————

El señor QUINTANA (Presidente).– Tiene 
la palabra el señor Secretario.

El señor GUZMÁN (Secretario General).– 
Ha llegado a la Mesa el siguiente documento:
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Permiso constitucional

Solicitud del Honorable Senador señor Jor-
ge Pizarro, quien, para los efectos de lo esta-
blecido en el inciso primero del artículo 60 de 
la Carta Fundamental, solicita permiso consti-
tucional a contar del día viernes 16 de agosto 
del presente año, para aceptar la invitación del 
Instituto de Relaciones Exteriores del pueblo 
chino, en su calidad de Presidente del Parla-
mento Latinoamericano y Caribeño. 

—Se autoriza.

JURAMENTO DE NUEVO 
PROSECRETARIO Y TESORERO

 DEL SENADO, SEÑOR ROBERTO
 BUSTOS LATORRE

El señor QUINTANA (Presidente).– Con-
forme a lo dispuesto en el artículo 18 del Re-
glamento del Personal del Senado, se proce-
derá a tomar juramento o promesa de estilo al 
señor Roberto Bustos Latorre, quien ayer fue 
elegido por la Sala para ocupar el cargo de 
Prosecretario y Tesorero del Senado.

Le pido al señor Bustos que ingrese al He-
miciclo.

—El señor Bustos se ubica frente a la tes-
tera.

El señor QUINTANA (Presidente).– Ruego 
a los presentes ponerse de pie.

Don Roberto Bustos Latorre: ¿Juráis o pro-
metéis cumplir lealmente con vuestras funcio-
nes, las que están establecidas en el artículo 
223 del Reglamento del Senado?

El señor BUSTOS.– Sí, juro.
El señor QUINTANA (Presidente).– Queda 

investido como Prosecretario y Tesorero del 
Senado.

—(Aplausos en la Sala y en tribunas).

—————

El señor QUINTANA (Presidente).– Para 
la discusión de los proyectos que se tratarán 

enseguida, pido autorización para que ingresen 
a la Sala el Subsecretario General de la Presi-
dencia, don Claudio Alvarado; el Subsecreta-
rio de Redes Asistenciales, don Arturo Zúñiga, 
y el Subsecretario para las Fuerzas Armadas, 
don Juan Francisco Galli.

—Se autoriza.

V. ORDEN DEL DÍA

INFORMACIÓN Y RENDICIÓN DE
 CUENTAS DE GASTOS RESERVADOS

El señor QUINTANA (Presidente).– En el 
primer lugar del Orden del Día figura el pro-
yecto de ley, en segundo trámite constitucio-
nal, sobre información y rendición de cuentas 
de gastos reservados, con informe de la Co-
misión de Hacienda y urgencia calificada de 
“suma”.

—Los antecedentes sobre el proyecto 
(12.332-05) figuran en los Diarios de Sesio-
nes que se indican:

Proyecto de ley:
En segundo trámite: sesión 29ª, en 2 de 

julio de 2019 (se da cuenta).
Informe de Comisión:
Hacienda: sesión 35ª, en 23 de julio de 

2019. 
El señor QUINTANA (Presidente).– Tiene 

la palabra el señor Secretario. 
El señor GUZMÁN (Secretario General).– 

Los principales objetivos del proyecto son 
modernizar y mejorar la información y rendi-
ción de los gastos reservados a través del esta-
blecimiento de una serie de obligaciones para 
los ministerios y entidades que la propia ley 
indica, en la observancia permanente de los 
principios de responsabilidad, control, probi-
dad y transparencia en la administración de los 
gastos reservados que se fijan anualmente en la 
Ley de Presupuestos del Sector Público.

Además, deroga los “pisos mínimos” que 
las leyes orgánicas respectivas establecen en 
materia de gastos reservados para las Fuerzas 
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Armadas y Carabineros de Chile, por lo que 
la autorización de esos gastos queda entregada 
por completo, año a año, al Presidente de la 
República y al Congreso Nacional.

La Comisión de Hacienda discutió este pro-
yecto solamente en general y aprobó la idea de 
legislar por la unanimidad de sus miembros, 
Senadores señores Coloma, García, Lagos, 
Montes y Pizarro. 

Cabe tener presente que los incisos tercero, 
cuarto y séptimo del artículo 4 de la ley N° 
19.863, contenido en el numeral 3 del artículo 
1, y los artículos 2 y 3 del proyecto tienen el 
carácter de normas orgánicas constitucionales, 
por lo que requieren para su aprobación 25 vo-
tos favorables. 

Por su parte, los incisos primero, segundo, 
tercero, cuarto y quinto del artículo 4 de la ley 
N° 19.863, contenido en el numeral 3 del artí-
culo 1 del proyecto de ley, son de quorum cali-
ficado y requieren para su aprobación 22 votos 
favorables.

El texto que se propone aprobar en general 
se transcribe en las páginas 13 a 16 del primer 
informe de la Comisión y en el boletín compa-
rado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor QUINTANA (Presidente).– En 
discusión general el proyecto.

Le ofrezco la palabra al Senador Ricardo 
Lagos Weber, Presidente de la Comisión de 
Hacienda, para que rinda el respectivo infor-
me.

El señor LAGOS.– Señor Presidente, la Co-
misión que encabezo tuvo a bien tomar cono-
cimiento y despachar esta iniciativa.

Con respecto a su idea matriz, ella busca, 
en general, fortalecer, por una parte, el control 
civil y democrático en la obtención, ejecución 
e información de los gastos reservados, preser-
vando la naturaleza, objetivos y orientación de 
los mismos en el desarrollo de las funciones 
públicas.

En particular, y de acuerdo al mensaje, se 
busca modernizar y mejorar la información y 
rendición de los gastos reservados a través del 

establecimiento de una serie de obligaciones 
para los ministerios y entidades que la propia 
ley indica, en la observancia permanente de los 
principios de responsabilidad, control, probi-
dad y transparencia en la administración de los 
gastos reservados que se fijan anualmente en la 
Ley de Presupuestos. 

Además, se derogan los llamados “pisos mí-
nimos” que las leyes orgánicas respectivas es-
tablecen en materia de gastos reservados para 
las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile 
-leyes de larga data-, por lo que la autorización 
de esos gastos queda entregada por completo, 
año a año, al Presidente de la República y el 
Congreso Nacional. 

Esta iniciativa tiene, como antecedente más 
próximo, lo dispuesto en el inciso final del ar-
tículo 28 de la ley N° 21.053, Ley de Presu-
puestos del Sector Público para el año 2018, 
que estableció un mandato al Presidente de 
la República para el envío de un proyecto de 
ley que incorporara modificaciones permanen-
tes en materia de rendición de cuentas de los 
gastos reservados dentro del plazo de un año, 
contado desde la publicación de la citada ley.

Ahora bien, yendo un poco más atrás en el 
tiempo, cabe recordar que en el año 2003 hubo 
una modificación importante, en el ámbito 
de los gastos reservados, que formó parte del 
conjunto de iniciativas denominadas “Acuer-
do para la Modernización del Estado”. Hasta 
ese entonces, preocupaba el uso de los gastos 
reservados asignados a ministerios, especial-
mente ministerios políticos, pues podían ser 
destinados a usos distintos o cuestionables.

En dicha ley se acordó establecer una regu-
lación permanente del uso de gastos reserva-
dos: primero, se definió el concepto de gasto 
reservado, y segundo, se especificaron los or-
ganismos que podrían disponer de los mismos, 
eliminando, en ese año 2003, a los Ministerios 
Secretaría General de Gobierno y Secretaría 
General de la Presidencia, estableciendo un 
procedimiento de rendición de cuentas acorde 
con el carácter reservado de los gastos, con-
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sistente en una rendición anual, genérica y se-
creta, acompañada de una declaración jurada 
acerca de su destino, ante el Contralor General 
de la República, quien debe examinar la cuen-
ta y juzgarla, manifestando al Presidente de la 
República su opinión respecto al destino otor-
gado a los gastos objeto de las cuentas.

Sin perjuicio de lo anterior, cabe consignar 
que  hoy -esa reforma es del año 2003- la so-
ciedad nos demanda mayor transparencia en 
materia de rendición de cuentas de los gastos 
reservados. Hechos de público conocimiento 
respecto del uso de gastos reservados han re-
querido una modificación adicional, que es la 
que ahora está ante nosotros.

El principal avance del proyecto de ley ra-
dica en la información 	 sobre el uso de los 
gastos reservados que deberá proporcionar 
cada unidad operativa a cargo de su ejecución, 
al Subsecretario que se indica, lo que es rele-
vante en el caso de las Fuerzas Armadas, las 
policías y la Agencia Nacional de Inteligencia, 
pues faculta a la autoridad civil para recibir la 
información completa y detallada referida a la 
aplicación específica de los recursos, de modo 
que pueda adoptar las medidas que correspon-
dan en caso de que el destino otorgado se apar-
te de lo legalmente autorizado.

Además, el proyecto de ley se extiende a 
derogar los “pisos mínimos” que las leyes 
orgánicas establecieron en materia de gastos 
reservados para las Fuerzas Armadas y Cara-
bineros de Chile.

De este modo, la decisión sobre la autori-
zación de los gastos reservados para dichas 
instituciones quedaría entregada por comple-
to, año a año, al Presidente de la República y 
al Congreso Nacional, según corresponda, de 
acuerdo a sus respectivas atribuciones.

El proyecto, además, incorpora controles 
internos y externos a cargo de la Contraloría 
General de la República y del Congreso Na-
cional, en el último caso. 

Primero, en los llamados “controles inter-
nos”, los Comandantes en Jefe, en tanto jefes 

de servicio, deben solicitar los gastos reserva-
dos al Ministro de Defensa sobre la base de 
objetivos, productos y montos, los que serán 
evaluados.

Segundo, se establece que los Ministerios 
y entidades identificarán, mediante resolución 
fundada de carácter reservado, las unidades 
operativas que requerirán para su operación el 
uso de los gastos que en aquella se señalen.

Tercero, los jefes de los respectivos servi-
cios deberán informar por escrito, en carácter 
secreto y semestralmente, a los Subsecretarios 
respectivos.

En cuanto a los controles externos, los 
gastos reservados se informarán al Contralor 
General por los jefes de servicio, de manera 
escrita y anual, en forma genérica y secreta, 
considerando una desagregación por rubros 
que permita ilustrar sobre el contenido funda-
mental de dichos gastos, debiendo acompañar-
se de una declaración jurada sobre su buen uso.

Asimismo, se contempla la obligación de 
hacer declaraciones de patrimonio e intereses a 
los jefes de las unidades operativas que tengan 
gastos reservados.

Además, el análisis de la información sobre 
gastos reservados corresponderá al Contralor 
General de la República, el que deberá infor-
mar al Ministro respectivo sobre su utilización 
lícita y las observaciones que pudiere tener so-
bre la declaración de patrimonio e intereses de 
los jefes de las unidades operativas que tengan 
gastos reservados.

Por su parte, en el área de controles ex-
ternos al uso de los gastos reservados, la ley 
reserva al Congreso Nacional las siguientes 
facultades.

En cuanto al rol de la Comisión Especial 
sobre Control de Sistemas de Inteligencia del 
Estado, se establece que los Ministerios y en-
tidades deberán informar semestralmente, en 
sesión secreta, a la Comisión Especial sobre el 
Control del Sistema de Inteligencia del Estado 
de la Cámara de Diputados acerca del cumpli-
miento de los objetivos para los cuales están 
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destinados los gastos reservados. Y se incor-
pora un tipo penal por violación de deber de 
secreto especial.

En lo relativo a la Ley de Presupuestos del 
Sector Público, todos los Ministerios y entida-
des que tengan gastos reservados, sin exclu-
sión, deberán fundar los montos que soliciten 
en las instancias pertinentes de la discusión 
presupuestaria, respecto a la cual no hay pisos.

Y, en relación con la ejecución presupuesta-
ria, se mantiene la obligación de informar a las 
respectivas Subcomisiones Mixtas de Presu-
puestos durante el año presupuestario en curso.

El proyecto, además, prohíbe cualquier uso 
de gastos reservados distinto al establecido en 
la ley, disponiendo las penas respectivas, y se 
incorpora la malversación de caudales públi-
cos con gastos reservados como agravante de 
la responsabilidad penal.

Señor Presidente, hice un esfuerzo por sin-
tetizar este proyecto y es cuanto puedo infor-
mar para su discusión en particular, y eventual 
aprobación.

El señor QUINTANA (Presidente).– Mu-
chas gracias, Senador Lagos Weber, por su 
síntesis.

Ofrezco la palabra, a continuación, al Sena-
dor José García Ruminot.

El señor GARCÍA.– Señor Presidente, este 
proyecto de ley busca fortalecer el control civil 
y democrático en la ejecución e información de 
los llamados “gastos reservados”. Establece, 
en tal sentido, una serie de obligaciones para 
los Ministerios y entidades que la propia ini-
ciativa indica en la observancia permanente de 
los principios de responsabilidad, control, pro-
bidad y transparencia en la administración de 
los gastos reservados que se fijan anualmente 
en la Ley de Presupuestos del Sector Público.

Este proyecto fue ingresado por el Ejecu-
tivo en diciembre del año recién pasado, el 
2018, luego de lo dispuesto en el inciso final 
del artículo 28 de la Ley de Presupuestos del 
Sector Público para el año 2018, que otorgó 
un mandato al Presidente de la República para 

el envío de una iniciativa que incorpore mo-
dificaciones permanentes en la ley N° 19.863, 
sobre Remuneraciones de Autoridades de Go-
bierno y Cargos Críticos de la Administración 
Pública, y que consagre normas sobre gastos 
reservados en materia de rendición de cuentas, 
dentro del plazo de un año contado desde la 
publicación de la Ley de Presupuestos citada.

El 13 de junio de este año fue aprobada en 
general esta iniciativa en la Cámara de Dipu-
tados, por 114 votos a favor. El 19 de junio 
de 2019 se aprobó unánimemente en particular 
por la Cámara Baja, pasando a nuestra Corpo-
ración.

¿Cuántos son los gastos reservados? ¿De 
qué monto estamos hablando?

Para ilustrar sobre el punto podemos decir 
que en la Ley de Presupuestos 2019 los gastos 
reservados son, en moneda nacional, aproxi-
madamente 3 mil 300 millones de pesos, y 4 
millones de dólares.

¿Quiénes tienen gastos reservados?
La Presidencia de la República, la Agencia 

Nacional de Inteligencia, la Subsecretaría del 
Interior, Carabineros de Chile, la Policía de 
Investigaciones de Chile, la Secretaría y Ad-
ministración General del Servicio Exterior, la 
Dirección de Fronteras y Límites del Estado, el 
Ejército de Chile, la Armada de Chile, la Fuer-
za Aérea de Chile, y la Subsecretaría para las 
Fuerzas Armadas.

Como ya se ha informado a esta Sala, este 
proyecto elimina los pisos mínimos de gastos 
reservados de las Fuerzas Armadas y de Cara-
bineros de Chile, suprimiendo los artículos 98 
de la Ley Orgánica de las Fuerzas Armadas y 
89 de la Ley Orgánica de Carabineros de Chi-
le.

Se precisa y redefine el concepto de “gas-
tos reservados”, quedando como -cito textual- 
“aquellos egresos que, por el ministerio de 
esta ley, se faculta realizar (a ciertas entidades) 
para el cumplimiento de sus funciones públi-
cas establecidas en las leyes, relativas al orden 
público, a la seguridad interna y externa del 
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país, a la inteligencia y contrainteligencia, y a 
las funciones inherentes a la Presidencia de la 
República, y que por su naturaleza deben ser 
reservadas o secretas.”.

Por indicación parlamentaria, se introduce 
la obligación de la existencia, en cada Ley de 
Presupuestos, de una glosa para gastos reser-
vados. 

Se incorporan controles internos y externos. 
Como control interno los Ministerios y entida-
des identificarán, mediante resolución fundada 
de carácter reservado, las unidades operativas 
que requerirán para su operación el uso de gas-
tos reservados.

Por otro lado, los jefes de los respectivos 
servicios deberán informar por escrito, con ca-
rácter secreto y semestralmente, a los subse-
cretarios respectivos.

En relación con el control externo, los gas-
tos reservados se informarán anualmente de 
manera directa al Contralor General de la Re-
pública por los jefes de servicio de las entida-
des. 

Y, por supuesto, también se darán a cono-
cer al Congreso Nacional, por cuanto se esta-
blece que los Ministerios y entidades deberán 
informar semestralmente, en sesión secreta, a 
la Comisión Especial sobre Control del Siste-
ma de Inteligencia del Estado de la Cámara de 
Diputados, sobre el cumplimiento de los obje-
tivos para los cuales están destinados dichos 
gastos.

Todos los Ministerios y entidades que ten-
gan gastos reservados, sin exclusión, deberán 
fundar los montos que soliciten en las instan-
cias respectivas de la discusión presupuestaria.

Los jefes de las unidades operativas que 
tengan gastos reservados deberán efectuar una 
declaración de intereses y patrimonio confor-
me a la ley N° 20.880, sobre Probidad en la 
Función Pública y Prevención de los Conflic-
tos de Intereses. 

Si el Contralor General advirtiere inconsis-
tencias, lo informará directamente al Ministro 
de Estado respectivo, quien deberá requerir un 

informe al jefe del servicio y al jefe de las uni-
dades operativas, el que deberá ser evacuado 
en un plazo no superior a diez días hábiles.

Transcurridos treinta días hábiles desde la 
comunicación del Contralor General sin que 
las inconsistencias se hayan superado, la Con-
traloría dará inicio al procedimiento sumario 
respectivo, sin perjuicio de aquellos hechos 
que pudieran revestir el carácter de delito.

Cualquier otro uso distinto al que estable-
ce la ley queda estrictamente prohibido, y su 
incumplimiento se considerará falta grave a la 
probidad y dará lugar a las sanciones que co-
rrespondan de acuerdo al estatuto respectivo.

Se incorpora, además, un agravante de la 
responsabilidad penal para la malversación de 
caudales públicos con gastos reservados, por 
lo que el juez podrá aumentar la pena corres-
pondiente en un grado.

Señor Presidente, termino señalando que 
este proyecto es un importante avance en ma-
teria de control civil y democrático de los gas-
tos reservados, y que toda inversión de estos 
tiene que hacerse bajo los principios de probi-
dad y transparencia. 

Y, como consecuencia de ello, anuncio el 
voto favorable de la Senadora y los Senadores 
de Renovación Nacional.

Gracias.
El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 

Tiene a continuación la palabra el Senador Jor-
ge Pizarro.

El señor PIZARRO.– Señor Presidente, sin 
duda que el tema de los gastos reservados ha 
estado en debate y en cuestionamiento en este 
Senado y en la Cámara de Diputados, en el 
Congreso en general, desde el año noventa en 
adelante. Y por lo menos siempre se fue avan-
zando en tratar, primero, de acotar los montos 
de los gastos reservados, y segundo, de regular 
un poco más las facultades de quienes pueden 
hacer uso de ellos. Esto se transformó en una 
urgencia política, para dar mayor transparencia 
y fortalecimiento al funcionamiento de nuestro 
sistema democrático, después de conocer las 
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investigaciones judiciales sobre el mal uso de 
estos recursos reservados tanto en el Ejército 
como en Carabineros.

En ese sentido, el proyecto de ley que es-
tamos discutiendo hoy tiene importantísimos 
avances que fueron planteados por los par-
lamentarios de nuestra bancada y de toda la 
Oposición en la Cámara de Diputados, y reco-
gidos por el Ministerio de Defensa. Esperamos 
ahora que en el Senado se mantenga esa dispo-
sición para que tengamos una mejor normativa 
en materia de gastos reservados.

El principio que se encuentra detrás de esta 
propuesta es que el gasto de las instituciones 
militares y policiales debe estar sometido al 
control del Congreso y de la Contraloría. En 
eso tenemos que avanzar.

Ha habido, sin duda, mal uso de aquellos y 
actos que no se condicen con lo que uno espera 
de la probidad y de una buena utilización de 
los recursos públicos, lo cual se mantiene en 
el tiempo.

Por ejemplo, la semana anterior, en la Cuar-
ta Subcomisión Especial Mixta de Presupues-
tos, nos enteramos del informe que entregó 
Carabineros respecto de cómo en el Hospital 
institucional se financian las inversiones que 
se realizan. Y fue una sorpresa para todos por-
que el oficial encargado nos informó que eso 
se hace con un aporte del personal del 1,5 por 
ciento de su sueldo; que es algo que no está en 
el presupuesto oficial de Carabineros, y que, 
por lo tanto, no tiene por qué estar incluido 
en la Partida Hospital de Carabineros. Esto es 
raro, pues son inversiones que se desarrollan 
en el hospital para una mejor atención, obvia-
mente, de los propios carabineros. Pero la tó-
nica, la costumbre es que no exista una cuenta 
-llamémoslo así- “oficial” de Carabineros.

Ese tipo de situaciones no pueden seguir 
ocurriendo, porque, sin duda, son una fuente 
de tentación para incurrir en irregularidades 
que debemos evitar con una mayor transparen-
cia y una mejor regulación.

Esto implica, señor Presidente, que tene-

mos que modificar el artículo 2, como se dijo 
anteriormente, que es donde se establece el uso 
de los gastos reservados y queda focalizado en 
materia de seguridad externa e interna y de in-
teligencia y de contrainteligencia, lo que evita-
rá que vuelva a ocurrir lo que hemos conocido 
tanto en el Ejército como en Carabineros sobre 
el concepto de -entre comillas- “otros usos”.

En dicho artículo se elimina, además, la 
expresión “en especial”, que es lo que abre la 
posibilidad de realizar gastos en materias dis-
tintas de las que tienen que ver con la seguri-
dad externa e interna y con la inteligencia y la 
contrainteligencia.

Asimismo, se consagra la responsabilidad 
en lo relativo a los gastos reservados. Y, con 
toda claridad, la responsabilidad va a ser de 
los jefes de servicio -en este caso, de los Sub-
secretarios de Defensa y del Interior- y no de 
las agencias operativas, como era en la primera 
versión que incluyó el Gobierno en el texto, 
por la sencilla razón de que en ese nivel no 
existen las responsabilidades políticas. 

Ese es uno de los aspectos que debemos 
perfeccionar acá, en el Senado, ya que, en 
nuestra opinión por lo menos, lo lógico y natu-
ral es que, para exigir responsabilidad política, 
sean los ministros los responsables de condu-
cir el proceso de uso de gastos reservados en 
Defensa y en las Policías.

Conforme a lo anterior, se consigna tam-
bién que esas autoridades deberán informar se-
mestralmente a la Comisión de Inteligencia de 
la Cámara de Diputados sobre el cumplimiento 
de los objetivos generales para los cuales se 
destinaron los gastos reservados.

Además, como se dijo por parte del Senador 
Lagos, informante del proyecto, y del Senador 
García, lo que se hace es eliminar el llamado 
“piso mínimo” para gastos reservados, el que 
sin duda se transformó en un incentivo per-
verso porque ayudó a que se generaran malas 
prácticas en las instituciones de Carabineros 
y del Ejército. Respecto de eso, en el debate 
tanto en la Cámara de Diputados como acá, en 
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el Senado, no hay dobles opiniones: todos es-
tamos de acuerdo en que ese tipo de prácticas, 
malas o corruptas, no deben ser justificadas 
bajo ningún aspecto.

Por lo tanto, los gastos reservados deberán 
discutirse y tendrán que fijarse cada año en la 
Ley de Presupuestos, y el monto anual se va a 
aprobar democráticamente por este Congreso 
en conjunto con el gasto de Defensa.

Nos parece que lo mismo sucede en Inte-
rior, en lo que dice relación con todas las mate-
rias que tienen que ver con la seguridad interna 
y externa, con la Agencia Nacional de Inteli-
gencia (ANI) y, también, con la Subsecretaría 
del Delito.

A este respecto, se contempla una fórmula 
que, además, va a permitir una regulación ma-
yor en materia de fiscalización por parte de la 
Contraloría. Y lo que se propone es exigir que 
las autoridades y funcionarios que manejen los 
gastos reservados realicen declaraciones de 
patrimonio e intereses de manera sistemática 
y periódica. 

Este proyecto introduce avances importan-
tes y nosotros lo vamos a respaldar. Esperamos 
que el Gobierno recoja nuestras nuevas pro-
puestas, para que esta normativa sea ley y esté 
vigente cuando se lleve a cabo acá el debate 
del Presupuesto del próximo año sobre fijación 
de gastos reservados.

Como ustedes recordarán, el tema de los 
gastos reservados fue parte muy relevante de 
la discusión del Presupuesto del año pasado, 
en que se adquirieron compromisos en orden a 
revisar esta situación. 

Finalmente, quiero resaltar que esto ha sido 
un buen trabajo en acuerdo con el Ejecutivo, 
con el Ministerio de Defensa, que es donde 
hay la mayor cantidad de situaciones, con el 
Ministerio del Interior y también con el Minis-
terio de Relaciones Exteriores, como señaló el 
Senador García. 

Lo importante aquí es dejar establecido que 
los únicos que van a tener todavía una situa-
ción distinta son los gastos reservados de la 

Presidencia de la República. El resto estará 
sometido a un control tanto de la Contraloría 
como del Congreso Nacional, a través de la 
Comisión de Inteligencia de la Cámara de Di-
putados. De ahí que se contemplan también las 
responsabilidades políticas correspondientes, 
de las cuales tendrán que hacerse cargo tanto 
los Ministros de Relaciones Exteriores y del 
Interior y Seguridad Pública como de Defensa.

Señor Presidente, por último, quiero solici-
tar que, de acuerdo a lo conversado con el pro-
pio Gobierno, se pueda abrir plazo para pre-
sentar indicaciones hasta el 2 de septiembre, 
a las 12 horas. La razón, como señalé recién, 
es que el objetivo político que tiene el Gobier-
no, y también nosotros, es que este proyecto 
de ley lo podamos despachar antes de que el 
Congreso entre en la discusión del próximo 
Presupuesto.

He dicho.
El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 

Tiene la palabra el Senador Moreira para un 
punto de reglamento.

El señor MOREIRA.– Señor Presidente, 
solo quiero solicitar, si lo estima así la Sala, 
que se abra la votación, pero respetando los 
tiempos.

El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 
¿Habría acuerdo?

El señor BIANCHI.– No.
El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 

No hay acuerdo.

—————

El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 
Antes de continuar, quiero saludar, de parte de 
la Honorable señora Yasna Provoste, a los es-
tudiantes de intercambio del programa IFSA-
Butler, de la Pontificia Universidad Católica de 
Valparaíso, que se encuentran en las tribunas.

Un saludo para ustedes.
—(Aplausos en la Sala y en tribunas).
Y también deseo saludar a la Directiva Na-

cional de la Confusam: a la señora Gabriela 
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Flores Delgado, Presidenta, a doña Laura San 
Martín y a don Marcos Vargas Cortés, quienes 
nos acompañarán en el segundo proyecto de 
la tabla.

¡Felicidades!
—(Aplausos en la Sala y en tribunas).

—————

El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 
Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.– Señor Presidente, con 
la tramitación de este proyecto de ley estamos 
dando cumplimiento a dos compromisos que 
quedaban pendientes con respecto al estableci-
miento de una nueva regulación de los gastos 
reservados.

El primer compromiso se había asumido en 
el artículo 28 de la Ley de Presupuestos del 
Sector Público para el 2018, y el segundo, du-
rante la tramitación de la reciente iniciativa re-
lativa al nuevo mecanismo de financiamiento 
de las Fuerzas Armadas, donde en la Comisión 
de Defensa decidimos que la discusión de este 
asunto no se daría en dicha normativa, sino en 
un proyecto aparte, por la importancia de los 
gastos reservados y el especial cuestionamien-
to que existe al respecto, considerando princi-
palmente las últimas investigaciones que está 
llevando adelante la justicia en esta materia.

En cuanto a los gastos reservados, tenemos 
una historia que está acompañada de la nula 
transparencia, de la total falta de control y del 
abuso que ha habido muchas veces respecto de 
su uso.

Por eso, a la normativa establecida en el año 
2003, la ley N° 19.863, era necesario introdu-
cirle profundos cambios sobre todo en el ám-
bito del control y de la transparencia. Y en el 
caso de las Fuerzas Armadas, era aún más im-
perioso establecer un cambio tanto en la toma 
de las decisiones respecto de los montos y los 
destinos de los gastos reservados como en su 
control, que diera al poder civil mucha mayor 
preponderancia en su decisión y control, pues 

es lo que corresponde en un Estado de derecho.
Con relación a los principales aspectos de 

este proyecto, señor Presidente, quisiera desta-
car una nueva definición del concepto de “gas-
tos reservados”, que garantiza mucho mejor el 
que sean utilizados exclusivamente para el fin 
que estos tienen.

Así también se eliminan los pisos míni-
mos que existían para las Fuerzas Armadas y 
Carabineros de Chile en materia de gastos re-
servados, de manera que cada año estas insti-
tuciones deban justificar ante el Ministerio de 
Defensa la necesidad y el destino de los gastos 
reservados, y el Congreso tenga que ratificar 
esto en la Ley de Presupuestos.

Sin embargo, me gustaría destacar los con-
troles que se establecen del poder civil respec-
to de ellos.

En primer lugar, desde ahora los Coman-
dantes en Jefe o los jefes de servicios deberán 
solicitar los gastos al Ministerio de Defensa 
Nacional o al Ministerio que corresponda, so-
bre la base de objetivos y montos claramente 
detallados, los que tendrán que ser evaluados 
por aquel en su necesidad y mérito. 

De esta manera, los jefes de cada servicio 
deberán informar semestralmente por escrito 
al Subsecretario respectivo sobre el uso que se 
ha efectuado de los gastos reservados.

De igual modo, se refuerza el control que 
debe realizar la Contraloría, debiéndose esta-
blecer en el informe respectivo una desagrega-
ción por rubros acerca del uso que se ha hecho 
de los gastos reservados.

Por otro lado, se encarga un control al Con-
greso Nacional, debiendo los Ministerios in-
formar semestralmente a la Comisión Especial 
sobre Control del Sistema de Inteligencia del 
Estado de la Cámara de Diputados.

Así, durante la discusión del proyecto de 
Ley de Presupuestos del Sector Público, todos 
los Ministerios que tengan gastos reservados 
deberán fundar los montos que soliciten.

En conclusión, esta importante modifica-
ción con respecto a los gastos reservados era 
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una materia legislativa pendiente y urgente de 
discutir y aprobar. Los casos de mal uso de 
ellos que se investigan en las Fuerzas Armadas 
han afectado sensiblemente la confianza públi-
ca en dichas instituciones, lo cual, sin duda, es 
grave.

Por eso, señor Presidente, esta señal de 
transparencia y control, sobre todo en cuanto 
a entregarle al poder civil un rol mucho más 
decisivo respecto del control de los gastos re-
servados, es un avance que teníamos que dar, 
y así lo estamos haciendo.

Anuncio mi voto a favor de este proyecto.
El señor LETELIER.– Señor Presidente, 

¿puede abrir la votación?
El señor COLOMA.– No.
El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 

Se solicitó la apertura de la votación y no hubo 
unanimidad.

Tiene la palabra el Senador José Miguel In-
sulza.

La señora MUÑOZ.– Abra la votación. ¡Ya 
se dijo que bueno!

El señor COLOMA.– ¡No!
El señor LETELIER.– Señor Presidente, 

¿puede volver a preguntar?
El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 

Tiene la palabra el Senador señor Insulza.
El señor INSULZA.– Señor Presidente, 

seré más breve que quienes me precedieron en 
el uso de la palabra.

Creo que ahora no corresponde discutir 
muy en detalle el proyecto; además, las expli-
caciones planteadas acá por varios Senadores 
me ahorran eso.

Por mi parte, deseo celebrar dos cosas.
En primer término, el cumplimiento del 

compromiso adquirido en esta misma sede con 
ocasión de la aprobación del proyecto de Ley 
de Presupuestos el año pasado por parte del se-
ñor Ministro de Hacienda en orden a presentar 
una iniciativa legislativa regulatoria de esta 
sensible materia.

Dado que no hemos estado demasiado acer-
tados en el cumplimiento de muchos compro-

misos que se han adoptado, esa es una gran ex-
cepción, la que saludo con mucho entusiasmo.

En segundo lugar, también quiero valorar 
un aspecto sobre el cual puso el acento el Se-
nador García: la forma como en los últimos 
años se han reducido los gastos reservados.

La verdad es que a comienzos de los años 
noventa, cuando recién se iniciaron los gobier-
nos democráticos, los gastos reservados eran 
mucho más altos. Se disminuyeron sustanti-
vamente con la aprobación de las reformas de 
2003. Pero en la medida en que los de las Fuer-
zas Armadas y de Carabineros se excluyeron la 
rebaja no fue superior; se mantuvieron altos. Y 
ahora la disminución es mayor.

Ahora, considero que el hecho de que no 
se rinda cuenta completa de todos los gastos 
constituye una anomalía. Sin embargo, esta es 
una anomalía necesaria; se requiere para una 
serie de tareas que están bien definidas en el 
proyecto.

Quiero poner el acento a este último res-
pecto, señor Presidente: no es para cualquiera 
cosa, sino para determinadas actividades, lo 
que -si no me equivoco se consignan en el artí-
culo 6- permite asegurar que el dinero está des-
tinado para fines que no pueden ventilarse de 
manera pública, pero que son necesarios para 
la Administración del Estado.

Por otra parte, quiero valorar la circunstan-
cia de que se transparenten muy claramente las 
facultades y las unidades operativas encarga-
das de administrar los fondos, como asimismo 
el que se haya incluido en el control de inteli-
gencia del Estado una Comisión Especial de la 
Cámara de Diputados.

Estimo que aquello se debería practicar de 
manera más frecuente en nuestros sistemas de 
contabilidad. No sé ve razón para que todas las 
cuentas deban ser verificadas solamente por 
autoridades públicas del Estado central.

Además, deseo señalar que la reglamenta-
ción establecida sobre la manera en que se van 
a consagrar las normas relativas a probidad, 
transparencia, administración responsable de 
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recursos, en fin, envuelve un avance muy fun-
damental.

No menos importante, señor Presidente -y 
quiero terminar con esto-, es la eliminación de 
ciertos artículos. Algunos a nuestro juicio -lo 
dijimos el año pasado durante la discusión del 
proyecto de Ley de Presupuestos- eran de muy 
discutible legalidad. Es decir, la derogación 
mediante la ley en proyecto de las normas que 
prefijan los recursos mínimos que deben reci-
bir las Fuerzas Armadas y Carabineros para 
gastos reservados, en mi concepto, significa un 
gran progreso, pues se apunta, como lo decía 
recién el Senador Bianchi, mucho más directa-
mente al control civil de los referidos gastos.

En suma, señor Presidente, cuando las ci-
fras de que estamos hablando -lo expresaba el 
Senador García- constituyen un monto muy re-
ducido del Presupuesto de la Nación, ya pode-
mos dar por superado el problema en comento, 
en la medida en que aprobemos esta iniciativa 
en particular, para lo cual probablemente hare-
mos alcances mayores.

He dicho.
El señor LETELIER.– Votemos, señor Pre-

sidente.
El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 

Se está reiterando la solicitud de abrir la vo-
tación.

¿Habría acuerdo?
El señor INSULZA.– Sí.
La señora MUÑOZ.– Sí.
El señor COLOMA.– No, señor Presidente.
¡Cómo se lo digo…!
El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 

Tiene la palabra el Senador Carlos Montes.
El señor MONTES.– Señor Presidente, este 

proyecto de ley tiene hartos antecedentes, que 
vienen desde el año noventa con la reducción 
sistemática de los gastos reservados a partir 
de hechos que se van presentando en distintos 
momentos, sobre todo lo que habían implicado 
en el período de la dictadura.

Durante el último tiempo, en el año 2017, 
hubo mucho debate. Incluso, propusimos una 

manera de tratar esta materia, y estuvo en la 
discusión del proyecto de Ley de Presupues-
tos. Pero, lamentablemente, el Tribunal Cons-
titucional estableció que no teníamos facul-
tades al respecto, porque había un error en la 
forma como estaba redactado el inciso perti-
nente, que planteaba un cambio permanente y 
no por el año correspondiente.

Después, a fines del 2017 se vuelve a repetir 
el debate. Finalmente, se toma el acuerdo de 
que el Ejecutivo tenía que presentar durante el 
2018 un proyecto de ley. Como dijo el Senador 
Insulza, esto se cumplió en los últimos días del 
año 2018, pero se enmarcó en el mencionado 
acuerdo.

En el Presupuesto para el 2019 mantuvimos 
las normas anteriores, aunque mediante glosas 
se agregaron distintas exigencias.

El objetivo, como aquí se ha manifestado, 
es fortalecer el control civil y democrático de 
los gastos reservados y que su naturaleza se 
mantenga con mucho rigor.

Se eliminan los pisos mínimos, lo que da lu-
gar a debate cada año. Por lo tanto, el monto se 
deberá definir en el Presupuesto de la Nación 
a partir de una propuesta del Ejecutivo. Pero el 
Congreso decidirá si acepta la cifra sugerida o 
la reduce.

El proyecto precisa el concepto de “gastos 
reservados” -ello fue objeto de mucha polémi-
ca- y reduce los fines a que puedan destinarse.

Los Ministerios que tienen gastos reserva-
dos -no abundaré al respecto, pues ya se dijo 
en la Sala- deberán rendir cuenta.

El único que persigue un objetivo amplio 
y diverso es el Ministerio Secretaría General 
de la Presidencia, y me parece muy razonable 
que no se pueda acotar. Sin embargo, también 
estará obligado a la rendición. Incluso, es fac-
tible cuestionar la naturaleza de los gastos re-
servados.

De otro lado, se impone la obligación de 
que en la ley se acote la glosa para gastos re-
servados. Y se puedan incorporar ciertas res-
tricciones.
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Se prevé la existencia de control interno y 
de controles externos.

El control interno está a cargo de la cabeza 
del Ministerio, pero es el Subsecretario el que 
tiene la responsabilidad operativa.

Acá estamos con un Subsecretario que ma-
neja gastos reservados; es incumbente en lo 
que estamos discutiendo.

Los controles externos los ejercerán la Con-
traloría General de la República y el Congreso 
Nacional.

Esto es algo nuevo: el Parlamento pasa a 
tener control en materia de gastos reservados.

Por primera vez se van a definir las unida-
des operativas de los recursos pertinentes.

Hasta ahora había ambigüedad en cuanto 
a quién era el responsable. Sobre el particular 
existía una apertura, aunque en la glosa para 
este año -si no recuerdo mal- ya se acota en 
cierto nivel.

Los jefes de los servicios deberán efectuar 
semestralmente una rendición -ello es nuevo- a 
los Subsecretarios correspondientes. Esto, en 
el entendido de que en lo que decide el Sub-
secretario está involucrada la responsabilidad 
del Ministerio; o sea, también del Ministro.

Señor Presidente, con relación a los con-
troles externos hay un aspecto que espero que 
fortalezcamos en la discusión particular.

En efecto, la Contraloría General de la Re-
pública queda con la responsabilidad directa 
en función de lo que presenten los respectivos 
jefes de servicio de las entidades.

En la propuesta que hubo para el 2017 se 
planteaba que rindiera cuenta el Ministro, 
quien recibía los antecedentes. Ahora podría 
ser el Subsecretario. Pero quien tiene que ha-
cer la primera revisión es el Ministerio al que 
pertenece el jefe de servicio pertinente.

A mi juicio, dicho punto es discutible.
Además, hay un problema relacionado con 

el nivel de desagregación de la rendición de 
cuenta de los gastos reservados.

En tal sentido, algunos pensamos que si la 
Contraloría estima que la rendición no le per-

mite ver el alcance real de los gastos, pueda 
preguntarle a quien rinde la cuenta: “¿Qué 
pasa con esto?”. Porque ahora, como está el 
proyecto, la Contraloría solo puede consultarle 
aquello al Ministro correspondiente, pues no 
tiene la facultad para decir: “Quiero saber esto, 
porque no me queda claro que el gasto tiene 
carácter reservado o secreto”, etcétera.

En cuanto al control que deberá ejercer el 
Congreso Nacional, se trata de una gran res-
ponsabilidad nuestra. En efecto, tendremos la 
posibilidad de que, en la Cámara de Diputa-
dos, la Comisión responsable del control del 
sistema de inteligencia del Estado reciba se-
mestralmente la información en sesión secreta.

Durante la discusión del proyecto de Ley de 
Presupuestos se abrirá debate sobre la materia 
en las instancias correspondientes. Y en ella, 
también en sesión secreta, el Ministerio co-
rrespondiente deberá fundamentar el porqué.

A lo anterior se agrega una idea surgida des-
de la Contraloría: que quienes operan con gas-
tos reservados deban presentar la declaración 
de patrimonio e intereses a que están afectas 
diversas autoridades. Porque la Contraloría 
puede estimar que la rendición de cuentas es 
consistente o inconsistente. Incluso, le es facti-
ble objetar la referida declaración, dado el ries-
go que la situación envuelve. Y si no se corri-
gen las eventuales inconsistencias, el Órgano 
Contralor puede iniciar un sumario.

Aquí se prohíbe usar los gastos reservados 
para efectos que no están previstos.

Como Sus Señorías saben, los gastos reser-
vados de los diversos entes se utilizaban para 
una gran variedad de cosas. Ahora su uso se 
acota. Y si alguien va más allá de lo permitido, 
será sancionado por hacer algo que se encuen-
tra prohibido y, en consecuencia, por atentar 
contra el principio de probidad.

En conversaciones con gente de la Contra-
loría, se me ha dicho que en tal caso las san-
ciones todavía son muy débiles. Entonces, 
deberíamos revisar el punto en la discusión 
particular.
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Por otra parte, se incorpora como agravan-
te de la responsabilidad penal la malversación 
de caudales públicos con recursos destinados a 
gastos reservados -no estoy hablando de desti-
no a algo distinto de lo previsto-, conducta que 
hemos visto muchas veces en el último tiempo, 
sobre todo en lo concerniente a gastos reserva-
dos de algunas ramas de las Fuerzas Armadas 
y de Carabineros.

En tal caso, el juez puede incluso aumentar 
en un grado la pena correspondiente.

Señor Presidente, es una muy buena noticia 
que estemos avanzando con la aprobación ge-
neral del proyecto.

Espero que la Comisión de Hacienda lo 
despache pronto en particular y que la ley en 
proyecto opere cuanto antes, porque es parte 
del fortalecimiento de la democracia el mayor 
control civil de los gastos reservados.

En lo personal, comparto que los gastos 
reservados de la Presidencia de la República 
deben ser más amplios. Sin embargo, tiene que 
haber rendición de ello.

He dicho.
El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 

A continuación tiene la palabra el Senador se-
ñor Coloma.

El señor COLOMA.– Yo no quiero repetir 
mis argumentos, señor Presidente.

Valoro el sentido de esta normativa, que 
básicamente, como su nombre lo dice, genera 
más lógicas de información y de rendición de 
cuentas sobre los gastos reservados, materia 
que ha sido objeto de múltiples debates.

El mal uso que algunas instituciones han he-
cho de aquellos gastos determinó la necesidad 
de modificar la institucionalidad pertinente.

Todo lo que tienda a modernizar el sistema 
y a mejorar la información y rendición de gas-
tos reservados me parece razonable.

El proyecto establece algunas obligaciones 
que considero adecuadas en su dimensión ge-
neral.

Sin embargo, no quiero dejar pasar un par 
de aspectos que al menos me provocan una in-

quietud, la que puede ser minoritaria.
En primer lugar, la eliminación de los pi-

sos, que algunos parlamentarios celebran, es 
completamente discutible. Por supuesto, nadie 
tiene el dominio de la verdad. Pero aquello no 
me parece una buena política pública.

La pregunta de fondo es si los gastos reser-
vados son necesarios o no.

Si alguien me dice que no -ello es enten-
dible-, yo no tendría ningún problema con la 
norma respectiva; me parecería razonable y 
coherente con el espíritu que se tiene en vista.

Sin embargo, aquí hay algo bien raro.
Todos coinciden en que los gastos reser-

vados son necesarios, tengan que ver con 
cuestiones inteligencia, de ciberseguridad, de 
contraespionaje, o con distintos ambientes o 
escenarios que no son del caso detallar porme-
norizadamente.

Yo no he oído a nadie sostener que no hay 
que tener gastos reservados -si oyera decir lo 
contrario, lo entendería-; no obstante, se con-
signa una norma bastante extraña, conforme a 
la cual es factible que aquellos sean cero. 

Señor Presidente, yo he sido parlamentario 
durante bastantes años y, por ende, conozco 
cómo son los debates presupuestarios. Y sé -y 
no soy solo yo- que la discusión entre cañones 
y mantequilla es del siglo pasado o antepasa-
do.

Particularmente en momentos de paz -oja-
lá sean duraderos-, no en el ámbito comercial 
sino en el militar, es fácil decir: “Hagamos 
otras cosas con estos recursos que son fungi-
bles”.

Entonces, en una discusión hecha en el ám-
bito presupuestario -no digo en este Gobierno, 
sino en cualquier otro; esto no tiene que ver 
con la contingencia- se puede preguntar en qué 
prefiere gastar los recursos: en un hospital; en 
un Cesfam; en una posta rural; en una política 
de vivienda. O sea, este delta se establece para 
algo que, si bien tiene una justificación teórica, 
es muy dudoso; tanto, que la ley no determina 
un piso.
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Por lo tanto, creo que esa es una mala reso-
lución para un problema difícil. Es la solución 
fácil para una cuestión compleja.

Sin embargo, para mí las soluciones fáciles 
no son necesariamente las buenas. Esta es mi 
perspectiva.

Así, lo que vamos a tener acá es un escena-
rio bastante especial, en que habrá una presión 
-lo vimos en el Presupuesto anterior- por decir 
“dejemos el gasto en 1 peso y dediquemos esos 
mismos recursos a otra actividad”, que, obvia-
mente, aparecerá mucho más valiosa a nivel 
popular, pero eso no tiene que ver con que sea 
sana institucionalmente.

Entonces, la fórmula es ingeniosa, pero 
rara. Se señala: “Pero debe considerarse la 
glosa”. ¿Y para qué se considera la glosa? Para 
que el Gobierno pueda reasignar.

O sea, en el fondo es advertir desde ya que 
es legítimo que una institución importante 
quede con cero pesos, en la confianza de que 
existirá la reasignación, que es un tema que 
siempre me ha generado cierta distancia, por-
que creo que cada vez que se reasigna alguien 
funcionó mal. Y esto es transversal. Este es el 
paraíso de los Ministros de Hacienda, a los que 
les encanta reasignar: los recursos van para acá 
y después van para allá; lo importante es tener 
abierta la glosa.

Entonces, aquí le facilitamos el camino del 
atajo a la autoridad diciéndole: “Señor, lo dis-
cutiremos. Pero si le decimos que es cero, no 
va a ser cero, sino 1, porque hay una glosa y 
usted puede sacar de otra parte,” -estas son mis 
palabras- “que no se señala en la fijación del 
Presupuesto”. Porque en el Presupuesto usted 
dice: destino tantos recursos para personal, 
tantos para armas, tantos para modernización. 
Pero todos sabemos que en el fondo de su alma 
está guardando una parte por si le rechazan los 
gastos reservados. Y como usted sabe y todos 
sabemos que estos son necesarios, estamos ha-
ciéndonos una trampa en el solitario. Y a mí no 
me gustan las trampas en el solitario, por bien 
visto que sea; no me gusta el diseño.

No tengo ningún problema en cuanto a la 
transparencia, a la forma de hacer los gastos, 
a que se entregue mejor información. Sin em-
bargo, no me gusta esta fórmula angulada de 
igualmente plantear estos gastos reservados. 
Pero ya va a ser difícil que el Parlamento los 
apruebe. Entonces, deberemos ver en qué otro 
ítem el Gobierno va a tener algún excedente 
para hacer lo que todos sabemos que se debe 
hacer: generar lógicas de inteligencia, contra-
inteligencia, más allá del mal uso que se haya 
hecho.

Porque no nos confundamos con el mal uso. 
Para enfrentarlo existen otras herramientas. 
Pero lo importante es el uso. Yo planteé esto 
en la Comisión y presentaré una indicación. 
No me cabe duda de que la voy a perder, pero 
por lo menos quiero instalarla para fijar mi po-
sición respecto de esta forma rara, a mi juicio, 
de enfrentar los problemas.

Y lo segundo que quiero señalar -porque 
hay una altura en que uno ya dice exactamente 
lo que piensa, más allá de cualquier comen-
tario- tiene que ver con las formas de rendir 
cuentas, pues considero que debemos meterle 
un poquito más de cabeza. Este tema fue bien 
estudiado en la Comisión de Hacienda y que-
damos de redebatirlo en la discusión en parti-
cular. ¿A qué me refiero? A que es importante 
el cómo se desagrega la información. Esto es 
superimportante, porque, ¿qué es lo que uno 
pretende? Que la Contraloría participe. Pero 
también advierto de que no tengo tan claro que 
sea necesario el control parlamentario, porque 
la forma de desagregar la información será 
más fuente de conflicto que de solución.

Lo que me importa es que no se roben la 
plata, que haya alguien responsable de su uso, 
que se pueda confiar en que esto no depende 
del arbitrio de una autoridad cualquiera. Eso es 
lo que a uno debería importarle.

Ahora, cómo se desagrega: “Oiga, gasté 
tanto en esto y se lo di a tal persona”. ¿Pre-
tender buscar un control parlamentario? ¿Qué 
pedirá un parlamentario? ¿Se va a contentar 
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simplemente con que le den los bosquejos de 
los números? No es fácil. ¿Hasta dónde llega 
la información? ¿Hasta dónde llega la respon-
sabilidad de un Ministro o de un Comandante 
en Jefe?

Creo que esto hay que dejarlo mejor esta-
blecido. No hay que darle esta lógica de decir: 
“Oiga, somos fantásticos porque vamos a con-
trolar”. ¿Qué se va a controlar?, ¿el destinata-
rio?, ¿el objetivo?, ¿el sentido?, ¿la filosofía?

Este es un aspecto en que no tengo una so-
lución, pero quiero plantearlo.

Se habló en la Comisión de Hacienda y que-
damos de pensarlo mejor, para que vean que 
estoy siendo transparente respecto de la discu-
sión. Porque el cómo se desagrega la informa-
ción es un punto bien decisivo. No solamente 
es dar la información, que lo doy por sentado. 
¿Hasta dónde llega esta? ¿Hasta dónde es exi-
gible? Alguien me puede decir “todo”, y está 
bien, puede ser. Alguien puede entender que 
aquello se relaciona con el RUT de la perso-
na, pero puede que existan algunas actividades 
que no sean susceptibles de ese tipo de deta-
lles. Pienso que eso debemos resolverlo de me-
jor manera.

Y podemos hacerlo. La Contraloría entre-
gó algunos elementos en la discusión que son 
interesantes de abordar y de establecerlos de 
mejor forma en la legislación.

No tengo tan clara la necesidad adicional 
del control parlamentario. Pero esto no es algo 
que considere que vaya a ser un principio, sino 
que es completamente opinable. Alguien me 
dice que puede ser mejor. Lo que pasa es que 
al no saber cómo se desagrega la información, 
tampoco tengo claro el nivel donde se extiende 
esta.

Esas son básicamente las inquietudes que 
planteo, compartiendo una lógica general. 
Pero, a mi juicio, hay un par de materias que 
debemos abordar de mejor manera en la discu-
sión particular.

He dicho.
El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 

Nuevamente me han solicitado abrir la vota-
ción. ¿Habría acuerdo en tal sentido? Mante-
niendo los tiempos.

Acordado.
En votación general el proyecto.
—(Durante la votación).
El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 

Senador Pugh, tiene la palabra.
El señor PUGH.– Señor Presidente, efecti-

vamente, hoy estamos dando cumplimiento a 
uno de los compromisos, tal como lo señalaron 
los Senadores que me antecedieron en el uso 
de la palabra, del año pasado durante la discu-
sión del proyecto de Ley de Presupuestos.

Deseo recordar que en la misma discusión 
dejamos sin gastos reservados a las policías 
¿Las dejamos sin fondos para qué? Para que 
pudieran realizar una función que es muy im-
portante y que hemos visto este año.

El Estado necesita recursos para efectuar 
operaciones que están íntimamente ligadas a 
otra ley: la N° 19.974, que en estos momentos 
está en discusión en el Senado en las Comisio-
nes de Defensa Nacional y de Seguridad Pú-
blica, unidas.

El Sistema de Inteligencia del Estado ne-
cesita recursos. Y la única forma de financiar 
algunos departamentos es a través de estos 
gastos reservados.

Los gastos son reservados por dos razo-
nes: por la naturaleza de las acciones que se 
están realizando y por las formas de rendición. 
Porque hay muchos de estos recursos que ni 
siquiera se pueden justificar. Probablemente, 
algunos no lo entenderán y decidirán someter-
lo a los mismos estándares que rigen a toda la 
Administración pública.

Pero precisamente tenemos una ley que se 
hace cargo de definir quiénes pueden efectuar 
estas operaciones especiales, que a saber son 
dos: las de inteligencia y las de contrainteli-
gencia.

La inteligencia, para actuar de manera pre-
ventiva ante situaciones catastróficas, de terro-
rismo, de narcotráfico, de crimen organizado, 
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necesita contar con recursos especiales.
Y la contrainteligencia va destinada a que 

el Estado no pierda su capacidad, su informa-
ción, aquella que es vital. ¿Por qué? Porque 
si bien hoy están garantizados el derecho y el 
acceso a la información -las leyes de Probidad 
y Transparencia así lo permiten-, existe un lí-
mite, que define hasta dónde el Estado puede 
entregar dicha información. Y si hay alguna 
discrepancia, precisamente el Consejo para la 
Transparencia es el que tiene que determinar 
hasta dónde el Estado debe entregar informa-
ción.

Entonces, todos los que quieran obtener in-
formación del Estado por otros medios, saltán-
dose los controles, están sujetos a la Ley de In-
teligencia. Por esa razón existen recursos para 
efectuar operaciones con agentes encubiertos, 
con agentes secretos, para la obtención de in-
formación e interceptación de líneas telefóni-
cas.

Estas operaciones especiales necesitan 
fondos que van más allá de los que se pueden 
rendir por el sistema normal. En consecuencia, 
¿qué se requiere? Un mecanismo de control.

Deseo señalar que más que derogar los pi-
sos, que es lo que se discute en este momento, 
lo que se está instalando es un nuevo sistema 
de asignaciones y control, entendiendo que 
existen leyes y ciertos departamentos que no 
podrán funcionar si no se les asignan recursos.

Por lo tanto, considero que sería absurdo 
entrar a discutir en una Ley de Presupuestos 
la disminución a 1 peso, como lo hemos visto 
anteriormente, para financiar este tipo de acti-
vidades.

Aquello, obviamente, habla de un Estado 
que no ha madurado, que no ha sido capaz de 
entender que se requieren recursos para su pro-
pia protección.

Los gastos reservados son una capacidad 
estratégica nacional. ¡Y qué mejor medida que 
publicarlos! Que se sepa exactamente cuántos 
recursos tiene el Estado para llevar adelante 
operaciones que permitan garantizar su segu-

ridad.
Ese es el primer control democrático: la 

transparencia, la publicación de los gastos re-
servados, la forma en que van evolucionando 
en el tiempo, tal como se ha indicado, en que 
se sabe exactamente para lo que se requieren.

Y ahora habrá un mecanismo y un control 
que va a permitir, incluso, a la Cámara de Di-
putados, a través de la Comisión Especial de 
Inteligencia, certificar si efectivamente los re-
cursos se están empleando en lo que se dice.

Todos los Estados del mundo tienen el mis-
mo dilema y el mismo desafío. Y han optado 
por diferentes mecanismos de control. Estados 
Unidos, por ejemplo, estableció uno en el que 
la Cámara Alta (senadores) y la Cámara Baja 
(diputados o representantes), con cuatro parla-
mentarios de cada una, configuran un mecanis-
mo de control.

La inteligencia necesita de control, como 
también de dirección. Por eso, lo que se tiene 
que hacer -y ese es uno de los compromisos 
del actual Gobierno- es una Estrategia Nacio-
nal de Inteligencia, con objetivos claros a cua-
tro años, con planes anuales, en que se sepa 
exactamente cuánto va a costar implementar-
los. Y eso es lo que baja a la Ley de Presupues-
tos, no lo que a la gente se le ocurrió que podía 
ser. Está de acuerdo con un plan estratégico, 
controlado con planes anuales y existen los 
mecanismos de control.

Todo lo que estoy mencionando es precisa-
mente lo que trae la modernización y fortale-
cimiento del Sistema de Inteligencia del Esta-
do. De allí que sea tan importante que esa ley 
converse con esta otra ley; no pueden estar di-
sociadas. Y se debe entender que la capacidad 
estratégica se tiene que financiar en el tiem-
po, con ese plan estratégico, que se discute, se 
aprueba, y con los planes anuales, para poder 
llevar adelante la inteligencia y la contrainteli-
gencia que el país requiere.

En lo personal, creo que el alineamiento es-
tratégico de las políticas de Estado con los re-
cursos que se discuten anualmente en la Ley de 
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Presupuestos es la única forma de garantizar 
el Estado de derecho, que nos permitirá a to-
dos tener la tranquilidad de que quienes están 
haciendo uso de recursos fiscales, cualesquiera 
que sean -de los que se tienen que rendir y de 
aquellos cuya forma de rendición debe ser re-
servada-, los están utilizando bien.

Esa confianza es la que se recupera cuando 
hay un protocolo, un método, un acuerdo, una 
forma de existir, un balance, y lo que tenemos 
ahora es precisamente un instrumento que así 
lo va a hacer.

Se cumple un compromiso, al disponer de 
una ley que genera este control tan necesario 
y que nos permite, junto con la nueva ley de 
inteligencia, con la Estrategia Nacional de In-
teligencia y los planes pertinentes, presentar-
nos este año, por primera vez, a la discusión 
del proyecto de Ley de Presupuestos con pa-
rámetros claros y objetivos, para saber en qué 
se van a ocupar los recursos, por qué se están 
ocupando, y así todos tener la tranquilidad de 
que ello está ocurriendo según lo presupues-
tado.

Es importante, entonces, la formación éti-
ca de las personas, porque finalmente en ellas 
descansa lo más esencial. Y lo que el Estado 
hoy más requiere son personas, hombres y mu-
jeres, formadas éticamente. Y eso va mucho 
allá de una ley. Esa formación es parte del de-
sarrollo profesional, y todos aquellos que tie-
nen acceso al control de estos recursos deben 
formarse en ese ámbito.

Hoy tenemos la oportunidad de encontrar 
un instrumento que permite alineamiento es-
tratégico, políticas de Estado, control presu-
puestario anual, control democrático, y así 
demostrarle a la ciudadanía, con toda tranqui-
lidad, en qué se ocupan sus impuestos. Ello, en 
cuanto a los recursos respecto de los cuales se 
puede contar específicamente en qué se usan. 
Y tratándose de aquellos que, por la reserva de 
las operaciones o de la forma de rendirlos, no 
se puede hacer, existirá la tranquilidad de que 
están siendo bien invertidos.

Chile necesita de esa capacidad estratégica, 
por eso requiere recursos reservados, los que  
deben ser apropiadamente empleados. Como 
todo recurso, es escaso, razón por la cual tiene 
que ser bien usado y bien rendido.

Esta nueva ley les permitirá a todos tener la 
tranquilidad de que así va a ser. Pero debemos 
avanzar también en la legislación para forta-
lecer el Sistema de Inteligencia del Estado y 
alinear las estrategias nacionales con los pre-
supuestos anuales.

Si así ocurre, podremos trabajar sobre la 
base de evidencia, de data, de elementos de 
toma de decisión concretos. Por eso estimo 
que, dependiendo de la condición que el país 
tenga que enfrentar, probablemente sea preci-
so emplear en algunas ocasiones más recursos. 
Así, el Presidente va a disponer de un instru-
mento flexible para poder graduar en su políti-
ca, ya sea de cuatro años o en el plan anual, lo 
que requiere.

La inteligencia y la contrainteligencia pre-
cisan de dirección estratégica y también de 
control. Si ambos elementos se alinean, esto 
se va a lograr.

Creo que en el Senado hemos alcanzado el 
suficiente compromiso y entendimiento trans-
versal en materias de Estado, para asumirlas, 
enfrentarlas y juntos proponerle al país una 
mejor forma, un mejor Estado de derecho, que 
dé a todos tranquilidad respecto del empleo de 
estos recursos.

Habiendo dicho lo anterior, señor Presiden-
te, estoy muy contento y, por su intermedio, 
quiero hacer llegar al Ministerio de Defensa, 
hoy representado por el Subsecretario Galli, 
mi reconocimiento por el esfuerzo que han 
puesto para que en la Comisión de Hacienda, 
donde se tiene que ver esto por materia de ley, 
se haya podido resolver el problema. Y tam-
bién aprovecho de pedir que podamos alinear 
de la mejor forma nuestra ley de inteligencia, 
que se está analizando en las Comisiones uni-
das de Seguridad Pública y de Defensa.

He dicho, señor Presidente. 
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El señor QUINTANA (Presidente).– ¿Ha-
bría acuerdo para fijar plazo para formular 
indicaciones hasta el lunes 2 de septiembre, a 
las 12 horas, tal como lo propuso el Senador 
Pizarro?

—Así se acuerda.
El señor QUINTANA (Presidente).– Le voy 

a dar la palabra de inmediato a la Senadora 
Aravena.

Pero antes quiero señalar a las señoras Se-
nadoras y a los señores Senadores inscritos, 
en una extensa lista, que hay otro proyecto a 
continuación, relativo a sanciones por lesiones 
contra profesionales de los servicios de salud y 
establecimientos educacionales.

Por tanto, si se están tomando los diez mi-
nutos para intervenir, será muy difícil alcanzar 
a ver dicha iniciativa.

Simplemente lo señalo, para tenerlo en 
cuenta.

Ojalá se pudieran abreviar las intervencio-
nes o que hubiera acuerdo de la Sala en algún 
minuto para reducir los tiempos. Lo dejo para 
su consideración.

La señora RINCÓN.– Trataremos de abre-
viar, señor Presidente.

El señor QUINTANA (Presidente).– Tiene 
la palabra la Senadora Carmen Gloria Arave-
na.

La señora ARAVENA.– Señor Presidente, 
en primer lugar, yo creo que no está en discu-
sión la necesidad de que existan gastos reser-
vados.

Sin embargo, tampoco hay duda de que 
nuestra sociedad ha ido cambiando muchísimo 
en los últimos años y que uno de los cambios 
más notorios se refiere a la urgente necesidad 
de transparencia que demanda nuestra po-
blación. Estos estándares se vieron evidente-
mente incrementados con políticas públicas 
vinculadas a la OCDE, con la Ley de Trans-
parencia, con el explosivo impacto que han 
tenido las redes sociales y con la necesidad de 
la ciudadanía de saber efectivamente cómo se 
desempeñan los que gobiernan y también los 

ciudadanos. Con esto, la ciudadanía hoy día se 
transforma en un gran fiscalizador, y quizás -es 
bueno decirlo- en el más duro, respecto a la 
labor del Estado de Chile, de sus políticos y de 
sus funcionarios, en general.

Dado este aumento de demanda en trans-
parencia, se hace imperativo ir eliminando los 
espacios en que la transparencia no es la que 
se exige hoy día. También es necesario revisar 
las atribuciones que poseen algunas autorida-
des sobre gastos de recursos públicos que no se 
comunican debidamente a la población, pues, 
en efecto, no tienen -y lo voy a decir muy cla-
ramente- mecanismos de control que hoy día 
el Estado de Chile prácticamente dispone para 
todas sus instancias.

Obviamente, esa necesidad de transparen-
cia se ve aumentada con creces por la ocurren-
cia de hechos como los que hemos visto en los 
últimos años, principalmente vinculados, por 
ejemplo, a Carabineros de Chile, que no solo 
empañan a una gran institución como esta, 
sino que también generan un manto de duda 
sobre la noble labor que realiza.

En tal caso, yo no solo responsabilizo a 
quienes cometieron el error, sino también a 
la legislación y a todos los gobiernos que, de 
alguna manera, no visibilizaron que nos había-
mos quedado atrás en este ámbito, relativo al 
control de los recursos públicos, más allá de 
los fines que estos persigan.

En reiteradas oportunidades el actual Con-
tralor ha recalcado la falta de alcance de las 
rendiciones de cuentas, pues no le queda más 
que darles su aprobación si coinciden o no 
con los ítems dispuestos presupuestariamente. 
Por lo tanto, el ejercicio de las facultades de 
la Contraloría claramente es muy limitado, y 
esta iniciativa viene efectivamente a mejorar 
esa situación.

Principalmente, celebro en este proyecto de 
ley la existencia de controles internos y exter-
nos; la obligación de hacer declaraciones de 
patrimonio e intereses que se establece para 
los jefes de unidades operativas que tengan a 
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su haber gastos reservados; que se prohíba que 
a los gastos reservados se les dé cualquier uso 
distinto de los establecidos en la ley, y que se 
incorpore como agravante de la responsabili-
dad penal la malversación de caudales públi-
cos con gastos reservados.

Yo celebro la noticia de que estemos hoy 
día legislando sobre esta materia, independien-
te de que no me cabe duda de que se requiere 
un análisis con más detalle, razón por la cual 
vamos a presentar las indicaciones pertinentes 
a este proyecto.

Voto a favor, señor Presidente.
Muchas gracias.
El señor QUINTANA (Presidente).– A us-

ted, Senadora Carmen Gloria Aravena, por re-
ducir el tiempo de su intervención.

Tiene la palabra la Senadora señora Provos-
te.

La señora PROVOSTE.– Señor Presidente, 
el proyecto de ley que conoce el Senado es el 
resultado de una negociación en la Cámara de 
Diputados en la que el Ministerio de Defensa 
se abrió a acoger diversos temas planteados 
por la Oposición, lo cual constituye un avance 
político para que evitemos las situaciones de 
corrupción que hemos conocido a propósito 
del mal uso de los gastos reservados en la Co-
mandancia en Jefe del Ejército.

Este Senado ha dado una señal clara: no es 
posible aceptar más corrupción ni en Carabi-
neros, ni en el Ejército, ni en ningún otro lugar 
del Estado, ni con los gastos reservados ni con 
otro recurso público.

Este proyecto de ley es un avance en esa di-
rección. Y vamos a concurrir con nuestro voto 
a favor porque crea una nueva institucionali-
dad en la que habrá control civil y democrático 
para los gastos reservados, eliminando los pi-
sos mínimos, acotando su definición y estable-
ciendo un adecuado rol a la Contraloría para 
chequear a quienes manejan esos recursos.

Estamos ante un importante avance legisla-
tivo, en diálogo y en acuerdo con el Ministerio 
de Defensa, que evitará corrupciones como la 

conocida por las investigaciones de la ministra 
Rutherford, ya que ahora habrá nuevas regu-
laciones. Y lo relevante es que estén vigentes 
desde el Presupuesto del año 2020.

Pero, señor Presidente, aprovechando la 
presencia de los Ministros en este debate, quie-
ro señalar también un aspecto que nos pare-
ce tan reprochable como la corrupción en los 
gastos reservados. Me refiero al seguimiento 
ilegal de que han sido objeto el periodista y los 
oficiales que denunciaron la corrupción con 
los gastos reservados en el Ejército.

No es legal utilizar las normas de la Ley de 
Inteligencia para intervenir la comunicación 
telefónica del personal que denunció la corrup-
ción y también de periodistas que la investi-
gan. Esa herramienta no es para amedrentar o 
perseguir a quienes denuncian la corrupción en 
el Ejército.

No es conveniente que un Ministro de Es-
tado valide esas malas prácticas. Lo que co-
rresponde es investigar, sancionar y erradicar 
definitivamente los actos de corrupción.

El debate en particular sobre la nueva re-
gulación de los gastos reservados nos debe 
permitir evitar estas malas prácticas y también 
perfeccionar algunas materias. Por ejemplo, se 
debe propender a que la responsabilidad polí-
tica del uso de los gastos reservados recaiga en 
los Ministros de Defensa y del Interior, para 
que exijan a las instituciones de la defensa y a 
los organismos policiales que estos recursos se 
usen en “inteligencia y contrainteligencia para 
la seguridad externa e interna”.

Asimismo, queremos proponer que exista 
coordinación entre la Contraloría y la Unidad 
de Análisis Financiero (UAF), para que exa-
minen periódicamente las cuentas bancarias de 
los jefes operativos que manejarán los gastos 
reservados en las instituciones que dispondrán 
de ellos, de manera de chequear que no exista 
enriquecimiento ilícito con estos recursos.

Esperamos que el Ministerio de Defensa 
mantenga su disposición para recepcionar po-
sitivamente las ideas de la Oposición, de tal 
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manera que seamos capaces de garantizar que 
para el Presupuesto del año 2020 esta nueva 
normativa esté vigente y así dar la señal po-
lítica transversal de que no permitiremos que 
vuelvan a ocurrir hechos como los que está in-
vestigando la ministra Rutherford, de que se 
usarán adecuadamente los gastos reservados 
-su propósito es garantizar “seguridad interna 
y externa”- que aprobaremos responsablemen-
te aquí, en el Congreso, en cada Ley de Presu-
puestos.

He dicho.
El señor QUINTANA (Presidente).– Agra-

dezco a la Senadora Yasna Provoste por haber 
reducido su intervención.

¿Les parece que mantengamos este rango 
de tiempo? ¿Siete minutos?

La señora RINCÓN.– Sí.
El señor QUINTANA (Presidente).– Bien. 
Senador señor Quinteros, tiene la palabra.
El señor QUINTEROS.– Señor Presidente, 

el proyecto en debate, que regula la informa-
ción y rendición de gastos reservados y deroga 
los “pisos mínimos” que estaban establecidos 
para las Fuerzas Armadas y Carabineros de 
Chile, es un paso más para dar mayor transpa-
rencia al uso de los recursos públicos.

Lo anterior se suma a otros cambios intro-
ducidos en el Gobierno anterior, especialmente 
en cuanto al financiamiento de la política y a la 
probidad en la función pública.

Todas estas reformas han surgido de una 
convicción genuina y han contado con el en-
tendimiento amplio de todos los sectores, pero 
es cierto que, por desgracia, han sido impulsa-
das normalmente a partir de una nueva investi-
gación o denuncia.

Y este caso no es la excepción.
Pero ello no desmerece la importancia de 

esta iniciativa y el mérito del Ejecutivo al pro-
moverla.

Sobre el proyecto en comento, cabe señalar 
que la naturaleza y  complejidad de las fun-
ciones del Estado obligan a que ciertas auto-
ridades dispongan de la facultad de efectuar 

determinados gastos inherentes al servicio de 
manera reservada o secreta.

El principio de publicidad de los actos y 
gastos del Estado cede, en este caso, frente a 
las necesidades propias del orden público o la 
seguridad interna o externa del país.

Con todo, esta excepción al principio de 
la transparencia no rige para otros principios, 
como los de responsabilidad, control y probi-
dad. Las modalidades de aplicación y ejecu-
ción pueden ser diferentes, pero ningún acto 
y ninguna autoridad pueden estar exentos de 
la obligación de rendición de cuenta y de la 
posibilidad de fiscalización.

Es imposible prescindir de los gastos reser-
vados; sin embargo, la autoridad a su cargo, 
cualquiera que sea su jerarquía, debe saber que 
ese gasto siempre será controlado y su even-
tual mal uso, severamente castigado.

En general, es natural que exista descon-
fianza hacia los gastos reservados, especial-
mente de parte de la opinión pública. Pero es 
inconveniente que la sospecha se extienda al 
fundamento mismo que los justifica.

Se puede ser crítico del Presidente o de los 
ministros; se puede tener un juicio histórico 
muy duro sobre las Fuerzas Armadas y el rol 
de sus comandantes en jefe, pero es necesario 
entender que, cualesquiera que sean las perso-
nas que ejerzan temporalmente esos cargos, to-
das ellas se enfrentarán a situaciones comple-
jas que conllevarán seguramente la necesidad 
de aplicar gastos reservados.

En consecuencia, el problema no está en los 
gastos reservados en sí, sino que en la falta de 
mecanismos para asegurar su correcto uso.

Por eso, no debemos confundirnos.
Es justa la indignación que ha producido el 

conocimiento de las irregularidades y delitos 
cometidos por ex altos mandos del Ejército en 
el destino de los gastos reservados de la insti-
tución.

Son justificadas también las aprensiones 
que generan ciertas operaciones de inteligen-
cia llevadas a cabo por el Ejército y Carabi-
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neros.
Es inaceptable la corrupción y la vulnera-

ción de derechos básicos de las personas.
Pero sigo confiando en las instituciones. 

Sigo creyendo en su rol insustituible y en la 
necesidad que tienen de contar con herramien-
tas y recursos adecuados a sus fines.

El proyecto avanza en el fortalecimiento de 
la subordinación y el control civil y democrá-
tico de las Fuerzas Armadas y de Orden y Se-
guridad Pública.

Los ministros de Estado, el Congreso, la 
Contraloría General de la República tendrán 
un papel específico que cumplir en el control 
de los gastos reservados.

No podrá seguir siendo válida la respuesta 
simple y reiterada tantas veces de -abro comi-
llas- “no tener información”.

Creo que sus funciones pueden ser robus-
tecidas aún más, pero este proyecto va en la 
dirección correcta.

Por estas razones, voto a favor, señor Pre-
sidente.

He dicho.
El señor QUINTANA (Presidente).– Tam-

bién agradezco al Senador Quinteros que haya 
reducido el uso de su tiempo.

Tiene la palabra el Senador Francisco 
Huenchumilla.

El señor HUENCHUMILLA.– Señor Presi-
dente, les agradecería a los señores Senadores 
que fuéramos capaces de escucharnos. Yo he 
seguido atentamente las distintas intervencio-
nes. Creo que es la única manera de entender-
nos.

Esta es una legislación especial, excepcio-
nal y, por lo tanto, tiene que interpretarse res-
trictivamente.

¿Por qué? Porque la norma general en el 
Estado es que todos sus actos son públicos y 
transparentes. Así lo señala el artículo 8° de 
nuestra Constitución. Pero, además, el artícu-
lo 98 de esta última establece la legalidad del 
gasto público.

Por consiguiente, esa es la regla general: to-

dos los actos y gastos del Estado son públicos, 
y todo está sujeto a un control de legalidad por 
parte de la Contraloría General de la Repúbli-
ca.

Aquí estamos haciendo una excepción a esa 
norma general (de la transparencia y de la le-
galidad del gasto). Y ¿por qué? Porque el Es-
tado tiene ciertos riesgos objetivos que lo ase-
chan en cada recodo del camino, producto de 
lo que es la existencia humana. 

Por lo tanto, el Estado tiene objetivos es-
tratégicos de supervivencia, de control de los 
riesgos, de las amenazas que supone su propia 
existencia.

Por eso, el legislador establece normalmen-
te en la Ley de Presupuestos -antes, sin una 
ley- que determinadas sumas de dinero, pro-
ducto del sistema tributario, pueden usarse por 
ciertos organismos de una manera especial, 
para cumplir esos objetivos estratégicos de su-
pervivencia y neutralizar, así, los riesgos a que 
se encuentra sometido el Estado.

Entonces, estas normas debemos interpre-
tarlas restrictivamente, en el sentido de que no 
se puede hacer nada más que lo que especí-
ficamente establece esta legislación. En con-
secuencia, los ministros, los subsecretarios, el 
personal operativo tienen que entender que las 
decisiones de uso de estos recursos están su-
peditadas estrictamente a los objetivos de esta 
Ley de Gastos Reservados.

Señor Presidente, pienso que tenemos un 
problema en la distinción entre los aspectos 
estratégicos y los aspectos tácticos.

Lo que buscan los primeros es la seguridad 
del Estado -digámoslo en términos redondos-, 
el orden público, la seguridad nacional. Ese 
es el objetivo estratégico que hay que cubrir 
y que deben tener en vista las autoridades para 
resolver el uso de los gastos reservados.

¿Dónde veo yo que podemos tener una fase 
de mejoramiento de esto? En los aspectos tác-
ticos.

Me explico: puesto el subsecretario, el jefe 
de servicio en la coyuntura de un riesgo que 
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debe resolver, cabe preguntar con qué criterio; 
con qué lineamientos, frente a la cuestión fac-
tual concreta, toma la decisión de decir: “Mire, 
yo voy a usar este gasto reservado”. 

¿Con qué criterio lo hace? Aquí los aspec-
tos operativos y tácticos no los estamos seña-
lando.

Me parece que las filtraciones que ha ha-
bido en el pasado respecto del mal uso de los 
gastos reservados se deben, precisamente, a 
no tener cierto criterio operacional respecto de 
una decisión táctica de cuándo y cómo utilizar 
esos recursos que, reservadamente, se hallan a 
disposición de ciertas autoridades.

Creo que eso podría definirse, mejorarse 
aquí, en este proyecto de ley. Porque vuelvo a 
repetir que el ethos cultural de este articulado 
es la restricción, la especialización: es una ley 
especial.

Yo escuché atentamente las intervenciones 
y me llamó la atención lo que señaló el Sena-
dor Coloma respecto al “piso mínimo”.

A mi juicio, los gastos reservados, por su 
naturaleza, son esencialmente tácticos, flexi-
bles, no rígidos, porque van a depender de la 
coyuntura y de la forma como los riesgos se 
vayan desempeñando en función de los objeti-
vos estratégicos del Estado. Por lo tanto, creo 
yo que estos organismos deberían contar con 
una base mínima, la que debería fluctuar de 
acuerdo con las apreciaciones estratégicas que 
hagan estos organismos y el Congreso en la 
Ley de Presupuestos, donde podríamos decir: 
“Mire, tenemos un panorama en positivo, en 
negativo; lo subimos, lo bajamos”. Pero creo 
que sería fundamental partir de cierta base.

Pienso que estas cosas pueden arreglarse en 
la discusión en particular, si actuamos con sen-
tido de Estado. Porque esta legislación exige 
que todos nosotros entendamos los principios 
que, como he señalado, son la regla general: la 
transparencia, la publicidad y la legalidad del 
gasto.

Con esta ley vamos a hacer una excepción. 
Por eso se requiere que hagamos las cosas bien 

y que podamos concordar los dos aspectos que 
he planteado aquí -y el señor Subsecretario 
seguramente me está escuchando-, en orden a 
afinar la parte táctica de la toma de decisio-
nes para el uso de los recursos reservados y 
garantizar que la gente parta con cierto escena-
rio que le permita afrontar adecuadamente los 
objetivos estratégicos que perseguimos para la 
seguridad del Estado.

Por lo tanto, voto que sí, señor Presidente. 
El señor QUINTANA (Presidente).– Tiene 

la palabra el Senador Víctor Pérez.
El señor PÉREZ VARELA.– Señor Presi-

dente, este es un proyecto de ley que no sé si 
debiera alegrarnos a todos, pero que demuestra 
cómo el país va avanzando en materias que son 
tan sensibles y tan importantes.

Hoy día se ha hecho, por parte de algunos 
Senadores y Senadoras, un uso -yo diría- casi 
abusivo de lo que ha estado pasando en el Ejér-
cito. Sin duda, ha sido una cosa extraordina-
riamente dolorosa, pero aclaremos que quienes 
han sido responsables de mal uso de esos gas-
tos reservados están detenidos.

Quiero recordar que a comienzos de la dé-
cada del 2000 los ministros de Estado recibían 
mensualmente sobres de gastos reservados. 
¿Alguien estuvo detenido? ¡Nadie! 

De hecho, el Servicio de Impuestos Inter-
nos se aceleró en sacar una resolución que 
señalaba que tales sobres significaban gastos 
de representación. Por lo tanto, todo quedó 
absolutamente en nada. Y por esos dineros ni 
siquiera se pagaban impuestos.

A diferencia de ello, ahora hay militares de-
tenidos. A los civiles no les pasó absolutamen-
te nada, pese a haber usado también, de una 
manera extraordinariamente irregular, recursos 
que se ponen en manos de las autoridades para 
fines que son verdaderamente importantes.

Se ha hablado mucho del control civil, y yo 
me voy a referir a eso. Pero es necesario te-
ner presente que aquí les estamos entregando a 
once entidades la facultad de contar con gastos 
reservados. De ellas, siete son civiles y cuatro, 
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uniformadas: las tres ramas de las Fuerzas Ar-
madas, más Carabineros de Chile.

Por lo tanto, resulta importante también te-
ner presente que la administración del Estado 
requiere, en determinado momento, para cum-
plir sus fines, desarrollar actividades que son 
reservadas o secretas. A lo mejor, ellas tienen 
su expresión más clara, más nítida, más eficaz 
en los temas de seguridad nacional, de seguri-
dad militar, de seguridad del Estado. Por eso, 
hay una especial preocupación por que esos re-
cursos puedan y deban ser utilizados para esos 
fines. Porque son extremadamente necesarios 
para la integridad territorial del país y para la 
seguridad de todos los chilenos. De modo que 
el uso adecuado de ellos es un deber moral, un 
deber ético que está fuera de toda discusión.

Yo concuerdo con quien me antecedió en el 
uso de la palabra en el sentido de que aquí hay 
elementos estratégicos -están absolutamente 
claros y nítidos en la legislación- y también 
elementos más tácticos, más prácticos, más 
operativos, y es necesario dilucidarlos -ojalá 
se haga en la discusión en particular del pro-
yecto- a fin de que en las actividades que se 
deben desarrollar, particularmente en el tema 
de la seguridad nacional, las instituciones ar-
madas cuenten con recursos oportunos y sufi-
cientes para que sus actuaciones sean eficaces. 
¿Para qué? Para defender la integridad territo-
rial del país y la seguridad de cada uno de sus 
habitantes.

Lo anterior está en directa relación con lo 
que aprobó el Senado hace poco tiempo: el fi-
nanciamiento de las capacidades estratégicas. 
Hay un mandato civil de tener claro cuál es 
nuestra política de defensa, cuál es nuestra po-
lítica militar, cuál es el desarrollo de las fuer-
zas, definiciones que nos va a corresponder ver 
muchas veces aquí en esta Sala.

Actualmente, en las Comisiones unidas de 
Defensa Nacional y de Seguridad Pública del 
Senado estamos discutiendo el proyecto que 
moderniza el sistema de inteligencia del Esta-
do, el cual contempla una estrategia nacional 

de inteligencia y planes nacionales para cada 
institución. En la discusión de esa iniciativa, 
que debe ser aprobada por el mundo político 
-el Presidente de la República y el Congreso 
Nacional-, será posible determinar adecuada-
mente cuáles son los recursos requeridos. Y 
sería mucho más adecuado a esa línea contar 
con determinado piso para que año a año pu-
diéramos discutir los recursos adicionales que 
se necesitan.

Porque tenía razón quien decía que muchas 
veces va a depender de la situación y del con-
texto internacional en que se mueva Chile. He-
mos tenido realidades complejas y momentos 
de tranquilidad. En estos últimos a lo mejor 
las necesidades de gastos reservados van a ser 
algo menores, pero en las épocas difíciles va-
mos a requerir que esos recursos sean utiliza-
dos eficazmente. 

Por eso, me parece extraordinariamente 
bien el control que ejercerá la Contraloría Ge-
neral de la República y el hecho de que se de-
fina con absoluta claridad que el uso de estos 
fondos debe destinarse exclusivamente a los 
fines para los cuales se crearon y para ningún 
otro. Si se emplearan en objetivos distintos, se 
estaría colocando en riesgo la seguridad na-
cional; en definitiva, la seguridad de todos los 
chilenos.

Se trata de recursos necesarios y tremenda-
mente delicados que se les entregan a autori-
dades para que los manejen con reserva y con 
secreto. Por lo mismo, el conocimiento públi-
co de esos gastos es extraordinariamente res-
tringido. No pueden ser difundidas las labores 
de inteligencia y de contrainteligencia. 

Las autoridades, en este caso el Ministro 
de Defensa, los Subsecretarios, el Contralor 
General de la República y miembros del Con-
greso (en concreto, la Comisión Especial sobre 
Control del Sistema de Inteligencia del Estado, 
de la Cámara de Diputados), deben ejercer el 
control pertinente para asegurar que esos gas-
tos sean verdaderamente los adecuados y que 
los fondos se usen para los fines que ha defi-
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nido el país a través de sus instituciones, parti-
cularmente de la Presidencia de la República y 
del Parlamento. 

Hacerlo de otra manera sin duda pone en 
riesgo algo que es muy importante para todos 
y cada uno de los chilenos.

¡Los gastos reservados son necesarios!
Y deben ser objeto de un tratamiento abso-

lutamente distinto de cualquier otra inversión 
de recursos públicos. Por lo tanto, la sanción 
para quien transgrede las normas en esta mate-
ria debe ser extraordinariamente severa. 

No podemos volver al caso en que se de-
cía que eran gastos de representaciones, con lo 
cual ni siquiera pagaban impuesto.

Por eso, voto a favor.
El señor QUINTANA (Presidente).– Solici-

to el asentimiento de la Sala para que el Se-
nador Carlos Bianchi asuma como Presidente 
accidental.

El señor NAVARRO.– Sí, señor Presidente.
La señora RINCÓN.– Sí.
El señor QUINTANA (Presidente).– Acor-

dado.
Tiene la palabra la Senadora Ximena Rin-

cón.
—Pasa a dirigir la sesión, en calidad de 

Presidente accidental, el Honorable señor 
Bianchi.

La señora RINCÓN.– Señor Presidente, es-
timados colegas, no discutamos con eufemis-
mos. 

Este proyecto de ley no es un simple tema 
de modernización; es, sin lugar a dudas, un re-
querimiento de probidad y corrección en el 
ejercicio de funciones públicas que ejercen, 
además, instituciones claves en el orden pú-
blico y la seguridad de la nación, las cuales, 
por esa misma razón, cuentan con esta pre-
rrogativa excepcional.

En enero del año 2003, en el contexto de 
actos de funcionarios públicos que resultaron 
cuestionados en cuanto a la probidad en el lla-
mado “caso coimas”, el entonces Presidente de 
la República, Ricardo Lagos, y el Presidente 

de la UDI, Pablo Longueira, suscribieron el 
Acuerdo para la Modernización del Estado, 
fijando una agenda destinada a establecer me-
jores estándares en eficacia, en probidad y en 
transparencia de la función pública.

Dentro de esa agenda, señor Presidente, se 
estableció la necesidad de profundizar en el 
debate respecto de los gastos reservados: 
entre otros temas, respecto a la definición del 
concepto mismo, los organismos que pueden 
disponer de tales recursos y la destinación de 
estos. 

El mensaje del Ejecutivo, lamentablemente 
-y creo que ello va a ser tema en la discusión 
en particular-, no aborda el fondo de los gastos 
reservados del Estado: no avanza en su de-
finición y no avanza en el establecimiento 
de montos razonables. Tan solo se adecúa el 
listado de los organismos que continúan con 
dichos gastos.

Se señala el deber de informar a las Subse-
cretarías y los Ministerios correspondientes la 
destinación de estos recursos, fundadamente, y 
también el deber de tales Subsecretarías y Mi-
nisterios de informar a la Contraloría General. 

El proyecto agrega, además, una facultad al 
Contralor, un deber de guardar secreto en la 
Cámara de Diputados y un tipo penal particu-
lar.

Señor Presidente, nos corresponde hacer la 
discusión de este proyecto de ley justo cuan-
do la opinión pública -y créanme que hemos 
seguido este tema cuando analizamos la reac-
ción de los ciudadanos- se ha enterado de la 
denominada “Operación Topógrafo”, median-
te la cual el año 2017 se espió a cuatro per-
sonas: a dos funcionarios activos y a dos en 
retiro de instituciones castrenses, todos ellos 
denunciantes de eventuales irregularidades al 
interior del Ejército.

Estas indagaciones, realizadas por personal 
de la Dirección de Inteligencia del Ejército 
(DINE), quedaron reflejadas al menos en cin-
co minutas elaboradas entre junio y agosto de 
2017 y en dieciocho páginas con la transcrip-
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ción de dos escuchas telefónicas.
 A la Operación Topógrafo precedió la Ope-

ración W, una indagación dirigida contra el 
periodista Mauricio Weibel, autor en 2016 del 
libro Traición a la patria, donde relata detalles 
del desfalco al interior de la institución cas-
trense de dineros provenientes de la Ley Re-
servada del Cobre. Weibel habría sido vigilado 
y sus llamados telefónicos, interceptados.

La Ley de Inteligencia, señor Presidente, 
promulgada el 2004 por el entonces Presidente 
Lagos, permite el uso de procedimientos espe-
ciales “limitados exclusivamente a activida-
des de inteligencia y contrainteligencia que 
tengan por objetivo resguardar la seguri-
dad nacional y proteger a Chile y su pueblo 
de las amenazas del terrorismo, el crimen 
organizado y el narcotráfico”.

El artículo 24 de dicha ley autoriza “la in-
tervención de las comunicaciones telefónicas, 
informáticas, radiales y de la correspondencia 
en cualquiera de sus formas”, siempre que se 
trate de los casos anteriormente descritos.

Hace una semana discutíamos sobre exten-
der tales facultades a las policías o a los orga-
nismos de inteligencia para la persecución de 
hechos catalogados como terroristas, sin con-
tar con una definición de lo que entendemos 
por terrorismo. 

Pero ¿qué certeza tenemos hoy de que los 
gastos reservados asignados al Ejército, a las 
policías o a la ANI tengan una destinación 
justificada y enfocada en el combate de actos 
que puedan atentar contra la paz y la seguridad 
ciudadana, en lugar de ocuparlos para hacer 
investigaciones y perseguir a quienes denun-
cian la corrupción dentro de esas instituciones 
o perseguir a enemigos políticos, o realizar es-
pionaje para posteriores chantajes?

Por tanto, en buena hora en este Parlamento 
estamos conversando, discutiendo y legislan-
do sobre gastos reservados. Sin embargo, poco 
vamos a avanzar en el fondo del problema si 
no se propone una definición; si no se fijan 
montos máximos razonables; si no se revi-

san con precisión los organismos que pue-
den disponer de tales recursos y los ámbitos 
de destinación de ellos; si no se establecen 
controles externos eficaces, y si no se fijan 
fuertes sanciones e inhabilidades para quie-
nes infrinjan las normas que los regulen.

Señor Presidente, porque creo que es fun-
damental legislar en esta materia, voy a respal-
dar este proyecto de ley del Ejecutivo, pero no 
sobredimensiono su mérito, a menos que sea 
debidamente completado en la discusión en 
particular.

El señor BIANCHI (Presidente acciden-
tal).– Quedan varios inscritos. 

En la medida de lo posible, les solicito que 
reduzcan a cinco minutos la fundamentación 
del voto, pues luego viene un importante pro-
yecto -van quedando menos Senadoras y Se-
nadores en la Sala- que dice relación con el 
resguardo de los profesionales de la salud y la 
educación. 

Nos parece relevante poder votarlo en el 
más breve plazo.

Tiene la palabra la Senadora Isabel Allende.
La señora ALLENDE.– Señor Presidente, 

en la discusión presupuestaria del año pasado 
señalamos la urgencia de que los gastos reser-
vados sean objeto de una mayor transparencia.

Hoy vemos que se ha cumplido ese com-
promiso, por lo que en este momento vamos 
a apoyar en general este proyecto, en el enten-
dido de que estamos dando un paso sustantivo 
para lograr una mejor definición de gasto re-
servado; para eliminar los pisos fijados de tales 
gastos a las Fuerzas Armadas, y para saber con 
claridad qué Ministerios los van a tener, cómo 
se van a rendir esos recursos, cómo se van a 
controlar interna y externamente.

Es fundamental que no nos perdamos en ese 
sentido, pues resulta esencial para el funciona-
miento democrático que exista control de esos 
gastos, siempre y cuando realmente se tengan 
las herramientas para hacerlo.

Y me alegro de que el Congreso Nacional, 
además de la Contraloría, juegue un rol en este 
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aspecto, que después será necesario especificar 
y detallar. De igual modo, se deberán precisar 
con claridad los montos destinados, las formas 
de rendirlos, las atribuciones exactas que le co-
rrespondan a la Contraloría, en fin.

Algunos han recordado distintos momen-
tos.

Sin embargo, no podemos dejar que esto 
sea un cheque en blanco, porque, lamentable-
mente, hemos visto con bastante dolor casos 
de corrupción millonarios, los que han afecta-
do prácticamente a todas las ramas de las Fuer-
zas Armadas y, también, a las policías. El país 
no comprende los hechos que hemos debido 
presenciar en este ámbito. 

Por eso insistimos en la necesidad del con-
trol interno y externo.

Reiteramos que es importante derogar los 
pisos mínimos de los gastos reservados para 
Carabineros y las Fuerzas Armadas, lo cual era 
objeto de una discusión anual constante a raíz 
de la tramitación del proyecto de Ley de Pre-
supuestos en el Congreso.

Por lo mismo, vamos a seguir insistiendo en 
que es fundamental que no nos equivoquemos 
a la hora de ejercer estos controles y de exigir 
el cumplimiento de las funciones públicas que 
se establecen y las responsabilidades que se 
tienen, para que no haya abusos.

Señor Presidente, quiero aprovechar tam-
bién la presencia del Subsecretario para decir 
que, en verdad, nos ha costado asumir las de-
claraciones muy rápidas que se dieron con las 
que se defendió inmediatamente la conducta 
de espionaje o interceptación telefónica contra 
quienes habían denunciado actos de corrup-
ción y, peor aún, contra un periodista que esta-
ba investigando tales hechos.

Nosotros esperamos una explicación clara y 
transparente, ¡clara y transparente!, porque el 
país lo merece.

Y lo señalo a raíz de la discusión de este 
proyecto, pues no podemos ignorar que se han 
cometido abusos en el pasado y ahora, y no 
queremos que se sigan cometiendo en el fu-

turo.
Con la convicción de que vamos a con-

tar con los controles respectivos y de que en 
la mirada en particular del proyecto vamos a 
precisar la forma en que se rendirán los gastos 
reservados (montos, cantidades y todo lo que 
hemos señalado), voy a apoyar esta iniciativa. 

No podemos seguir manteniendo un estan-
co aparte; no podemos seguir creyendo que las 
Fuerzas Armadas se mandan autónomamente. 
Deben tener un control civil, que es la esencia 
de la democracia. Esto es  fundamental. 

Lo anterior lo plantean todas las legislacio-
nes. 

Nosotros vamos a actualizar nuestra norma-
tiva, por cuanto no podemos ignorar la necesi-
dad y la importancia de fijar ese control.

Por eso, voto a favor.
El señor BIANCHI (Presidente acciden-

tal).– Tiene la palabra el Senador Alejandro 
Navarro, hasta por cinco minutos.

El señor NAVARRO.– Señor Presidente, 
los gastos reservados han sido materia de polé-
mica en todos los gobiernos. Lo fueron, inclu-
so, durante la dictadura. ¡Y qué decir de eso! 
Nadie nunca más en la vida sabrá qué pasó con 
todos esos dineros.

Pero hoy día enfrentamos una sensación en 
la opinión pública, más bien una constatación, 
en torno a una fuerte realidad: existe impuni-
dad. 

¡La constatación de la realidad es que hay 
impunidad! 

No hay castigo para quienes socavan los re-
cursos del Estado. No hubo un castigo claro 
para el cabo Juan Carlos Cruz, quien se gastó 
en el casino Monticello más de 2 mil millones 
de pesos provenientes de la Ley Reservada del 
Cobre. ¡Un cabo! 

Cuando a mí me dicen que vamos a tener 
gastos reservados cuya rendición deberá efec-
tuarse ante el Subsecretario respectivo y que 
va a existir una tuición de la Contraloría, yo 
recuerdo que no hace mucho un cabo fue capaz 
de gastarse más de 2 mil millones de pesos en 
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el casino Monticello y ni un general, ni un con-
tralor, ni un oficial logró detectar que este cabo 
dilapidaba el dinero a manos llenas.

Hay una especie de desquiciamiento de la 
sociedad. 

¡Ahí está el caso Soquimich! 
El Director de Impuestos Internos jamás se 

querelló. 
Por eso hemos propuesto un proyecto de 

ley para que el Director del SII sea nombrado, 
al igual que el Contralor y el Fiscal Nacional, 
por el Senado a proposición del Presidente de 
la República, de manera de garantizar, en este 
caso, diez años de ejercicio e inamovilidad en 
el cargo. 

En definitiva, como no hubo querella, to-
dos fueron sobreseídos y la gente quedó con 
la sensación de que Ponce Lerou y Soquimich 
hicieron lo que quisieron y nadie recibió nin-
gún tipo de castigo.

Respecto de la colusión de las farmacias, 
hubo una ganancia de 225 mil millones de pe-
sos durante diez años. Y si no fuera por que 
una de ellas (Farmacias Ahumada) denunció el 
hecho para acogerse a la ley correspondiente 
-ahí se beneficiaba-, jamás habríamos sabido 
que estaban coludidas, cobrando precios muy 
superiores por medicamentos para enfermos 
crónicos. 

¡Salvajes, señor Presidente! ¡Inmorales!
Y para qué hablar de los gastos reservados 

de las Fuerzas Armadas: claramente hoy día 
están siendo investigados. 

Ante ello, el proyecto de ley incorpora figu-
ras que deben ser objeto de nuestra reflexión.

Primero, establece la definición de gastos 
reservados. Señala que serán aquellos recursos 
que se usen para las funciones públicas esta-
blecidas en las leyes relativas al orden públi-
co, a la seguridad interna y externa del país, 
a la inteligencia y contrainteligencia, y a las 
funciones inherentes a la Presidencia de la Re-
pública. 

¡Funciones inherentes al Presidente de la 
República! Señor Presidente, todo es inherente 

a tales funciones. ¡Todo! Por tanto, es una de-
finición vasta, amplia, inmanejable, en compa-
ración a otras más concretas.

Creo que eso abre la puerta a todo. 
¿Cuáles son las funciones inherentes al Pre-

sidente de la República? Todo, todo cuanto su-
cede en Chile. 

En esos términos, creo que el control co-
rrespondiente a las referidas entidades -en este 
punto alegaba el Senador Víctor Pérez- (cuatro 
uniformadas y siete civiles), se vuelve inma-
nejable.

Además, señor Presidente, el proyecto de 
ley en su artículo 1, Nº 5, establece el delito de 
malversación de manera, en mi opinión, muy 
compleja. Dicha norma agrega un nuevo artí-
culo 6, cuyo inciso final señala: “En los delitos 
de malversación de caudales públicos referi-
dos a gastos reservados, el juez podrá aumen-
tar la pena correspondiente en un grado.”. 

¡Como si al cabo Cruz le hubiera interesado 
recibir un grado más de pena al gastarse los 
recursos!

Siento que aquí cabe decretar la imprescrip-
tibilidad del delito de malversación y de co-
hecho con gastos reservados. Se requiere una 
sanción permanente que genere, por cierto, 
una disuasión. Si no, vamos a tener constan-
temente acciones investigativas que se alarga-
rán en el tiempo, realizadas por entidades cuya 
tendencia es involucrarse para protegerse. 

Considero que la imprescriptibilidad del 
delito de malversación debe también ser exten-
siva al cohecho, que se define como el delito 
que comete un empleado público que solicita o 
acepta un beneficio para ejecutar un acto, omi-
tir un acto o infringir sus deberes.

¿Es malversación o cohecho lo que comete 
un funcionario público que se queda con estos 
dineros o que presiona para que otro le entre-
gue recursos reservados o que se colude para 
ello? 

La única fórmula para que estas medidas sí 
duelan y efectivamente sean disuasivas es es-
tablecer la imprescriptibilidad del cohecho y la 
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malversación con recursos públicos. ¡Que se 
sepa que no van a prescribir!

Por tanto, no va a suceder que pase un Go-
bierno y...

El señor BIANCHI (Presidente acciden-
tal).– Terminó su tiempo, señor Senador.

Tiene un minuto más.
El señor NAVARRO.– Señor Presidente, 

creo que el proyecto avanza, pero incorpora 
temas que deben profundizarse.

No basta señalar que no se efectuarán pa-
gos a funcionarios públicos. Hay una desazón 
profunda en la ciudadanía, y estimo que, si no 
somos rigurosos en establecer desincentivos, 
si no asumimos una política pública que no 
solo aplique una sanción cuando el delito se 
descubre, sino que desincentive, se anticipe, 
prevenga, vamos a estar constantemente sien-
do requeridos por la opinión pública respecto 
de cómo asignamos los recursos pertinentes, y 
la gente nos dirá que, cuando hicimos la ley, 
fijamos penas que no son suficientes.

Voy a respaldar el proyecto, señor Presiden-
te, y anuncio que presentaré indicaciones en su 
oportunidad. 

Hay consenso en que es un delito grave que-
darse con la plata del Estado, que es plata de 
los pobres y se debiera gastar en la ciudadanía.

Voto a favor.
¡Patagonia sin represas!
¡Nueva Constitución, ahora! 
¡No más AFP!, aunque a algunos les duela.
He dicho.
El señor BIANCHI (Presidente acciden-

tal).– Tiene la palabra la señora Secretaria.
La señora SILVA (Secretaria General su-

brogante).– ¿Alguna señora Senadora o algún 
señor Senador no ha emitido su voto?

El señor BIANCHI (Presidente acciden-
tal).– Terminada la votación.

—Se aprueba en general el proyecto (34 
votos a favor), dejándose constancia de que 
se reúne el quorum constitucional requeri-
do.

Votaron por la afirmativa las señoras 

Allende, Aravena, Goic, Órdenes, Provoste, 
Rincón, Van Rysselberghe y Von Baer y los 
señores Araya, Bianchi, Castro, Chahuán, Co-
loma, De Urresti, Durana, Elizalde, Galilea, 
García, García-Huidobro, Girardi, Huenchu-
milla, Insulza, Kast, Latorre, Montes, Morei-
ra, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Prohens, 
Pugh, Quintana, Quinteros y Sandoval.

El señor BIANCHI (Presidente acciden-
tal).– Tiene la palabra don Juan Francisco Ga-
lli, Subsecretario para las Fuerzas Armadas.

El señor GALLI (Subsecretario para las 
Fuerzas Armadas).– Señor Presidente, solo de-
seo agradecer al Senado por la votación unáni-
me en general de esta iniciativa de ley.

En verdad, los gastos reservados son nece-
sarios y útiles para áreas muy sensibles del Es-
tado de Chile, como son el orden público y la 
seguridad nacional tanto interna como externa.

La naturaleza secreta o reservada no puede, 
sin embargo, entenderse como gastos que es-
tán totalmente ausentes de control tanto políti-
co como externo.

Por lo mismo, el presente proyecto avanza 
en ese control al establecer claramente cuáles 
son los mecanismos que se aplicarán a los gas-
tos reservados.

Uno de los controles más relevantes es el 
que ejercerá este Congreso Nacional al cono-
cer aspectos de tales gastos en la discusión pre-
supuestaria.

Señor Presidente, creemos que constituye 
un gran avance este proyecto de ley. 

Como bien lo mencionó el Senador Insul-
za, esta iniciativa fue un compromiso del Go-
bierno del Presidente Piñera expresado en la 
discusión presupuestaria del año pasado. Tal 
compromiso se concretó el 21 de diciembre 
del 2018, cuando presentamos el mensaje en 
la Cámara de Diputados, donde se realizó un 
debate muy profundo. 

También quiero agradecer la discusión en 
general que hubo en la Comisión de Hacienda 
de esta Corporación, con los Senadores Colo-
ma, García Ruminot, Lagos, Montes, Pizarro y 
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también con el Senador Letelier, porque creo 
que habrá significativas discusiones e impor-
tantes cambios que hacer respecto de si los 
controles son suficientes.

Sí me quiero hacer cargo de la ausencia que 
se señalaba aquí en cuanto a una nueva con-
ceptualización de los gastos reservados. Pien-
so que se avanza en esa materia. Justamente el 
Senador Huenchumilla hacía presente la nece-
sidad de acotar los conceptos cuando nos refe-
ríamos a “inteligencia” y “contrainteligencia”. 
Pues bien, como indicaba el Senador Pugh, 
hay que unirlos con la discusión que estamos 
teniendo en este misma Corporación a raíz del 
proyecto sobre nuevo sistema de inteligencia 
en nuestro país.

Me parece que existe un mandato claro de 
la Sala del Senado respecto de la voluntad de 
avanzar en una nueva legislación en materia de 
gastos reservados, mandato que nos llevamos 
con el Ministro Espina con el objeto de intro-
ducir los ajustes que sean necesarios en la dis-
cusión particular, en acuerdo y con profundo 
diálogo, tal como ha sido la característica del 
Ministerio de Defensa en las iniciativas que ha 
tramitado en el Congreso Nacional.

Muchas gracias, señor Presidente.
El señor BIANCHI (Presidente acciden-

tal).– A usted, señor Subsecretario.
El plazo de indicaciones ya fue fijado para 

el día lunes 2 de septiembre. 

—————

El señor BIANCHI (Presidente acciden-
tal).– Me ha pedido la palabra, para otro tema, 
el Senador Elizalde.

El señor ELIZALDE.– Señor Presidente, 
hoy la Comisión de Minería y Energía acordó 
solicitar a la Sala la apertura de un plazo para 
la presentación de indicaciones al proyecto de 
ley, en primer trámite constitucional, sobre 
protección de glaciares (boletines Nos 4.205-
12 y 11.876-12, refundidos), hasta las 12 ho-
ras del día 13 de septiembre de 2019, para que 

luego pueda ser conocido por la Comisión de 
Medio Ambiente.

El señor BIANCHI (Presidente acciden-
tal).– ¿Habría acuerdo?

—Se accede a lo solicitado.
El señor BIANCHI (Presidente acciden-

tal).– Pasamos al segundo asunto del Orden 
del Día. 

PROTECCIÓN PENAL ESPECIAL
 PARA PROFESIONALES DE LA 
EDUCACIÓN Y FUNCIONARIOS 
DE LOS SERVICIOS DE SALUD

El señor BIANCHI (Presidente acciden-
tal).– Proyecto de ley, en segundo trámite 
constitucional, que modifica el Código Penal 
para establecer un tipo especial de lesiones 
contra profesionales que presten servicios en 
establecimientos educacionales y funcionarios 
de servicios de salud, con informe de la Co-
misión de Constitución, Legislación, Justicia 
y Reglamento y urgencia calificada de “suma”. 

—Los antecedentes sobre el proyecto 
(12.064-07) figuran en los Diarios de Sesio-
nes que se indican:

Proyecto de ley:
En segundo trámite: sesión 95ª, en 6 de 

marzo de 2019 (se da cuenta).
Informe de Comisión:
Constitución, Legislación, Justicia y Re-

glamento: sesión 40ª, en 13 de agosto de 
2019.

El señor BIANCHI (Presidente acciden-
tal).– Le voy a dar la palabra a la Secretaria 
General para que haga la relación del proyec-
to, pero antes quiero recabar el acuerdo de la 
Sala para que, luego de eso, quede abierta la 
votación.

¿Habría acuerdo en tal sentido?
Acordado.
Tiene la palabra la señora Secretaria Gene-

ral. 
La señora SILVA (Secretaria General su-

brogante).– El objetivo principal de la inicia-
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tiva es establecer una protección penal espe-
cial para los profesionales de la educación que 
presten servicios en establecimientos educa-
cionales reconocidos por el Estado y para los 
funcionarios de los servicios de salud, consi-
derándolos incluidos en la noción de autoridad 
del Título Sexto, Párrafo Primero, del Código 
Penal, lo que eleva las sanciones penales apli-
cables en caso de lesiones en relación con el 
delito común.

La Comisión de Constitución, Legislación, 
Justicia y Reglamento deja constancia de que, 
no obstante la urgencia de “discusión inmedia-
ta” del proyecto al momento de ser tratado en 
su seno, acordó discutirlo solo en general, con 
el objeto de otorgar a los Senadores la opor-
tunidad de perfeccionar y enriquecer su texto 
con ocasión del segundo informe. La referida 
Comisión aprobó la idea de legislar por la una-
nimidad de sus miembros, Senadores señores 
Allamand, De Urresti, Harboe, Huenchumilla 
y Pérez Varela.

El texto que se propone aprobar en general 
se transcribe en las páginas 14 a 16 del primer 
informe de la Comisión de Constitución y en 
el boletín comparado que Sus Señorías tienen 
a su disposición.

El señor BIANCHI (Presidente acciden-
tal).– En votación la idea de legislar.

—(Durante la votación).
El señor BIANCHI (Presidente acciden-

tal).– Tiene la palabra el Senador señor Huen-
chumilla para informar el proyecto en comen-
to.

El señor HUENCHUMILLA.– Señor Pre-
sidente, el proyecto de ley en votación, que 
cumple su segundo trámite constitucional en el 
Senado, se originó en moción de los Diputados 
señor Venegas, señoras Girardi, Hoffman, Ro-
jas y Vallejo, y señores Bellolio, Rey, Santana, 
Schalper y Winter. Me permito precisar que, si 
bien se inició en moción, posteriormente fue 
objeto, en la misma Cámara de origen, de una 
indicación del Ejecutivo que sustituyó íntegra-
mente su texto original.

Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala 
del Senado en sesión celebrada el 6 de marzo 
de 2019, disponiéndose su estudio por la Co-
misión de Constitución, Legislación, Justicia y 
Reglamento.

El proyecto persigue, en síntesis, estable-
cer una protección penal especial tanto para 
los profesionales de la educación que pres-
tan servicio en establecimientos educaciona-
les reconocidos por el Estado cuanto para los 
funcionarios de los servicios de salud, para lo 
cual los considera incluidos en el concepto de 
autoridad regulado en el Título Sexto, Párrafo 
Primero, del Código Penal, lo que implica ele-
var las sanciones penales aplicables en caso de 
lesiones en relación con el delito común.

Con motivo de su fundamentación, y lue-
go de recordar que la legislación les da un 
tratamiento especial y contempla estatutos la-
borales propios para los profesionales que se 
desempeñan en las áreas de la salud y la edu-
cación, sus autores destacan que el rol de los 
docentes en el sistema escolar tiene particular 
relevancia al tratarse de una relación con ni-
ños, niñas y jóvenes estudiantes, en un período 
de formación en que se les transmiten hábitos 
ciudadanos que los acompañarán durante su 
vida adulta. En ese contexto, advierten que en 
los últimos años la violencia escolar se ha po-
sesionado del ambiente educativo, con graves 
hechos de agresión entre alumnos, a los que 
ahora se suman agresiones a profesores.

La violencia escolar, en todas sus formas 
-añaden-, fue objeto de la ley N° 20.536, que 
regula todo acto de agresión u hostigamiento 
reiterado realizado por estudiantes que atente 
en contra de otro estudiante, valiéndose de una 
situación de superioridad o de indefensión de 
la víctima y que le provoque maltrato, humi-
llación o temor fundado de verse expuesto a 
un mal de carácter grave. El problema es que 
esta ley se concentró en la relación entre alum-
nos, dejando fuera al resto de los integrantes 
de la comunidad escolar, que también pueden 
ser víctimas de abusos y malos tratos. Tal es el 
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caso de los profesores.
Así las cosas, en circunstancias de que los 

profesionales de la educación tienen derecho a 
trabajar en un ambiente tolerante y de respeto 
mutuo y a que se respete su integridad física, 
psicológica y moral, la ley no consagra un tra-
tamiento punitivo acorde con la gravedad de 
las agresiones de que pueden ser víctimas. 
Esto repercute en la pérdida del sentido de 
autoridad que se debe preservar en la función 
docente.

En lo que atañe a la protección a funciona-
rios de los servicios de salud (sean profesio-
nales, técnicos o administrativos), la moción 
recuerda que la sensación de inseguridad de 
estos trabajadores se ha transformado en un 
panorama habitual dentro de los recintos de 
salud a causa de las agresiones verbales, malos 
tratos de pacientes y sus familiares, amenazas 
de muerte e, incluso, el uso de la violencia fí-
sica que experimentan. Esta situación tendría 
implicancias directas en la prestación del ser-
vicio de salud, pues afecta la integridad física 
y psicológica de los equipos médicos y de los 
pacientes testigos de estos hechos de violencia.

La iniciativa consta de tres artículos, que 
modifican el Código Penal, el Código Proce-
sal Penal y la ley N° 20.584, que regula los 
derechos y deberes que tienen las personas en 
relación con acciones vinculadas a su atención 
en salud.

En lo que concierne a una de las enmien-
das más relevantes que contempla el proyecto, 
regulada en el nuevo artículo 263 que se pro-
pone incorporar al Código Penal, se sanciona 
al que hiriere, golpeare o maltratare de obra a 
un funcionario o trabajador de un servicio de 
salud, o a un docente, personal asistente de la 
educación o manipuladoras de alimentos que 
presten servicios en establecimientos educa-
cionales, en el ejercicio propio de su cargo o 
con ocasión de él, con las siguientes penas:

1o Con presidio mayor en su grado medio, 
si de resultas de las lesiones el ofendido queda 
demente, inútil para el trabajo, impotente, im-

pedido de algún miembro importante o nota-
blemente deforme.

2o Con presidio menor en su grado medio a 
máximo, si las lesiones producen al ofendido 
enfermedad o incapacidad para el trabajo por 
más de treinta días.

3o Con presidio menor en grado mínimo a 
medio, si le causa lesiones menos graves.

4o Con multa de once a veinte unidades tri-
butarias mensuales, o con la pena de prestación 
de servicios en beneficio de la comunidad, solo 
esta última, si le ocasiona lesiones leves o no 
se produce daño alguno.

Además de dichas penas, el juez podrá de-
cretar, como penas accesorias, la asistencia a 
programas de rehabilitación para maltratado-
res o el cumplimiento de un servicio comu-
nitario por el plazo que prudencialmente de-
termine (el que no podrá exceder de sesenta 
días); la prohibición de acercarse a la víctima 
o a su domicilio o lugar de trabajo, así como 
a cualquier otro lugar al que esta concurra o 
visite habitualmente; la prohibición de porte 
y tenencia y, en su caso, el comiso de armas 
de fuego, y la asistencia obligatoria a progra-
mas de tratamiento para la rehabilitación del 
consumo problemático de drogas o alcohol, si 
correspondiere.

Me permito señalar que, respecto de las 
agresiones en consultorios de salud, la Comi-
sión fue informada de que en el primer semes-
tre de este año se contabilizan 293 casos de 
esta especie, que únicamente corresponden al 
30 por ciento del total. La violencia no solo se 
ejerce sobre los médicos, pues también incluye 
al resto del personal que trabaja en el área. De 
este modo, una encuesta realizada por la Sub-
secretaría de Prevención del Delito muestra 
que el 60 por ciento de los funcionarios de los 
servicios de salud declara haber sufrido algún 
hecho de violencia durante los últimos doce 
meses.

En ese marco, la iniciativa en estudio dis-
curre en la línea de establecer mayores san-
ciones para esta clase de agresiones, pero esta 
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opción no obsta a la conveniencia de imple-
mentar, además, medidas destinadas a prevenir 
la ocurrencia de estos hechos. En tal sentido, 
sería oportuno que el Gobierno diseñara algún 
modelo de prevención de esta clase de agre-
siones en las áreas de la salud y la educación, 
así como un mecanismo de coordinación en la 
materia.

Con motivo de la discusión de la iniciativa 
en la Comisión -de la cual se da cuenta en for-
ma detallada en el correspondiente informe-, 
se hizo presente la necesidad de introducirle 
correcciones y perfeccionamientos a la norma-
tiva propuesta, con el objeto de precaver pro-
blemas de interpretación y responder con total 
fidelidad al objetivo que se pretende lograr, 
razón por la cual la Comisión estuvo por pro-
nunciarse solo en general respecto del proyec-
to, para otorgar la posibilidad de formularle las 
indicaciones que sean pertinentes con ocasión 
del segundo informe.

Es cuanto puedo informar, señor Presiden-
te.

El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 
Tiene la palabra la Senadora Isabel Allende.

La señora ALLENDE.– Señor Presidente, 
en primer lugar, quiero saludar a quienes nos 
acompañan en las tribunas y han estado duran-
te largo rato esperando que pudiésemos tratar 
este proyecto, el cual, como bien indicó el Se-
nador informante, vamos a analizar en general, 
porque tenemos que darnos la oportunidad de 
perfeccionarlo a fin de que ayude a alcanzar 
el objetivo que persigue: establecer un tipo 
especial de lesiones contra profesionales que 
presten servicios en establecimientos educa-
cionales y funcionarios de servicios de salud.

En el caso de los profesionales educaciona-
les, debemos recordar que esta es una demanda 
pendiente con el Colegio de Profesores que en 
las últimas movilizaciones se hizo muy visible. 

También, por supuesto, solidarizo con las 
asociaciones de funcionarios de la salud, pues 
me parece inconcebible que, tal como se nos 
informó aquí, un 30 por ciento de ellos haya 

recibido algún tipo de agresión, al punto que se 
contabilicen 293 consultorios en los cuales ha 
ocurrido una situación de esta naturaleza, algo 
que, como sociedad, cuesta mucho asumir.

Señor Presidente, a quienes ejercen funcio-
nes en los servicios de salud, a todo su per-
sonal, a quienes desarrollan labores docentes 
o ejercen como asistentes de la educación, en 
todas sus escalas, les quiero decir que cuesta 
mucho entender que se requiera acudir a esto, 
que es necesario, para establecer un tipo penal 
nuevo y poder protegerlos. Esta es una discri-
minación no arbitraria, sino al revés: tiene por 
objeto protegerlos y apoyarlos.

También pienso que no solo hay que au-
mentar las penas, que es como normalmente 
reaccionamos, sino que necesitamos políticas 
mucho más preventivas. Esto tiene que ver con 
lo que pasa en nuestra sociedad, que cada vez 
se expresa con más violencia. Pareciera que 
falta espíritu de comunidad, de diálogo, de 
reflexión. La gente solo tiene conductas agre-
sivas cuando no se siente satisfecha con los 
servicios que se le brinda, cuando siente que 
ha sido atendida en una forma que no corres-
ponde, o, simplemente, se impacienta cuando 
debe soportar una larga espera, lo cual muchas 
veces ocurre en nuestros consultorios sin ser 
responsabilidad de quienes atienden. ¡Al con-
trario!

Una vez más, manifiesto mi reconocimiento 
a todos quienes trabajan en nuestros consulto-
rios en esas condiciones: muchas veces haci-
nados, o con falta de recursos, o sin camas ni 
especialistas suficientes, en fin, todo lo cual 
hace que deban desempeñarse en un ambiente 
de presión.

Por eso, señor Presidente, creo importante 
avanzar en este proyecto, aunque reitero la ne-
cesidad de encontrar las verdaderas y profun-
das causas del problema. 

No cabe duda de que a nuestra población le 
genera malestar, en el caso de los consultorios 
de salud, cuando no ve, a lo mejor, una res-
puesta como la que quisiera, con la dignidad 



6305SESIÓN 41ª, EN MIÉRCOLES 14 DE AGOSTO DE 2019

que les corresponde a nuestros usuarios. Sin 
embargo, no es posible que veamos de manera 
creciente estas manifestaciones de violencia 
en las aulas, hacia los profesores o en contra 
de todo el personal de la educación.

Por eso, señor Presidente, más allá de que 
creo que hacen falta medidas más preventivas, 
más allá de que estimo que tenemos que es-
tudiarlo con mayor detalle, voy a dar mi voto 
a favor del proyecto, reconociendo, una vez 
más, tal como he señalado, que los trabajado-
res de estas dos áreas merecen nuestro mayor 
respeto: los que se desempeñan ni más ni me-
nos que en las áreas de la educación y la salud.

He dicho.
El señor DE URRESTI (Vicepresiden-

te).– Tiene la palabra el Senador Francisco            
Chahuán.

El señor CHAHUÁN.– Señor Presidente, 
por supuesto que apoyamos con toda fuerza 
esta iniciativa, que dignifica a los funcionarios 
de la salud y la educación.

Sin lugar a dudas, estamos hablando de 
cómo ser capaces de contar con un buen ser-
vicio público, comprendiendo y empatizando 
también con los pacientes. Y si bien muchas 
veces tenemos dificultades con los tiempos y 
las listas de espera, la violencia nunca puede 
justificarse.

Por eso es tan importante, a raíz de lo que 
ocurrió hace unos días con una doctora, una 
médico en la Región Metropolitana, poder 
aprobar un proyecto de ley que sancione y au-
mente las penas, pero que, del mismo modo, 
establezca la obligación de asistencia jurídica 
para la víctima, con el objeto de que, en defi-
nitiva, podamos -vuelvo a insistir- dignificar la 
función pública, particularmente la de los fun-
cionarios de la salud que lo han pasado mal.

Por eso, vamos a apoyar con mucha fuerza 
este proyecto de ley, y pido lo propio a todos y 
cada uno de mis colegas.

He dicho.
El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 

Muchas gracias, señor Senador. Y si es breve, 

mejor.
Tiene la palabra el Senador Alejandro Na-

varro.
El señor NAVARRO.– Señor Presidente, 

la verdad es que una tendencia propia de la 
violencia creciente en la sociedad nos lleva a 
enfrentarla con nuevos tipos penales y con au-
mento de las penas.

Voy a votar a favor de la iniciativa, porque 
la considero una señal disuasiva, preventiva 
respecto de quienes se creen con el poder de 
agredir a un funcionario de la salud o a un fun-
cionario dentro de un establecimiento educa-
cional por un criterio personalísimo y con un 
actuar pasional y a veces hasta criminal.

Pero quiero hacer un llamado a la reflexión.
Aquí tenemos un mal que crece y al cual no 

le estamos poniendo antídoto. Vamos a casti-
garlo más fuerte.

Habrá que hacer un esfuerzo y establecer 
que esta normativa esté a la vista en los con-
sultorios, en los hospitales, en cada uno de los 
establecimientos. Así como en muchos lugares 
se dice “Se prohíben las armas”, “Se prohíbe 
la entrada a menores de 18 años”, los usuarios 
deben saber que, si persisten en su actitud, van 
a recibir la sanción que se encuentra estable-
cida en este proyecto, que es bastante fuerte.

Pero lo principal, señor Presidente, no es 
que tengamos que establecer todo un aparataje 
jurídico, porque a posteriori, realizada la agre-
sión, nadie le devuelve la dignidad o le repara 
el daño corporal al funcionario de la salud o al 
funcionario educacional. En muchos casos es-
tos quedan abandonados, con licencias que no 
se les pagan. Y si sufren lesiones severas, los 
planes de recuperación con las mutuales casi 
no existen.

El punto es la prevención. Por eso el artícu-
lo 35 bis dispone que los integrantes del equi-
po de salud y los trabajadores de los estableci-
mientos de salud de prestadores institucionales 
deben facilitar todas las condiciones para pre-
venir. “La autoridad del establecimiento podrá 
requerir a quien corresponda los medios de se-
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guridad adecuados”.
Siento que en esta materia falta mucha 

prevención y educación. Lo que tenemos que 
hacer, señor Presidente, es cambiar la cultura. 
Hace mucho rato que se perdió el respeto a 
los profesores. Y eso se debe a que el Estado 
maltrata a los profesores, a que los privados 
maltratan a los profesores. Por tanto, cualquier 
apoderado se siente en condiciones y con el 
poder suficiente, si el profesor tiene una dife-
rencia con su alumno, para maltratarlo. Y en 
eso hay una cultura.

La comunidad escolar debe recuperar aque-
llo que la hace tal: comunidad de intereses, co-
munidad de valores, comunidad de objetivos. 
Y esto requiere financiamiento, requiere cam-
pañas, requiere cultura, requiere incorporar a 
los padres, que muchas veces abandonan esta 
responsabilidad y tardíamente se dan cuenta de 
que los niños han tenido un mal rendimiento, 
de lo cual culpan al profesor.

Señor Presidente, creo que estas iniciativas 
de ley contribuyen, pero no son suficientes.

Respecto a la situación en los recintos hos-
pitalarios, particularmente en los turnos de no-
che, en los SAMU, en los SAPU, falta segu-
ridad física. Los doctores, los enfermeros, los 
auxiliares no pueden tener un carabinero toda 
la noche, deben implementarse medidas de se-
guridad por parte del establecimiento porque, 
en numerosas oportunidades, los accidenta-
dos; los “patos malos” que llegan producto de 
la comisión de un delito, como un robo; o los 
borrachos que han chocado, generan acciones 
en contra de los funcionarios. 

Hay múltiples funcionarios agredidos, 
quienes, luego de manifestarles toda nuestra 
solidaridad, quedan abandonados en su recu-
peración. Por lo tanto, esto tiene que ser pre-
venido. Los jefes de servicio deben reclamar 
esto en la discusión del proyecto de Ley de 
Presupuestos. Y este Parlamento tiene que ga-
rantizar que en la correspondiente al año 2020 
haya plata para que los recintos hospitalarios 
contraten sistemas de seguridad, y no solo cá-

maras, sino personal capacitado para evitar es-
tas agresiones. Y lo mismo debe hacerse en los 
establecimientos educacionales.

Si esto no se financia, si no existe una po-
lítica permanente del Estado para garantizar 
la integridad física de los funcionarios, esta-
remos apostando al posteriori, es decir, a que 
cuando le peguen a un funcionario, cuando se 
produzca una agresión, exista la posibilidad de 
meter al culpable a la cárcel.

¡Ochocientos noventa mil pesos mensuales 
nos cuesta un preso, sea procesado o condena-
do en cualquiera de nuestras cárceles! ¡Casi un 
millón de pesos! Eso es lo que vale.

¿Cuánto cuestan las medidas de seguridad?
Es un tema por debatir en la iniciativa de 

Ley de Presupuestos, no podemos solo au-
mentar la penalidad, que muchas veces se ha 
constituido en populismo penal. Y para que 
esto no lo sea, porque esta realidad existe, es 
seria, es dolorosa, es agresiva, es de alto riesgo 
para la integridad física de quienes laboran en 
estos servicios, hay que actuar aplicando mano 
dura en la penalidad, como lo hacemos ahora, 
pero también tomando medidas de prevención 
financiadas. 

Los municipios no van a invertir más en sus 
colegios porque los están entregando al Esta-
do. La buena noticia es que, como van a ser del 
Estado, este será responsable de la integridad 
física de todos quienes están dentro de los es-
tablecimientos: de los niños, de los profesores, 
de los auxiliares, de todos.

Y como ya la salud es del Estado, y también 
municipal, que es una extensión del Estado, 
habrá que gastar plata en prevención, en un 
guardia de seguridad, en cámaras, en protec-
ción y en contención.

Los médicos de turno a veces no saben 
cómo contener a los familiares o a los pacien-
tes. Cuando llega un paciente corpulento con 
una herida en la cabeza, que viene borracho y 
no se deja atender, y el doctor es flaquito, pe-
queñito, ¡cómo lo controla! Ahí tiene que ha-
ber personal auxiliar de acompañamiento para 
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estos funcionarios especialistas que se ocupan 
de las tareas de urgencia, y esto no siempre 
pasa por Carabineros, sino por personal ca-
pacitado, con cursos acreditados, que brinden 
mayor seguridad tanto en los establecimientos 
de atención de urgencia y de salud, en general, 
como en los educacionales.

Hay que cumplir estos dos requisitos: au-
mento de las penas y publicidad de estas. Yo 
quiero ver en cada consultorio, en cada hos-
pital, en todo lugar, un cartelito que, sin ser 
amenazante e intimidador, deje muy claro que 
el que rompe las reglas lo va a pasar mal, y que 
existe una ley que garantiza el agravamiento 
de la pena. Es una responsabilidad que esto se 
prevenga.

Yo solo quiero manifestar un ánimo preven-
tivo. De nada nos sirven leyes que parchen he-
ridas cuando estas ya se han producido. Aquí 
hay que prevenir, y eso significa una preocu-
pación fundamental del Estado por estos fun-
cionarios, y esto no solo se basa en darles más 
pega a los jueces, en más penalidad, sino en 
instaurar medidas preventivas.

Voy a votar a favor, señor Presidente, y, por 
cierto, doy un saludo cariñoso a los funciona-
rios de la salud. Y quiero decirles a muchos de 
estos en mi Región que han sido agredidos que 
esta ley va en la línea correcta, y que luchare-
mos para que, efectivamente, esto nunca más 
vuelva a ocurrir y que quien cometa una agre-
sión pague debidamente; pero, asimismo, para 
que los jefes, los directores, que no están toda 
la noche de turno, los que manejan los estable-
cimientos, asuman también su responsabilidad 
de brindar los mecanismos de protección, de 
implementación, de institucionalidad necesa-
ria para evitar estos hechos.

¡Patagonia sin represas!
¡Nueva Constitución, ahora!
¡No más AFP!
Voto a favor.
El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 

Tiene la palabra la Senadora Yasna Provoste.
La señora PROVOSTE.– Señor Presidente, 

votaré a favor de esta iniciativa originada en 
moción, y quiero saludar de manera muy espe-
cial a sus autores, porque ha permitido recoger 
la preocupación de trabajadores y trabajadoras 
de la educación y de la salud.

Esta es una larga discusión en nuestro país: 
si nuestro ordenamiento jurídico tiene que 
contemplar excepcionalidades respecto de la 
tipificación, en el sentido de consagrar, en este 
caso en nuestro Código Penal, sanciones ma-
yores a quienes maltraten, golpeen “a un fun-
cionario o trabajador de un servicio de salud, 
o a un docente, personal asistente de la educa-
ción o manipuladoras de alimentos que presten 
servicios en establecimientos educacionales”, 
cualquiera que sea el ciclo: enseñanza prebási-
ca, básica o media.

Y lo digo a propósito de la discusión que 
estamos dando para realizar una modificación 
en este orden sobre el femicidio.

Lo que hace la sociedad al fijar estas san-
ciones mayores es reconocerles a los funcio-
narios públicos, en este caso de educación y 
de salud, una tarea fundamental en la construc-
ción de nuestra sociedad: ser la respuesta fren-
te a situaciones de enfermedades, en el caso de 
los trabajadores de la salud, pero también en la 
formación de nuestros niños y niñas en el caso 
de los trabajadores de la educación.

Estamos convencidos de que esta señal de 
disponer un tipo penal especial de lesiones 
contra los profesionales que prestan servicios 
en establecimientos educacionales y los fun-
cionarios del servicio de salud es importante. 
De la misma forma que lo es tipificar con una 
sanción mayor en nuestro país los hechos de 
femicidio.

Entonces, en este debate hay quienes pre-
guntan por qué respecto a los trabajadores de 
la educación y de la salud va a existir una ti-
pificación distinta, si aquí lo que debe garanti-
zarse es la igualdad ante la ley.

Nosotros creemos que esta discusión es 
importante porque la sociedad les reconoce a 
estos profesionales una tarea y una exposición 
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que otros no tienen. Y de ahí que, tal como lo 
han expresado los dirigentes -y me refiero al 
Colegio de Profesores, a las distintas agru-
paciones de asistentes de la educación, a los 
trabajadores de la salud-, hoy día aquellos se 
encuentran con este nivel de indefensión. Mu-
chas veces son catalizadores de un problema 
mayor en nuestra sociedad: cómo se resuelven 
adecuadamente nuestros conflictos.

Ante la violencia enquistada en nuestra so-
ciedad, debemos ser capaces de proteger de 
manera bastante más adecuada a los trabajado-
res de la educación y de la salud, y sancionar 
de forma más elevada cuando alguien los agre-
da, porque -insisto- la sociedad les reconoce a 
ellos una labor fundamental en nuestra cons-
trucción social.

Señor Presidente, voy a votar a favor de esta 
iniciativa. Lamentablemente, tenemos un pro-
blema en la página web y no logro ver la mo-
ción. No quiero ser injusta, quiero reconocer 
al Diputado Mario Venegas, porque es el que 
ha estado conversando conmigo respecto de su 
texto, y sé que es su autor principal, pero pro-
bablemente voy a cometer omisiones respec-
to al resto. No tengo la intención de hacerlo, 
porque ello obedece -repito- lamentablemente 
a que nuestro sistema está con dificultades. Por 
ello, a través del Diputado Mario Venegas, de-
seo felicitar y agradecer a todos los mocionan-
tes que hoy día nos permiten discutir, en este 
segundo trámite constitucional, el proyecto 
que otorga esta sanción mayor.

Señor Presidente, me acaban de entregar 
un texto con las firmas de la moción. Muchas 
gracias. ¡Estamos en la era del “Congreso sin 
papel”, pero aquí el papel no falla…!

Ahora sí, quiero agradecer al Diputado Juan 
Santana, a la Diputada María José Hoffmann, 
al Diputado Jaime Bellolio, a la Diputada Cris-
tina Girardi, a la Diputada Camila Vallejos, a 
la Diputada Camila Rojas, al Diputado Hugo 
Rey.

El resto de las firmas están un poco ilegi-
bles…

Gonzalo Winter -me faltan dos-…
En todo caso, quiero agradecer a quienes 

han acogido la demanda muy sentida, que ha-
cemos propia también, de los trabajadores y 
las trabajadoras de la salud. Y estamos conven-
cidos de que con esta modificación al Código 
Penal mandamos asimismo una señal social de 
mayor respeto hacia quienes entregan un tiem-
po importante para la formación de personas y 
para solucionar problemas de salud, como son 
los trabajadores de la educación y de la salud, 
respectivamente.

Voto entusiastamente a favor de este pro-
yecto de ley.

El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 
Tiene la palabra el Senador Sandoval.

El señor SANDOVAL.– Señor Presidente, 
efectivamente, esta iniciativa nace de una mo-
ción presentada por Diputados en septiembre 
del año 2018. Los Diputados Jaime Bellolio, 
María José Hoffmann, Cristina Girardi, Hugo 
Rey, Camila Rojas, Juan Santana, Diego Schal-
per, Camila Vallejos, Mario Venegas y Gonza-
lo Winter son los autores de este proyecto, en 
cuya tramitación el Ejecutivo también se hace 
parte e ingresa una indicación sustitutiva que 
conforma su contenido global y le pone los én-
fasis, las prioridades y las urgencias pertinen-
tes, para lograr evidentemente una iniciativa 
como esta, que persigue un objetivo esencial.

Es verdad que, como se señalaba acá, debe-
mos erradicar la violencia en todos los ámbitos 
como mecanismo para resolver conflictos, y 
que ella no debe ser avalada bajo ningún pun-
to de vista ni en circunstancia alguna. Por eso 
uno valora iniciativas de esta índole.

Ahora, ¿por qué apuntar hoy día a ámbitos 
tan específicos como los referidos a los funcio-
narios de la salud y de la educación? Porque 
no hay nada más propio del servicio social y 
público que el que prestan estos funcionarios a 
la sociedad y la comunidad. 

En el sector de la salud hay profesionales, 
funcionarios, técnicos de diferente naturale-
za que cumplen una labor muy significativa y 
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muy sensible en lo humano y en lo social en 
los diferentes recintos hospitalarios a lo largo 
de todo el país. Por su parte, en quienes ejercen 
labores en la educación tenemos a profesores, 
asistentes, técnicos, funcionarios, los cuales ni 
más ni menos que están abocados a la forma-
ción del futuro de nuestros niños y niñas en 
todo el país.

Por eso, este proyecto sin duda que va en la 
dirección correcta al pretender establecer me-
canismos que resguarden lo anterior a través 
de la modificación de diferentes cuerpos lega-
les. El Código Penal, el Código Procesal Pe-
nal, la ley N° 20.584, que regula los derechos y 
deberes en el ámbito de la salud, son todas nor-
mativas que incorporan diversas medidas que 
apuntan precisamente a elevar los estándares 
en materia de penas. Aquellos, evidentemen-
te, son aspectos que tenemos que resguardar. 
Y debemos tratar de evitar, a todas luces, lo 
que signifique tensión o los efectos que ciertos 
actos provoquen en los funcionarios que se de-
dican a estas dos nobles actividades.

Las informaciones que entrega el Ministe-
rio del Interior y Seguridad Pública indican, 
por ejemplo, que el año 2018 el 60 por ciento 
de los trabajadores de la salud había sido vícti-
ma de violencia en los últimos doce meses, ¡el 
60 por ciento de los trabajadores de la salud!

Por su parte, el año 2017, la Agrupación de 
Médicos Generales de Zona del Colegio Mé-
dico de Chile realizó una encuesta que indi-
có que el 76 por ciento de los médicos había 
sufrido algún tipo de agresión. El resto de los 
profesionales de la salud alcanzaron el 96 por 
ciento, con un esquema de inseguridad equiva-
lente al 50 por ciento,…

El señor NAVARRO.– Física y psicológica.
El señor SANDOVAL.–… física y psicoló-

gica, como muy bien me recuerda el Senador 
Navarro.

Respecto del ámbito de la educación, la 
información proporcionada por la Superinten-
dencia de Educación muestra que, desde el año 
2014 a la fecha, se han realizado 880 denun-

cias por maltrato de alumnos o de apoderados 
a docentes y/o asistentes de la educación.

Los hechos de violencia y las agresiones 
que han acontecido en los últimos meses en 
los dos ámbitos, y que han impactado a nues-
tras comunidades, evidentemente deben ser 
enfrentados y atacados.

Creemos que este proyecto va absoluta-
mente en la dirección necesaria, adecuada y 
correcta.

Como bancada, nosotros entregamos el res-
paldo absoluto a esta iniciativa tal cual como 
nació, transversalmente, y valoramos la vo-
luntad y, sin duda, la disposición del Gobierno 
para hacerse parte también de esta necesidad, 
introduciendo modificaciones a este proyecto 
a través de una indicación sustitutiva.

Hemos dicho, y yo también lo he señalado 
muchas veces con motivo de diversas inicia-
tivas legales, ¿por qué tenemos que legislar 
con este tipo de normas, cuerpos legales, para 
disponer acciones que en definitiva puedan in-
hibir, minimizar, reducir y ojalá eliminar este 
tipo de actos? No debería uno estar haciendo 
leyes de esta naturaleza. Debería ser propio 
de la convivencia humana y social el resolver 
nuestros problemas, nuestras diferencias me-
diante el diálogo, la conversación. Pero a gol-
pes, sin duda que no.

Sin embargo, mientras no logremos nuestra 
madurez como sociedad, desgraciadamente, 
tendremos que dictar normas de esta natura-
leza para penalizar a quienes creen que la vio-
lencia es el canal para resolver los problemas.

Votamos gustosos a favor de este proyecto.
El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 

Tiene la palabra el Senador Pizarro.
El señor PIZARRO.– Señor Presidente, 

creo que a esta iniciativa hay que felicitarla. 
Y, con mucha franqueza y claridad, debo decir 
que ella es oportuna.

En numerosas ocasiones, cuando en el Con-
greso, en la Cámara o en el mismo Senado, 
surgen hechos muy noticiosos o muy lamen-
tables que generan impacto en la opinión pú-
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blica, no falta quien plantea un proyecto. Por-
que la costumbre en nuestro país es pensar que 
todo se soluciona con una ley; pero muchas 
veces, más allá del titular de prensa o la frase 
que queda escrita, ello no se traduce después 
en una propuesta coherente o consistente para 
encarar una situación compleja, como la que 
viven los funcionarios de las áreas de la salud 
y la educación, o bien, los trabajadores que se 
ven expuestos a problemas ante agresiones que 
afectan su integridad física y psíquica, como se 
ha dicho acá.

Ahora, si la iniciativa es transversal, tanto 
mejor, porque quiere decir que objetivamente 
hay una necesidad o un punto de vista común 
frente a un problema complejo.

Como se ha afirmado acá, el Diputado Ma-
rio Venegas ha sido muy activo en conversar 
con nosotros -por lo menos con nuestra ban-
cada-, y supongo que los otros Diputados que 
firmaron la moción, a los que aludió el Sena-
dor Sandoval, habrán hecho lo mismo con los 
demás colegas.

Me parece a mí que el objetivo de garan-
tizar la integridad y la seguridad personal en 
los servicios públicos obedece a una necesidad 
que hoy día es muy primordial. Se trata de dos 
servicios públicos donde las personas que tra-
bajan y ejercen sus funciones son, claramente, 
imprescindibles desde el punto de vista del rol 
que cumplen en la sociedad. Estamos hablando 
de los temas de la salud y de la educación, dos 
de los desafíos básicos para cualquier sociedad 
moderna, en que se aspira a tener educación 
de calidad y, también, servicios y atención de 
salud de calidad.

¿Qué es lo que sucede? Se ha mencionado 
acá con toda claridad por mis colegas -y no 
voy a redundar- que esos funcionarios se en-
cuentran hoy día permanentemente sometidos, 
por distintas razones, a situaciones de agre-
sión, de maltrato tanto físico como mental. Y 
la señal, entonces, que se está entregando aquí 
al establecer un aumento importantísimo de las 
sanciones para aquellos que generan este tipo 

de delitos es sumamente relevante.
Por eso decía que este es un proyecto muy 

oportuno.
Está claro, por cierto, lo que dispone el ar-

tículo 263: “El que hiriere, golpeare o maltra-
tare de obra a un funcionario o trabajador de 
un servicio de salud, o a un docente, personal 
asistente de la educación o manipuladoras de 
alimentos que presten servicios en estableci-
mientos educacionales prebásicos, básico y 
medio, en instituciones reconocidas por el Es-
tado, en el ejercicio propio de su cargo o con 
ocasión de él, será castigado:” -y en seguida 
viene la declaración- con presidio mayor en su 
grado medio, dependiendo de la gravedad de 
la falta, las lesiones o el delito. Y, asimismo, se 
establecen otras penas.

Se dispone también -en el artículo 263 
bis- que el tribunal podrá fijar penas acceso-
rias, que pueden ser la obligación de asistir a 
programas de rehabilitación, realizar trabajos 
comunitarios, etcétera.

Otro aspecto que además se consigna con 
claridad es la obligación de comunicar los he-
chos a los jefes de recintos hospitalarios o de 
clínicas particulares y de recintos educaciona-
les reconocidos por el Estado, quienes estarán 
obligados a denunciar los crímenes y simples 
delitos que se cometieren en el interior de al-
gún establecimiento educacional o clínica.

Esto es muy importante porque, por cierto, 
se trata de una obligación contemplada por ley, 
en el sentido de que cuando se produzca este 
tipo de situaciones no hay que minimizarlas 
ni esconderlas o hacerse los lesos. Por tanto, 
los jefes y directores de esos servicios o esta-
blecimientos tienen la obligación de hacer la 
denuncia.

Esa es la razón fundamental, señor Presi-
dente, por la cual a nosotros nos parece muy 
importante este proyecto.

Tal como dijo la Senadora Provoste, no se 
trata aquí de establecer un privilegio en cuan-
to a tener una normativa especial o de que, si 
se agrede a determinada persona, se rompe el 
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principio de igualdad ante la ley cuando se fija 
una sanción mayor. Y ello, precisamente por lo 
que señalaba al principio: porque estamos ha-
blando de dos servicios, de dos áreas esencia-
les para la buena convivencia nacional y para 
la calidad de vida de nuestra gente.

Voto a favor.
El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 

No hay más inscritos.
Tiene la palabra la señora Secretaria.
La señora SILVA (Secretaria General su-

brogante).– ¿Alguna señora Senadora o algún 
señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 
Terminada la votación.

 —Se aprueba en general el proyecto (27 
votos a favor).

Votaron por la afirmativa las señoras 
Allende, Aravena, Goic, Órdenes y Provos-
te y los señores Allamand, Bianchi, Castro,          
Chahuán, Coloma, De Urresti, Durana, Elizal-
de, García, García-Huidobro, Huenchumilla, 
Insulza, Latorre, Montes, Moreira, Navarro, 
Ossandón, Pizarro, Prohens, Pugh, Quintana y 
Sandoval.

—(Aplausos en tribunas).
El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 

Tiene la palabra el Subsecretario de Redes 
Asistenciales, don Arturo Zúñiga.

El señor ZÚÑIGA (Subsecretario de Redes 
Asistenciales).– Buenas tardes, señor Presi-
dente. Por intermedio de la Mesa, quiero agra-
decer la votación de los Honorables Senadores.

Tal como se mencionó en varias de las in-
tervenciones de los parlamentarios, lo más im-
portante de las medidas relacionadas con estos 
hechos de violencia es la implementación de 
acciones preventivas. Por eso, desde el Mi-
nisterio de Salud hemos creado una mesa de 
trabajo con la Asociación Chilena de Munici-
palidades, el Colegio Médico, la Subsecretaría 
de Prevención del Delito, la Confusam -y quie-
ro destacarlo-, a través de su Presidenta, doña 
Gabriela Flores, quien se halla en las tribunas 
y a la cual le agradezco todo el empuje que le 

ha dado a este proyecto.
—(Aplausos en tribunas).
El Senador Huenchumilla entregó cifras 

que se obtuvieron cuando comenzó a redactar-
se esta iniciativa, que luego ingresó a tramita-
ción en el Congreso Nacional.

En ese momento se hablaba de 260 agresio-
nes. Lamentablemente, debo comunicarles que 
en los siete primeros meses de este año lleva-
mos 594; es decir, se ha registrado un prome-
dio de tres agresiones diarias en las institucio-
nes de salud pública. 

En forma reciente conocimos un hecho de 
violencia cometido contra una doctora en el 
Hospital Barros Luco. Y hemos instruido a la 
dirección del servicio de salud, a la dirección 
de ese hospital para que presenten acciones ju-
diciales y acompañemos a la persona afectada.

Ese es el deber que tenemos las autoridades 
de salud: acompañar a nuestros funcionarios.

Asimismo, hemos implementado medidas 
preventivas tales como la instalación de boto-
nes de pánico y de cámaras de seguridad, así 
como mantener reuniones con Carabineros de 
Chile a fin de evitar la ocurrencia de este tipo 
de situaciones.

Pero ello no es suficiente. 
Por eso, necesitamos que entre en vigor la 

ley en proyecto, ya que no hay nada que justi-
fique los hechos de violencia en contra de los 
funcionarios de salud.

Por ello les agradezco a los Senadores y a 
las Senadoras por haberme permitido estar acá 
y por haber votado en forma unánime a favor 
de este proyecto en general, a fin de que conti-
núe su tramitación en la Comisión respectiva.

Muchas gracias.
—(Aplausos en tribunas).
El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 

Le agradezco al señor Subsecretario por haber 
estado presente en el tratamiento de esta ini-
ciativa. 

Asimismo, reitero nuestros agradecimien-
tos y saludos a la Presidenta y a la Directiva 
de la Confusam, quienes nos han acompañado 
esta tarde.
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El proyecto vuelve a la Comisión de Cons-
titución, Legislación, Justicia y Reglamento 
para su discusión particular, instancia en que 
se podrán presentar las indicaciones pertinen-
tes.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

La señora SILVA (Secretaria General su-
brogante).– Han llegado a la Mesa diversas 
peticiones de oficios.

El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 
Se les dará curso en la forma reglamentaria.

—Los oficios cuyo envío se anuncia son 
los siguientes:

De la señora ALLENDE:
A la Ministra de Transportes y Telecomu-

nicaciones, para consultarle por RECURSOS 
TRANSFERIDOS A GOBIERNO REGIO-
NAL DE VALPARAÍSO BAJO EL DENO-
MINADO “FONDO DE APOYO REGIO-
NAL” DURANTE LOS AÑOS 2013 A 2019, 
CON ESPECIFICACIÓN DE ÍTEMS Y 
PROYECTOS FINANCIADOS. 

Del señor GUILLIER:
Al Alcalde de Calama, al Secretario Regio-

nal Ministerial de Educación de Antofagasta y 
al Director de Educación de Comdes Calama, 
solicitándoles informar sobre SITUACIÓN 
DE ESCUELA BÁSICA G52 DE SAN 
FRANCISCO DE CHIU CHIU, EN CUAN-
TO A SU POSIBLE AMPLIACIÓN E INS-
TALACIÓN DE ALCANTARILLADO.

De la señora ÓRDENES:
Al Ministro de Agricultura, a fin de con-

sultarle por IMPLEMENTACIÓN DE DE-
CRETO SUPREMO N° 25, QUE DISPO-
NE MEDIDAS PARA PROTECCIÓN DE 
MUSGO SPHAGNUM MAGUELLANI-
CUN.

A la Dirección Nacional de Vialidad, pi-
diéndole antecedentes sobre EJECUCIÓN 
DE OBRAS DE SEGURIDAD VIAL PARA 

ACCESO A VEHÍCULOS QUE TRANSI-
TEN POR PUENTE SAN CARLOS, KI-
LÓMETRO 10, SECTOR VALLE VERDE, 
COMUNA DE PUERTO AYSÉN.

A la Intendenta de Aysén y al Director Re-
gional de Aysén de Gendarmería de Chile, a 
fin de que ATIENDAN PROBLEMAS EN 
FUNCIONAMIENTO DE SISTEMA DE 
ELECTRIFICACIÓN EN SECTOR VA-
LLE VERDE, COMUNA DE PUERTO AY-
SÉN.

Y al Secretario Regional Ministerial de 
Obras Públicas de Aysén, consultándole por 
FACTIBILIDAD DE CONSTRUCCIÓN 
DE PASO SOBRE NIVEL EN SECTOR 
RIBERA SUR, RUTA 240, EN TRAYECTO 
CORRESPONDIENTE A TRAMO PUER-
TO AYSÉN-CHACABUCO.

Del señor QUINTEROS:
Al Intendente de Fondos y Seguros Previ-

sionales de Salud, solicitándole informar so-
bre EXCENDENTES DE EXAFILIADOS 
DE EX ISAPRE MASVIDA S.A.; MONTO 
DE LA GARANTÍA DE LA EX ISAPRE; 
MONTO DE EXCEDENTES CUBIER-
TOS POR DICHA GARANTÍA; NÚME-
RO DE PERSONAS QUE MANTIENEN 
EXCEDENTES SIN SER PAGADOS Y/O 
TRASPASADOS; ETAPA DE PROCESO 
DE LIQUIDACIÓN DE LA GARANTÍA; 
FORMA EN QUE SERÁN TRASPASA-
DOS Y/O PAGADOS LOS EXCEDENTES; 
PLAZOS PARA REALIZAR TALES 
TRASPASOS Y/O PAGOS Y PROCESOS 
JUDICIALES PENDIENTES EN LA MA-
TERIA.

Del señor SANDOVAL:
Al Ministro de Vivienda y Urbanismo y a 

la Seremi de Vivienda de Aysén, pidiéndoles 
dar a conocer NÚMERO DE FAMILIAS 
DE REGIÓN DE AYSÉN DEBIDAMEN-
TE REGISTRADAS Y CON VIVIENDAS 
EN CONDICIONES IRRECUPERABLES; 
NÚMERO DE FAMILIAS INCORPORA-
DAS A ALGÚN PROGRAMA HABITA-
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CIONAL; CONDICIÓN DEL TERRENO 
EN QUE ESTÁN EMPLAZADAS LAS VI-
VIENDAS IRRECUPERABLES; NÚME-
RO DE FAMILIAS ALLEGADAS EN LA 
REGIÓN Y MEDIDAS DEL MINISTERIO 
SOBRE EL PARTICULAR. 

Al Ministro de Bienes Nacionales, requi-
riéndole información sobre TERRENO UBI-
CADO EN CALLE ARTURO PRAT S/N, 
COMUNA DE AYSÉN, PARA AMPLIA-
CIÓN DE DEPENDENCIAS DE LICEO 
DE VILLA MAÑIHUALES.

Y al Seremi de Obras Públicas de Aysén, 
solicitándole MEJORAMIENTO DE CA-
MINO ENTRE REPOLLAL Y MELINKA, 
COMUNA DE GUAITECAS, Y MANTEN-
CIONES VIALES CON MAYOR PERIO-
DICIDAD EN DICHA RUTA.

—————

El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 
En Incidentes, los Comités Partido Renovación 
Nacional e Independientes, Partido Socialista 
y Partido Democratacristiano no intervendrán.

En el turno del Comité Partido País Progre-
sista e Independientes, tiene la palabra el Sena-
dor Alejandro Navarro, quien, además, cuenta 
con el tiempo que le ha cedido el Comité Par-
tido Por la Democracia.

MOLESTIA ANTE NOMBRAMIENTO DE 
DIPUTADO LUCIANO CRUZ-COKE EN
 DIRECTORIO DE TEATRO REGIONAL 

DEL BIOBÍO. OFICIO

El señor NAVARRO.– Señor Presidente, lo 
hemos dicho: ha llegado la hora de los verda-
deros regionalistas.

Hace un par de semanas, cuando me ente-
ré de que el Intendente de mi Región, Sergio 
Giacaman, había nominado al Diputado Lu-
ciano Cruz-Coke para integrar el directorio del 
Teatro Regional dije: “Debe ser un alcance de 
nombre: ¡no puede ser realidad!”.

Pero la realidad siempre supera todas las 
expectativas. Y sí: ¡era cierto!

Es un secreto a voces que se trata de un cupo 
político que reclamaba el Partido Evópoli, que 
ha proclamado a todos los vientos que trae la 
renovación, la modernidad, la moderación de 
la nueva Derecha.

Me dio vergüenza y decepción constatar 
que los consejeros regionales, los Cores, ratifi-
caran dicha propuesta por 20 votos a favor y 1 
en contra. Javier Sandoval, del Frente Amplio, 
se pronunció en contra: ¡valoro enormemente 
su rechazo a esa propuesta!

Los Cores son todos de la Región; se gana-
ron su puesto en el Gobierno regional en una 
elección con esfuerzo, sacrificio, trabajo.

Señor Presidente, ¡no entiendo por qué 
aprobaron esa proposición! 

¿Acaso no hay en la Región del Biobío ca-
pacidad profesional, cultural de hombres y de 
mujeres para asumir ese directorio?

¿Acaso no existe la convicción de que nues-
tra Región puede sacar adelante su Teatro Re-
gional?

Por ello hay indignación en la ciudadanía, 
no solo en el mundo de la cultura, de los artis-
tas, de los trabajadores del teatro, pues sienten 
que el Intendente y los Cores siguen sometidos 
a los designios de Santiago, como si estuviéra-
mos en la Colonia, en el Virreinato.

Esta nominación, señor Presidente, es do-
blemente onerosa y lesiva. ¡Es una bofetada en 
el rostro de la Región del Biobío!

Se nomina a un Diputado de la Región Me-
tropolitana, Diputado por Ñuñoa. Y todos nos 
preguntamos por qué persiste esa mirada cen-
tralista en nuestras autoridades.

Señor Presidente, aquí hay un claro conflic-
to de intereses.

El Diputado Luciano Cruz-Coke representa 
a Santiago, que es donde se encuentra el Teatro 
Municipal de Santiago.

Cada año se le entregan de manera exclusi-
va cinco mil millones a dicho teatro, lo que me 
parece bien, pues hace cultura de primer nivel 
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nacional y mundial.
Pero el conflicto de intereses es muy evi-

dente.
Los Diputados y los Senadores decidimos 

sobre recursos, y la ley es muy clara en cuan-
to a que no podemos participar de su distribu-
ción. Son dos funciones separadas.

La primera contradicción se presentará 
cuando tengamos que discutir sobre los recur-
sos para el Teatro Municipal de Santiago ver-
sus los del Teatro Regional del Biobío: ¿a cuál 
teatro va a apoyar el ciudadano y Diputado 
Cruz-Coke?

Es un conflicto de intereses.
Por tanto, junto con la Diputada Marisela 

Santibáñez hemos tomado la decisión, prime-
ro, de recurrir ante la Contraloría General de 
la República para establecer la ilegalidad del 
nombramiento del Diputado Cruz-Coke.

El artículo 58 de la Constitución Política 
señala que: “Los cargos de diputados y sena-
dores son incompatibles con las funciones de 
directores y consejeros, aun cuando sean ad 
honorem, en las entidades fiscales autónomas, 
semifiscales o en las empresas estatales, o en 
las que el Estado tenga participación por apor-
te de capital.”.

La verdad es que el Estado financia -y lo se-
guirá haciendo- el Teatro Regional, porque el 
mundo del mercado y la publicidad no logran 
financiar la cultura. Es aquel quien tiene esa 
principal responsabilidad.

A ello hay que sumarle que el consejo re-
gional, al haber aprobado el nombramiento del 
Diputado Cruz-Coke -hoy en funciones- en el 
cargo de director del referido teatro, ha rea-
lizado un acto para el cual está inhabilitado, 
vulnerando el principio de legalidad dispuesto 
en el artículo 7° de la Carta, que dice: “Los 
órganos del Estado actúan válidamente previa 
investidura regular de sus integrantes, dentro 
de su competencia y en la forma que prescriba 
la ley.”.

Asumir el cargo de Diputado es una cues-
tión de interés general. Y ser miembro del di-

rectorio del Teatro Regional del Biobío es una 
cuestión que obedece al interés personal, legí-
timo del Diputado Cruz-Coke y del Intendente 
Giacaman. Pero en mi opinión y en la de mu-
chos ello es ilegal.

El interés público se manifiesta en el cargo 
de Diputado. Pero el puesto de consejero re-
gional es de interés privado.

Entonces, ¿cuál interés primará? 
Va a haber conflicto de intereses, señor Pre-

sidente.
Queremos, pues, disuadir al Diputado Cruz-

Coke para que, habiendo sido cuestionado am-
pliamente, tome una decisión correcta.

Los parlamentarios ya gozamos de dema-
siados privilegios; así nos lo dice la ciudadanía 
a cada instante. Como yo lo veo, la gente no 
tolera más privilegios para Diputados y Sena-
dores.

La ciudadanía nos está fiscalizando. El des-
prestigio de la política crece.

Creemos que la aplicación de la legalidad 
vigente a la letra que pudiera tener esta nomi-
nación choca y aleja a la cultura de la realidad 
y la mezcla con la política.

¡No mezclemos política y cultura!
Respetemos la autonomía y la independen-

cia de los artistas, de los profesionales de la 
cultura.

Al incorporar a un parlamentario en el di-
rectorio de un teatro se inserta la política den-
tro de la cultura. Y eso va a traer complejida-
des que no queremos. 

Deseamos que todo el esfuerzo se centre en 
sacar adelante el teatro de la Región del Bio-
bío, que tanto costó hacerlo.

Por eso, junto con la Diputada Marisela 
Santibáñez hemos elaborado una presentación, 
que ella ingresó a la Comisión de Ética de la 
Cámara Baja, relacionada con el conflicto de 
intereses expuesto.

No queremos que los parlamentarios sean 
juzgados por conflictos de intereses: deseamos 
que Senadores y Diputados, en su conjunto, 
sean juzgados por sus acciones en pro de la co-
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munidad y del bien común. Y la nominación 
de Cruz-Coke actúa en contra del bien común.

Entonces, señor Presidente, me preocupa el 
intervencionismo de Evópoli en nuestra Re-
gión. Es un partido -reitero- que, al final del 
día, es más de lo mismo. Y esta falta de respeto 
para con el millón y medio de habitantes de la 
Región del Biobío no la merecemos. 

Espero que la situación descrita sea corregi-
da por la propia voluntad del Diputado o por la 
acción de la fuerza legal.

No vamos a permitir que nuestra Región sea 
pisoteada de esta manera. Y no solo denuncia-
remos estos hechos, sino que vamos a actuar.

En tal sentido, pido que se oficie al señor 
Intendente de la Región del Biobío a fin de que 
nos explique cuáles fueron los mecanismos y 
los motivos que tuvo para proponer al ciudada-
no y Diputado Cruz-Coke como consejero del 
Teatro Regional.

Porque, además -y coincido con la opinión 
de muchos artistas de nuestra región-, el Di-
putado Cruz-Coke no fue un buen Ministro de 
Cultura. Podrá ser un buen actor; pero los ac-
tores no siempre son buenos Ministros. Y creo 
que este es el caso más ejemplar.

—Se anuncia el envío del oficio solicita-
do, en nombre del señor Senador, conforme 
al Reglamento.

SOLICITUD DE MEDIDAS DE
 PROTECCIÓN PARA INDUSTRIA
 DEL ACERO NACIONAL. OFICIOS

El señor NAVARRO.– En otro orden de 
cosas, señor Presidente, quiero referirme a un 
tema de altísima preocupación para la Región 
del Biobío.

De acuerdo al Ministerio de Economía, las 
importaciones de acero desde Turquía, México 
y China descendieron el año 2016 un 19,5 por 
ciento. Y, de manera increíble, aumentaron un 
27,9 por ciento el 2017 y un 27,5 en el período 
enero a julio de 2018.

Lo mismo ocurrió con las importaciones de 

manufacturas de acero: descendieron 22,5 por 
ciento el 2016 y aumentaron 2,1 por ciento el 
2017 y 32,9 por ciento en el período enero a 
julio del 2018.

Hoy nos enteramos de que los inversionis-
tas de CAP Acero están evaluando la posibili-
dad de incorporar empresas chinas a la propie-
dad de Huachipato, e incluso de que tomen el 
control de esa compañía. Todo esto pese a que 
el acero proveniente de China sigue inundando 
los mercados mundiales.

El problema es que China cuenta con tres-
cientas fundiciones de acero y Chile tiene solo 
una: nuestro país produce un millón de tonela-
das al año y China ¡1,6 billones de toneladas 
anuales! Ello les permite inundar el mercado 
mundial, y el remanente lo rematan a precio 
subsidiado por el Estado.

Por ello, en la Unión Europea, donde más 
de cinco mil personas han perdido su empleo 
producto del impacto que ha provocado esa si-
tuación en su industria acerera, hace algunos 
meses adoptaron medidas antidumping contra 
el acero chino. 

Algo similar ocurrió en Estados Unidos, 
país que llegó a tener un 110 por ciento de 
salvaguardias respecto del acero chino. Y, por 
mandato de Trump, con toda su locura, esta-
bleció un 25 por ciento adicional de impuesto 
al acero importado de China.

Nuestro país apenas ha aplicado un máxi-
mo de 38,6 por ciento de salvaguardias, clara-
mente insuficiente, contra el acero del gigante 
asiático.

Pero no solo China ha tenido el privilegio 
de contar con una salvaguardia menor, sino 
también México, por cuanto se le aplica un 
9,8 por ciento de impuesto, en circunstancias 
de que todo indica que la salvaguardia debiera 
superar el 32 por ciento, dado que el acero pro-
veniente de ese país también llega con valores 
subsidiados.

El 5 de abril pasado la Comisión Nacional 
de Distorsiones resolvió no aplicar una sobre-
tasa al acero extranjero, pese a que todos los 



6316 DIARIO DE SESIONES DEL SENADO

antecedentes demuestran que las medidas an-
tidumping son necesarias.

Hoy día hemos reiterado en todos los tonos 
que estamos frente a una crisis que no solo 
afecta a Huachipato.

Moly-Cop está en riesgo. ¿Qué es Moly-
Cop? Es una industria aledaña a Huachipato 
que produce bolas de acero para la molienda 
del cobre, de nuestro cobre, y también será 
perjudicada. ¡En total más de cien mil perso-
nas podrían verse afectadas!

Han bajado las adquisiciones. Y la obliga-
ción de comprar el acero chino, de menor cali-
dad -a veces es de buena calidad-, a un precio 
muy inferior ha dañado fuertemente a Huachi-
pato.

El efecto dominó que se puede provocar 
es catastrófico para el país, pero muy espe-
cialmente para la Región del Biobío, más en 
momentos en que los presupuestos regionales 
siguen disminuyendo. 

Se ha registrado un crecimiento del desem-
pleo: en mi Región llegó al 6,7 por ciento. Y 
uno de los mejores ejemplos de la crisis que 
hoy vive la industria nacional del acero es que 
solo uno de los altos hornos de la mayor fábri-
ca acerera de Chile está funcionando.

Se ha destruido la industria nacional del 
acero, porque tenemos una evaluación insufi-
ciente de los impactos de la apertura de mer-
cado.

¡Los libremercadistas quieren mercado 
abierto, pero no dudan en poner dumping esta-
tal a sus productos!

Moly-Cop, empresa que -reitero- compraba 
una alta cantidad de acero, se ha visto obligada 
a cerrar dos de sus tres líneas de producción.

Por ello, es imprescindible que el Presiden-
te Sebastián Piñera, tal como se ha hecho en 
el mundo entero, tome las medidas necesarias.

¡Es ahora, Presidente Piñera! ¡Ahora le pe-
dimos, Presidente de Chile, que adopte las me-
didas que se precisan!

Hubo ocasiones en que abrir la economía de 
nuestro país fue necesario y oportuno. Pero en 

esta oportunidad, en medio de la guerra econó-
mica entre China y Estados Unidos, seguir al 
vaivén del dumping es altamente negativo para 
Chile y para la Región del Biobío.

Hoy es el momento de proteger la industria 
nacional, y esta es una tarea de Estado del Pre-
sidente Piñera.

Huachipato, por primera vez en diez años, 
tuvo números azules durante el 2018. Utilidad: 
317 mil dólares. Y el primer semestre de este 
año lleva ventas que superan los 200 millones 
de dólares. 

¡Pero aún es insuficiente!
Es decir, hay una luz de esperanza. Se pue-

de revertir la situación. Pero una golondrina no 
hace verano.

CAP necesita ayuda para sobrevivir, mas no 
porque su desempeño sea insuficiente, no por-
que sus trabajadores sean incapaces de otorgar 
productos de calidad -al contrario: son extraor-
dinarios profesionales-, sino porque se requie-
re combatir el dumping.

Miles de personas pueden quedar cesantes 
en la Región del Biobío, y lo vamos a impedir. 

¡Vamos a pedir y a exigir que el Gobierno 
tome medidas, señor Presidente! ¡Hay que ac-
tuar antes de que sea tarde!

Por todo lo anterior, señor Presidente, so-
licito que se oficie a los señores Ministros de 
Economía y de Hacienda y al señor Intendente 
de la Región del Biobío para que nos informen 
acerca de las medidas que el Gobierno está to-
mando para enfrentar el dumping chino al ace-
ro, las cuales tienen que ser de corto, media-
no y largo plazos y han de respetar las reglas 
internacionales. Adicionalmente, Chile debe 
lograr que las naciones que exportan acero a 
nuestro país también las acaten.

En este caso, con China tenemos graves 
problemas.

También pido que se oficie al INE para que 
nos entregue las estadísticas de empleo y des-
empleo en la Región del Biobío durante los 
últimos diez años.

Asimismo, solicito oficiar a los Ministerios 
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de Obras Públicas y de Vivienda a fin de que 
nos puedan dar cuenta de las inversiones que 
se están realizando en la Región del Biobío 
para mejorar su infraestructura; y en particular 
a la Cartera de Obras Públicas, con relación a 
las posibles inversiones tendientes a reactivar 
la economía en conjunto con la empresa pri-
vada.

Queremos una alianza estratégica públi-
co-privada en nuestra Región. Es imperativo 
soltar las amarras del Estado para que, en mo-
mentos de crisis, pueda invertir.

Esta Constitución caduca, que debe cam-
biar en Chile, impide que haya un Estado em-
presario, aun cuando los privados no quieran 
invertir.

A mi juicio es necesario que el Estado sea 
socio con los privados cuando hay crisis o 
cuando se presenta una oportunidad de nego-
cios que requiera su participación. No hay que 
desechar la alianza estratégica público-privada 
como mecanismo de desarrollo de lo produc-
tivo.

Espero que este Gobierno, neoliberal y de 
Derecha, pueda evaluar tal posibilidad, pues se 
requiere esa alianza estratégica en la Región 
del Biobío y en todo Chile.

En consecuencia, señor Presidente, solicito 
que se envíen todos esos oficios a los Ministe-
rios y a las autoridades que he señalado, por el 
bien de la Región del Biobío y de sus trabaja-
dores y por la credibilidad de un Gobierno que 
lo está haciendo mal en el ámbito de la econo-
mía y que requiere que todos lo ayudemos, por 
el bien de Chile.

A pesar de estar en la Oposición, manifesta-
mos nuestra total disposición para aquello.

¡Patagonia sin represas! 
¡Nueva Constitución ahora, aunque a algu-

nos les duela!
¡No más AFP!
He dicho.
—Se anuncia el envío de los oficios solici-

tados, en nombre del señor Senador, confor-
me al Reglamento.

El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 
Se ha inscrito la Senadora señora Provoste. Ya 
había pasado el turno del Partido Demócrata 
Cristiano. Sin embargo, le daré la palabra por 
el tiempo de que dispone su Comité, es decir, 
siete minutos.

Puede intervenir, Su Señoría.

REQUERIMIENTO A CONTRALORÍA
 SOBRE LEGALIDAD DE CIRCULAR

 EMITIDA POR DIRECCIÓN GENERAL
 DE AGUAS. OFICIO

La señora PROVOSTE.– Señor Presiden-
te, el 6 de junio del presente año la Dirección 
General de Aguas emitió la circular N° 3, que 
“imparte instrucciones sobre la apertura de pe-
ríodos de información previa”.

En dicha circular la Dirección General de 
Aguas instruye a los posibles sancionados 
sobre los procedimientos que serán llevados 
a cabo por el servicio. Y establece: “Con an-
terioridad al inicio de un procedimiento san-
cionatorio de oficio, y en todos aquellos casos 
en que la Dirección General de Aguas requiera 
conocer las circunstancias de ciertos hechos 
o contar con información jurídica y/o técnica 
para determinar la conveniencia o no de iniciar 
dicho procedimiento, podrá establecer un ‘pe-
ríodo de información previa’, cualquiera sea la 
materia fiscalizada.

“Para la elaboración de planes o programas 
de fiscalización del Servicio, la Dirección Ge-
neral de Aguas podrá establecer un ‘período de 
información previa’ con el objetivo de obtener 
información jurídica y/o técnica por parte de 
los administrados que le permita direccionar 
de modo más eficiente los recursos económi-
cos y humanos en materia de fiscalización.”.

¿Qué significa lo anterior, señor Presidente?
Durante largo tiempo discutimos en el Par-

lamento una nueva ley que establecía mayores 
facultades sancionatorias para la Dirección Ge-
neral de Aguas. Le ha correspondido al actual 
Gobierno implementar dicha normativa. ¿Y 
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qué está haciendo la autoridad administrativa 
a través de estas circulares? Anticipándoles a 
aquellos respecto de los cuales saben que están 
cometiendo infracciones que los van a visitar, 
pero que pueden acceder a cierta información 
previa.

“Este período de información previa” -se-
ñala la circular- “se abrirá mediante un Acta de 
Visita Inspectiva y Solicitud de Información”.

Es decir, lo que se les está haciendo a los 
funcionarios de la Dirección General de Aguas 
es restringirles una función fiscalizadora y 
sancionatoria que la propia ley les otorgó. O 
sea, cuando un fiscalizador vaya a un predio 
y vea que se está haciendo una extracción ile-
gal deberá levantar el acta de visita inspectiva 
con el propósito de distorsionar la voluntad 
del legislador, de la legisladora en este caso. 
Así, se les permitirá a quienes hayan cometi-
do actos contrarios al Código de Aguas, tales 
como drenes ilegales o extracción ilegal, hacer 
descargos previos o corregir estas situaciones 
previamente.

Señor Presidente, debemos resguardar el 
principio de legalidad. Es en el Parlamento en 
donde se ha definido en la ley cuáles son los 
procedimientos cuando se cometen infraccio-
nes como las que están reguladas en el Código 
de Aguas. Es por esto que creemos que esta ac-
tuación de avisar en forma previa a un usuario 
que será objeto de una fiscalización constituye 
algo que contraviene el principio de la legali-
dad, contraviene la legislación y no se ajusta a 
la legalidad vigente.

Señor Presidente, no hay en la Dirección 
General de Aguas un antecedente de esta cir-
cular respecto a un procedimiento previo a un 
proceso sancionatorio en el que se le avise al 
regulado y se le dé la oportunidad de hacer 
descargos o realizar una relación de hechos 
antes de que se inicie un proceso sancionato-
rio como tal. Esto, a nuestro entender, es de la 
máxima gravedad.

En consecuencia, solicito que se oficie al 
Contralor General de la República a fin de que 

dictamine en derecho si la circular número 3 
mencionada se ajusta a la legalidad vigente, se 
ajusta a derecho.

He dicho.
—Se anuncia el envío del oficio solicita-

do, en nombre de la señora Senadora, con-
forme al Reglamento.

El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 
En el tiempo del Partido Revolución Democrá-
tica, tiene la palabra el Senador Latorre, por 
dos minutos.

SOLICITUD DE DECLARACIÓN DE ZONA 
DE CATÁSTROFE PARA LA REGIÓN DE 
VALPARAÍSO ANTE ESCASEZ HÍDRICA. 

OFICIO

El señor LATORRE.– Señor Presidente, 
el jueves 1 de agosto, a través de diferentes 
medios de comunicación, el Intendente de la 
Región de Valparaíso, Jorge Martínez, repre-
sentante del Presidente Piñera en la región, 
solicitó al Ministerio de Agricultura declarar 
emergencia agrícola por escasez hídrica en 
todas las comunas de la Región de Valparaíso 
continental.

Junto con ello, el viernes 2 de agosto diver-
sos crianceros, arrieros y agricultores peque-
ños sostuvieron una reunión con el Intendente 
para pedir específicamente que la comuna de 
Putaendo se declare no solo zona de emergen-
cia agrícola, sino también zona de catástrofe.

El caso de Putaendo alcanza una situación 
límite, dramática. De acuerdo con el catastro 
desarrollado por la municipalidad y por diver-
sas organizaciones de la zona, la muerte de 
animales por sed y hambre, falta de forraje, 
alcanza un 10 por ciento del ganado de la co-
muna. Y en el caso específico del ganado bo-
vino, la mortalidad alcanza cifras superiores al 
20 por ciento.

Tanto para crianceros como para arrieros, 
el desarrollo de estas actividades constituye su 
única fuente de ingresos. Al existir este nivel 
de mortalidad en su ganado, al producirse altos 
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niveles de aborto en las nuevas crías de la tem-
porada y al no haber forraje debido a la falta de 
precipitaciones, estas comunidades se encuen-
tran en una situación económica muy compleja 
en este período de invierno sin lluvia.

Creemos que la posibilidad de decretar 
emergencia agrícola sin duda va en ayuda de 
estas comunidades en la medida que los recur-
sos lleguen en el corto plazo.

Del mismo modo, la posibilidad de decretar 
zona de catástrofe también permitiría obtener 
recursos y la posibilidad de tomar acciones de 
emergencia desde el Ejecutivo.

Con todo, cabe indicar que, a pesar de la se-
quía sostenida por más de doce años en la Re-
gión de Valparaíso, no se aborda el problema 
de la escasez hídrica en su debida dimensión.

No es solo el cambio climático lo que está 
produciendo que la zona se encuentre en estos 
niveles de crisis. También es causa de ello el 
modelo agroexportador de paltas, que concen-
tra el sobreotorgamiento de derechos de agua 
y la sobreexplotación de cuencas.

Por lo mismo, le pedimos al Presidente de 

la República, a través del Intendente, que de-
clare zona de catástrofe para la Región de Val-
paraíso.

Simplemente deseaba hacer esa solicitud, 
señor Presidente. Insistir en lo necesaria que 
es la declaración de zona de catástrofe para la 
Región de Valparaíso, ya que muchas comunas 
no cuentan con los recursos inmediatos.

Esta medida también ha sido recomendada 
por el Indap para allegar recursos de manera 
inmediata a los pequeños productores, agricul-
tores, arrieros y crianceros. 

—Se anuncia el envío del oficio solicita-
do, en nombre del señor Senador, conforme 
al Reglamento.

El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 
Por haberse cumplido su objetivo, se levanta 
la sesión.

—Se levantó a las 19:36.

Daniel Venegas Palominos
Jefe de la Redacción subrogante
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ANEXOS

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 367

ACTAS APROBADAS

SESIÓN 38ª, ORDINARIA, EN MARTES 6 DE AGOSTO DE 2019

Presidencia del titular Honorable Senador señor Quintana; del Vicepresidente Honora-
ble Senador señor De Urresti; y accidental del Honorable Senador señor Moreira.

Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Aravena, Ebensperger, Goic, Mu-
ñoz, Órdenes, Provoste, Rincón, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, 
Bianchi, Castro, Chahuán, Coloma, Durana, Elizalde, Galilea, García, García Huidobro, 
Girardi, Guillier, Harboe, Huenchumilla, Insulza, Kast, Lagos, Latorre, Letelier, Montes, 
Navarro, Ossandón, Pérez, Pizarro, Prohens, Pugh, Quinteros, Sandoval y Soria.

Concurren los Ministros del Interior y Seguridad Pública, señor Chadwick; y Secretario 
General de la Presidencia, señor Blumel. Asimismo, los Subsecretarios del Interior, señor 
Ubilla; y General de la Presidencia, señor Alvarado.

Actúan, de Secretario General, el titular, señor Guzmán; y de Prosecretario, el interino, 
señor Cámara.

Se deja constancia que el número de senadores en ejercicio es de 43.

ACTAS

Las actas de las sesiones 35ª, ordinaria, del martes 23 de julio; 36ª, especial, y 37ª, or-
dinaria, ambas del día siguiente; se encuentran en Secretaría a disposición de Sus Señorías, 
hasta la sesión próxima para su aprobación.

CUENTA

Mensajes

Cuarenta y un de Su Excelencia el Presidente de la República
Con el primero, inicia un proyecto de ley que establece la obligación de permitir el 

acceso y uso de facilidades para la operación móvil virtual y roaming automático nacional 
(Boletín N° 12.828-15).

— Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.
Con los segundo y tercero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión 

inmediata”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:
1.– La que perfecciona los textos legales que indica, para promover la inversión (Bole-

tín N° 11.747-03).
2.– La que modifica el Código Penal para establecer un tipo especial de lesiones contra 

profesionales que presten servicios en establecimientos educacionales y funcionarios de 
servicios de salud (Boletín N° 12.064-07).

Con los veintinueve siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificándola de 
“suma”, para la tramitación de los siguientes asuntos: 

1.– El que modifica el Sistema Privado de Salud, incorporando un plan garantizado 
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(Boletín N° 8.105-11).
2.– Sobre administración del borde costero y concesiones marítimas (Boletín Nº 8.467-

12).
3.– Sobre migración y extranjería (Boletín N° 8.970-06).
4.– El que crea un sistema de tratamiento automatizado de infracciones de Tránsito y 

modifica las leyes N°s 18.287 y 18.290 (Boletín N° 9.252-15).
5.– El que establece el Estatuto Chileno Antártico (Boletín N° 9.256-27).
6.– El que establece la prohibición gradual de funcionamiento de las máquinas de juego 

que señala (Boletines N°s 10.811-06; 9.068-06; 11.892-07; 12.028-06; 12.029-06; 12.030-
06; 12.119-06; 12.179-06, y 12.194-06, refundidos).

7.– El que modifica la ley N° 20.009, que limita la responsabilidad de los usuarios de 
tarjetas de crédito por operaciones realizadas con tarjetas extraviadas, hurtadas o robadas, 
en lo relativo a la responsabilidad del usuario y del emisor en casos de uso fraudulento de 
estos medios de pago (Boletín Nº 11.078-03).

8.– El que adecua los cuerpos legales que indica, en el sentido de suprimir el impedi-
mento de segundas nupcias (Boletines N°s 11.126-07 y 11.522-07, refundidos).

9.– El que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil e introduce modifi-
caciones a la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal de adolescentes, y a otras normas 
que indica (Boletín N° 11.174-07).

10.– El que amplía el procedimiento de relocalización a concesiones de acuicultura que 
indica y establece permisos especiales de colecta de semillas (Boletín N° 11.317-21).

11.– El que implementa un Sistema Táctico de Operación Policial (Boletín N° 11.705-
25)

12.– El que fortalece la integridad pública (Boletín N° 11.883-06).
13.– El que implementa la Convención sobre la Prohibición del Desarrollo, la Produc-

ción, el Almacenamiento y el Empleo de Armas Químicas y sobre su Destrucción y la Con-
vención sobre la Prohibición del Desarrollo, la Producción y el Almacenamiento de Armas 
Bacteriológicas (Biológicas) y Toxínicas y sobre su Destrucción (Boletín N° 11.919-02).

14.– El que modifica el Código Penal en materia de tipificación del femicidio y de otros 
delitos contra las mujeres (Boletín N° 11.970-34).

15.– El que crea el beneficio social de educación en el nivel de sala cuna, financiado por 
un fondo solidario (Boletines N°s 12.026-13, 11.655-13 y 11.671-13, refundidos).

16.– El que crea el Servicio de Protección a la Niñez y modifica normas legales que 
indica (Boletín Nº 12.027-07).

17.– Sobre eficiencia energética (Boletín N° 12.058-08).
18.– El que modifica la Ley General de Educación con el objeto de establecer la obliga-

toriedad del segundo nivel de transición de educación parvularia (Boletín N° 12.118-04).
19.– El que modifica la ley N° 19.039, de Propiedad Industrial, la ley N° 20.254, que 

Establece el Instituto Nacional de Propiedad Industrial y el Código Procesal Penal (Boletín 
12.135-03).

20.– El que especifica y refuerza las penas principales y accesorias, y modifica las penas 
de inhabilitación contempladas en los incisos segundo y final del artículo 372 del Código 
Penal (Boletín N° 12.208-07).

21.– La que establece normas especiales para la entrega voluntaria de armas de fuego 
a la autoridad, fija obligaciones a ésta, determina un plazo para la reinscripción de dichas 
armas y declara una amnistía (Boletín 12.229-02).

22.– El que fortalece y moderniza el sistema de inteligencia del Estado (Boletín 12.234-
02).

23.– El que moderniza la gestión institucional y fortalece la probidad y la transparencia 
en las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública (Boletín 12.250-25).
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24.– El que modifica el Párrafo 5° de las Disposiciones Transitorias de la ley N° 21.091, 
Sobre Educación Superior, y otras normas legales (Boletín N° 12.385-04).

25.– El que aprueba el “Acuerdo por el que se Establece una Asociación, sus Declara-
ciones Conjuntas y el Acuerdo sobre el Comercio de Productos Orgánicos, entre la Repú-
blica de Chile y el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte”, suscritos en Santia-
go, Chile, el 30 de enero de 2019 (Boletín N° 12.472-10).

26.– Sobre reconocimiento y protección de los derechos de las personas con enferme-
dades terminales, y el buen morir (Boletín N° 12.507-11).

27.– El que modifica el Código Procesal Penal con el objeto de permitir la utilización 
de técnicas especiales de investigación en la persecución de conductas que la ley califica 
como terroristas (Boletín N° 12.589-07).

28.– Proyecto de acuerdo que aprueba el “Convenio Constitutivo del Banco Asiático de 
Inversión en Infraestructura y sus Anexos A y B”, suscrito en Beijing, República Popular 
China, el 29 de junio de 2015.” (Boletín N° 12.603-10).

29.– Proyecto de acuerdo que aprueba el “Protocolo Modificatorio del Convenio entre 
el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Popular China para 
Eliminar la Doble Imposición y para Prevenir la Evasión y la Elusión Fiscal en relación a 
los Impuestos sobre la Renta”, suscrito en Santiago, Chile, el 29 de mayo de 2018.” (Bo-
letín N° 12.604-10).

Con los dos siguientes, hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la 
tramitación de los siguientes proyectos de ley:

1.– El que crea el Consejo Nacional y los Consejos de Pueblos Indígenas (Boletín N° 
10.526-06).

2.– Sobre modernización laboral para la conciliación, familia e inclusión (Boletín N° 
12.618-13).

Con los siete últimos, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para 
la tramitación de las siguientes iniciativas:

1.– La que modifica la ley N° 20.423, del Sistema Institucional para el Desarrollo del 
Turismo (Boletín N° 9.170-23).

2.– La que regula las aplicaciones de transportes remunerado de pasajeros y los servi-
cios que a través de ellas se presten (Boletín N° 11.934-15).

3.– La que modifica el Código del Trabajo en materia de trabajo a distancia (Boletín 
12.008-13).

4.– La que modifica la ley N° 20.370, que Establece ley General de Educación, para 
incorporar la prevención del bullying o acoso virtual escolar y aumentar la sanción a las 
infracciones que atentan contra derechos y deberes que indica (Boletines Nos 11.784-04, 
11.803-04 y 12.022-04, refundidos).

5.– La que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, en lo tocante a la infracción consis-
tente en estacionar en un espacio destinado a vehículos para personas con discapacidad, sin 
derecho a ello (Boletín Nº 12.071-15).

6.– La que establece normas sobre delitos informáticos, deroga la ley N° 19.223 y mo-
difica otros cuerpos legales con el objeto de adecuarlos al convenio de Budapest (Boletín 
N° 12.192-25).

7.– La que regula el acceso a los registros de entrevistas investigativas videograbadas y 
de declaraciones judiciales de la ley N° 21.057, para los fines que indica (Boletín 12.637-
07).

— Se tiene presente las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus ante-
cedentes.
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Oficios

Dos de Su Excelencia el Presidente de la República
Con el primero, somete a consideración del Senado, en conformidad con lo dispuesto en 

el artículo 146, numeral 5, de la Ley General de Pesca y Acuicultura, el nombramiento de 
la señora Valesca Montes Sánchez y los señores Renán Álvarez Rivera, Pablo Berazaluce 
Maturana, Stefan Gelcich Crossley, Dante Queirolo Palma, Jaime Salazar Rojas y Gabriel 
Yani González, como consejeros del Consejo Nacional de Pesca (Boletín N° S 2.081-05) 
(con la urgencia del párrafo segundo del número 5° del artículo 53 de la Carta Fundamen-
tal).

— Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.
Con el segundo, informa su ausencia del territorio nacional entre los día 09 y 12 de 

agosto de 2019, para dirigirse a la ciudad de Lima, Perú, a fin de participar en la ceremonia 
de clausura de los Juegos Panamericanos.

Hace presente que durante su ausencia será subrogado por el Ministro titular de la Car-
tera de Interior y Seguridad Pública, señor Andrés Chadwick, con el título de Vicepresi-
dente de la República.

— Se toma conocimiento.
Dos de la Honorable Cámara de Diputados
Con el primero informa que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado al 

proyecto de ley que modifica la ley N°4.808, sobre el Registro Civil e Identificación, para 
establecer un catastro nacional de mortinatos y facilitar su individualización y sepultación 
(Boletín N° 12.018-07).

— Se toma conocimiento y se manda archivar los antecedentes.
Con el segundo, comunica que ha dado su aprobación al proyecto de ley que modifica 

el Código de Justicia Militar en materia de duración en el cargo, de los ministros de Cortes 
de Apelaciones que integren las Cortes Marciales (Boletín N° 12.638-07).

— Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
Del Excelentísimo Tribunal Constitucional
Remite copia de las sentencias definitivas pronunciadas en los requerimientos de inapli-

cabilidad por inconstitucionalidad presentados respecto de las siguientes disposiciones:
- Artículo 17 B), inciso segundo, de la ley Nº 17.798.
- Artículo 53, inciso tercero, del Código Tributario.
- Artículo 1° de la ley N° 18.216.
— Se manda archivar los documentos.
Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitu-

cionalidad, respecto de los siguientes grupos de disposiciones:
- Artículos 1°, inciso tercero, 489, inciso tercero, 162, inciso cuarto, 163 y 168, todos 

del Código del Trabajo.
- Artículos 1°, inciso tercero, y 485 del Código del Trabajo.
- Artículo 453, número 1°, del Código del Trabajo.
- Artículos 1° y 420 del Código del Trabajo.
- Artículos 1° y 168 del Código del Trabajo.
- Artículos 429, inciso primero, y 126, incisos quinto a séptimo, del Código del Trabajo.
- Artículos 170, letras m y n, y 199, del Decreto con Fuerza de Ley N° 1, del Ministerio 

de Salud, de 2006.
- Artículo 17 B), inciso segundo, de la ley Nº 17.798.
- Artículo 1° de la ley N° 18.216.
- Artículo 248, letra c), y 259, inciso final, ambos del Código Procesal Penal.
— Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 
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Reglamento.
Del señor Ministro de Relaciones Exteriores
Da respuesta al Proyecto de acuerdo por el que se solicita a S.E. el Presidente de la Re-

pública que, si lo tiene a bien, se sirva instruir a los señores Ministros de Relaciones Exte-
riores, del Medio Ambiente y de Educación para que respalden formalmente, en nombre de 
Chile, la postulación de la joven activista sueca Greta Thunberg al Premio Nobel de la Paz; 
la inviten a participar de la COP25 a realizarse en nuestro país, y se difunda en los colegio 
el sentido y alcance del movimiento en torno al calentamiento global, el cambio climático 
y su impacto en el futuro del planeta y la humanidad (Boletín S 2.055-12). 

Remite informes solicitados por el Honorable Senador señor Montes sobre aplicación 
de acuerdos comerciales que especifica.

Del señor Ministro de Salud
Se refiere a la posibilidad planteada por la Honorable Senadora señora Goic de imple-

mentar un programa de telemedicina en las ciudades de Porvenir y Puerto Williams.
Comunica antecedentes solicitados por el Honorable Senador señor De Urresti sobre 

equipamiento para el diagnóstico del virus Hanta en Valdivia.
Explica, a solicitud del mismo señor Senador, las acciones adoptadas por la autoridad a 

su cargo ante una denuncia de acopio de desechos a la orilla de una carretera en el sector de 
Rapaco El Molino, en la comuna de La Unión.

Se refiere a la preocupación del Honorable Senador señor Navarro sobre el vertedero de 
cenizas en la comuna de Coronel.

Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo
Acompaña antecedentes, solicitados por el Honorable Senador señor De Urresti, relati-

vos al proyecto de difusión y transferencia del estándar de pesca de captura con certifica-
ción Fair Trade Usa a las pesquerías bentónicas de la Bahía de Corral.

Del señor Ministro de Agricultura
Hace llegar antecedentes solicitados por el Honorable Senador señor De Urresti sobre 

contratación del seguro agrícola.
Del señor Ministro de Obras Públicas
A solicitud del Honorable Senador Navarro, acompaña cuadro con las comunas de la 

Región del Biobío que cuentan con plan maestro de aguas lluvias.
Adjunta antecedentes solicitados por el mismo señor Senador, relativos al contrato de 

concesión de las obras del Hospital de Quillón.
Responde inquietud del Honorable Senador señor Castro sobre la posibilidad de conver-

tir en aeropuerto a uno de los tres aeródromos ubicados en la Región del Maule.
Da cuenta de la solicitud del Honorable Senador señor García de estudiar la posibilidad 

de instalar una capa asfáltica en el trayecto camino 5 Manzanos-Labranza.
Atiende preocupación de la Honorable Senadora señora Provoste referida a sondajes en 

el sector Maitencillo, del Río Huasco.
Absuelve consultas del Honorable Senador señor De Urresti sobre los siguientes asun-

tos:
- Estado de avance del proyecto de pavimentación del camino Red Interlagos, ruta Las 

Quinientas-La Pellinada.
- Medidas de seguridad vial comprometidas en la ruta CH-23.
- Avance del proyecto de construcción de una pasarela peatonal sobre la Ruta 5, en el 

sector Ralicura, comuna de Río Bueno.
- Proyectos de agua potable rural en las comunas de La Unión, Máfil, Mariquina, Val-

divia y Futrono.
- Destinación de recursos para habilitación de pozos de agua en Mariquina.
- Intervención del cauce del canal Los Chiqueros, en la comuna de Valdivia.
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- Proyectos de agua potable rural de Cocule, La Unión; Huellahue, Panguipulli; y Nie-
blas Los Molinos, Valdivia.

- Adjunta lista de contratos sobre proyectos de agua potable rural, conectividad vial y 
obras portuarias a desarrollarse en la Región de Los Ríos durante el año 2019.

Del señor Ministro de Minería
Envía, a solicitud del Honorable Senador señor Durana, información técnica acerca del 

Morro de Arica.
Adjunta informe de episodio de contaminación que indica, iniciado en la Fundición 

Hernán Videla Lira, de Paipote, solicitado por la Honorable Senadora señora Provoste.
Del señor Ministro de Bienes Nacionales
Remite, a solicitud del Honorable Senador señor De Urresti, datos sobre los predios que 

tienen el carácter de bien fiscal en la Región de Tarapacá.
Expone, a solicitud del Honorable Senador señor De Urresti, sobre la posibilidad de 

transformar la reserva nacional Mocho-Choshuenco en un parque nacional.
Acompaña información y gestiones solicitadas por el Honorable Senador señor De 

Urresti relativas al cierre del camino a Río Chico, en el sector Arquilhue de la comuna de 
Futrono.

Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo
Adjunta estudio de evaluación de la aplicación de la ley N° 20.898, pedido por el Ho-

norable Senador señor García
Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo
Informa, a solicitud formulada por la Honorable Senadora señora Órdenes, sobre el 

estado de avance del proceso de creación de la comuna de La Junta, en la Región de Aysén.
Del señor Director del Servicio de Impuestos Internos
Acompaña lista de inmuebles acogidos al beneficio del Decreto con Fuerza de Ley N° 

2, del Ministerio de Hacienda, de 1959, asociados a grupos de contribuyentes que indica; 
información pedida por el Honorable Senador señor Montes.

Del señor Director Nacional del Instituto de Desarrollo Agropecuario
Remite antecedentes solicitados por el Honorable Senador señor Sandoval sobre seguro 

ganadero bovino de la Región de Aysén.
Del señor Director Nacional de Aduanas
Hace llegar documentación sobre la importación de medicamentos que indica, de con-

formidad con lo solicitado por el Honorable Senador señor Navarro.
Del señor Superintendente de Electricidad y Combustibles
Responde inquietud del Honorable Senador señor De Urresti referida a cobros de ener-

gía eléctrica a la persona que indica.
Del señor Superintendente de Pensiones
Remite, a requerimiento de la Honorable Senadora señora Rincón, datos sobre la fórmu-

la de rentabilidad utilizada para calcular rentas vitalicias, retiros programados y del fondo 
de pensiones E en el período que indica.

Responde otra solicitud de la misma señora Senadora sobre la tasa de interés técnica.
Del señor Director Regional (S) del Servicio Agrícola y Ganadero 
de la Región del Biobío
Se refiere a una denuncia sobre aplicación de pesticidas en el sector de San Antonio de 

Cuda, en la comuna de Florida, y el eventual daño a la fauna que se habría provocado a raíz 
de ello, de acuerdo a lo planteado por el Honorable Senador señor Navarro.

Del señor Superintendente (S) del Medio Ambiente
Considera consulta del Honorable Senador señor De Urresti sobre contaminación en 

ríos y lagos del país y su consiguiente potencial impacto en la salud de las personas.
Del señor Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental
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Informa sobre aspectos técnicos de la planta de desalinización que instalará la empresa 
AES Gener en la Bahía de Quinteros, según solicitud de la Honorable Senadora señora 
Allende.

Del señor Director Ejecutivo (S) de la Corporación Nacional Forestal
Se refiere a denuncias ambientales contra la empresa Gelymar, cuestión abordada por el 

Honorable Senador señor De Urresti.
Del señor Jefe de Gabinete del Ministro de Defensa Nacional
Responde a una inquietud del Honorable Senador señor Bianchi sobre la situación labo-

ral de los trabajadores que indica.
Del señor Intendente Regional de Magallanes y la Antártica Chilena
Da cuenta de la preocupación de la Honorable Senadora señora Goic sobre el desarrollo 

de la industria del salmón en forma sustentable en esa región.
Del señor Secretario Regional Ministerial de Bienes Nacionales de Aysén
Expone, a solicitud de la Honorable Senadora señora Órdenes, sobre procedimiento de 

desalojo de un predio fiscal en la comuna de Cochrane.
Del señor Director (S) del Servicio de Vivienda y Urbanización 
de la Región de La Araucanía
Atiende proposición del Honorable Senador señor García sobre evacuación de aguas 

lluvia en la parte de la ruta S 40 que indica.
Del señor Director (S) del Servicio de Salud de Aysén
Responde la presentación de la Honorable Senadora señora Órdenes sobre atribuciones 

de ese organismo en materia de bienestar animal.
De la señora Gobernadora Provincial (S) de Capitán Prat
Se refiere a la preocupación de la Honorable Senadora señora Órdenes sobre los desbor-

des del río Mosco en la comuna de Villa O´Higgins.
Del señor Rector de la Universidad de Tarapacá
A requerimiento del Honorable Senador señor Pugh remite cuadro con el total de fun-

cionarios que en los últimos diez años han recibido el bono de zona extrema.
Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Tomé
Adjunta, a requerimiento del Honorable Senador señor Navarro, lista de permisos para 

el comercio ambulante en la comuna.
— Quedan a disposición de Sus Señorías.
Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo
Informa sobre el desarrollo del proceso de transferencia de competencias a los Gobier-

nos Regionales.
— Se toma conocimiento.

Informes

De la Comisión de Economía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite cons-
titucional, que modifica la ley N° 19.039, de Propiedad Industrial, la ley N° 20.254, que 
establece el Instituto Nacional de Propiedad Industrial, y el Código Procesal Penal (Boletín 
12.135-03) (con urgencia calificada de “suma”).

De la Comisión Especial encargada de conocer iniciativas y tramitar proyectos de ley 
relacionados con la mujer y la igualdad de género, recaído en el proyecto de ley, en primer 
trámite constitucional, que establece el 26 de julio como el “Día de la Mujer Piloto” (Bo-
letín N° 12.795-07).

Segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el 
proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que sanciona los daños en los medios de 
transporte público de pasajeros y en la infraestructura asociada a dicha actividad (Boletín 
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N° 12.467-15) (con urgencia calificada de “simple”).
— Quedan para Tabla.

Moción

De los Honorables Senadores señora Allende y señor Montes, con la que inician un 
proyecto de reforma constitucional que elimina la suspensión del derecho a sufragio de las 
personas con discapacidad intelectual (Boletín N° 12.816-07).

— Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
Declaración de inadmisibilidad
Moción de los Honorables Senadores señoras Goic y Órdenes, y señores Chahuán y 

Sandoval, que crea la Defensoría de los Derechos de las Personas Mayores.
— Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de 

Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo disponen los incisos tercero y 
cuarto, número 2°, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

ACUERDOS DE COMITÉS

El Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han 
adoptado los siguientes acuerdos:

1.– Tratar como si fuera de Fácil Despacho en la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de 
ley -signado con el número 27 de la tabla- que modifica el Decreto con Fuerza de Ley N° 
1, de 2005, del Ministerio de Salud, en materia de consulta, administración y uso, por parte 
del afiliado, de los excedentes de cotización en Isapres (Boletín N° 11.591-11).

2.– Considerar en primer lugar del Orden del Día de esta sesión, el proyecto de ley - 
signado con el número 5 de la Tabla - que modifica el Código Procesal Penal con el objeto 
de permitir la utilización de técnicas especiales de investigación en la persecución de con-
ductas que la ley califica como terroristas (Boletín N° 12.589-07).

3.– Analizar en primer, segundo y tercer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria 
de mañana miércoles 7, los siguientes asuntos:

- Oficio de S.E. el Presidente de la República con el que solicita el acuerdo del Senado 
para nombrar al señor Cristián Delpiano Lira como Ministro Titular Abogado del Ilustre 
Segundo Tribunal Ambiental (Boletín Nº S 2.072-05).

- Proyecto de ley -signado con el número 6 de la Tabla- sobre migración y extranjería 
(Boletín N° 8.970-06).

- Proyecto de ley -signado con el número 8 de la Tabla- que fija el uso de distintos es-
tándares UTC para regular la hora oficial en el territorio nacional (Boletín N° 12.016-11), 
si no se alcanza a tratar, ubicarlo en el primer lugar de la Tabla de la sesión ordinaria del 
próximo martes 13 de agosto. 

4.– Citar a sesión especial el miércoles 4 de septiembre de 12:00 a 14:00 horas, a fin de 
que el Consejo del Banco Central de Chile presente al Senado la evaluación del avance de 
las políticas y programas del año en curso, así como el informe de las proposiciones para el 
año calendario siguiente, según lo dispuesto en el artículo 80 de la ley N° 18.840, Orgánica 
Constitucional del Banco Central de Chile.

5.– Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones hasta las 18:00 horas del día de 
hoy, en la Secretaría de la Comisión, al proyecto de ley, en primer trámite constitucional, 
que modifica ley Nº 19.628, sobre protección de la vida privada, con el objeto de prohibir 
que se informe sobre las deudas contraídas para financiar la educación en cualquiera de sus 
niveles, (Boletín Nº 12.415-04).

A petición del Honorable Senador señor Chahuán, la Sala acuerda fusionar los siguien-
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tes proyectos de ley: el que modifica la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, con 
el objeto de garantizar la comunicación de voz y datos en localidades rurales (Boletín N° 
12.558-15) y el que establece la obligación de permitir el acceso y uso de facilidades para 
la operación móvil virtual y roaming automático nacional (Boletín N° 12.828-15).

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en -el artículo 76 del Re-
glamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos 
de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así 
como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen 
en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto con fuerza 
de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, en materia de consulta, administración y uso, 
por parte del afiliado, de los excedentes de cotización en Isapres.

(Boletín N° 11.591-11)
El Presidente, de conformidad al acuerdo de los Comités, pone en discusión el proyecto 

de la referencia.
El Secretario General informa que el principal objetivo del proyecto es permitir a los 

afiliados a las Isapres, dentro del marco establecido, regulado y permitido por la ley, dispo-
ner libremente y en línea de sus excedentes de cotizaciones, así como optar libremente en 
cuáles prestadores emplear esos excedentes.

Agrega que la Comisión de Salud discutió este proyecto en general y en particular, en 
virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, y lo aprobó 
por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Goic y seño-
res Chahuán, Girardi y Quinteros, con las modificaciones que consigna en su respectivo 
informe.

La Mesa ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Quin-
teros, como Presidente de la Comisión de Salud; señora Goic, señor Chahuán, señoras 
Provoste y Rincón, señores Letelier y Girardi, señora Allende y señores Guillier, Araya, 
Moreira, Latorre y Navarro.

Puesta en votación en general y en particular la iniciativa por el Vicepresidente, el resul-
tado es de 37 votos a favor y una abstención.

Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Aravena, Ebens-
perger, Goic, Muñoz, Órdenes, Provoste, Rincón, Van Rysselberghe y Von Baer y señores 
Allamand, Araya, Bianchi, Castro, Chahuán, Coloma, De Urresti, Durana, Elizalde, Gali-
lea, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Insulza, Latorre, Letelier, Montes, Moreira, 
Ossandón, Pérez, Pizarro, Prohens, Pugh, Quinteros, Sandoval y Soria.

Se abstiene el Honorable Senador señor Navarro.
Al término de la votación manifiestan su intención de votar por la aprobación los Hono-

rables Senadores señores Huenchumilla, Girardi y Lagos.
El Vicepresidente declara aprobada en general y en particular la iniciativa.
Queda terminada la tramitación de este proyecto.
El texto despachado por el Senado es el que sigue:
“Artículo único.– Intercálase en el artículo 188 del decreto con fuerza de ley N° 1, del 

Ministerio de Salud, de 2006, los siguientes incisos sexto y séptimo nuevos, modificando 
el orden correlativo de los que siguen: 

“Con todo, anualmente la Institución de Salud Previsional deberá devolver al afiliado el 
saldo acumulado en su cuenta individual de excedentes que no haya sido requerido para al-
guno de los fines indicados en el inciso cuarto, monto que se pagará en la forma que señale 
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la Superintendencia de Salud mediante norma de carácter general.
 Para ello, cada Institución de Salud Previsional deberá habilitar un sistema en línea que 

permita a los afiliados verificar sus excedentes y determinar su uso y destino libremente, 
entre todas las alternativas descritas en este artículo. Cada afiliado podrá siempre optar por 
el prestador con el cual hará uso de sus excedentes, sin que la Institución de Salud Previ-
sional pueda limitar o restringir esa decisión. Los prestadores tendrán derecho a recibir en 
línea el pago de estas prestaciones, con cargo al saldo disponible que cada afiliado posea en 
su cuenta individual de excedentes.”.

Artículo transitorio.– Las Instituciones de Salud Previsional que no tuvieren establecido 
un sistema en línea para el uso de excedentes de sus afiliados o que tengan uno restringido 
para ciertos prestadores, deberán ajustarse a lo dispuesto en esta ley, dentro del plazo de 
seis meses desde su entrada en vigencia.”.

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Procesal Pe-
nal con el objeto de permitir la utilización de técnicas especiales de investigación en la 
persecución de conductas que la ley califica como terroristas.

(Boletín N° 12.589-07)
El Vicepresidente, de conformidad al acuerdo de los Comités, pone en discusión general 

el proyecto de la referencia.
El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despa-

cho, calificándola de “suma”.
Agrega que su principal objetivo es permitir la utilización de las técnicas especiales de 

investigación dispuestas en el artículo 226 bis del Código Procesal Penal en la persecución 
de conductas que la ley califica como terroristas.

Añade que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento deja cons-
tancia de que, no obstante ser el proyecto de artículo único, propone discutirlo solo en 
general con el objeto de otorgar a los señores Senadores que no participaron en su análisis 
la oportunidad de perfeccionar y enriquecer la iniciativa con ocasión del segundo informe.

Indica luego que la Comisión aprobó en general la iniciativa por mayoría de votos. Se 
pronunciaron a favor los Honorables Senadores señores Allamand, Harboe y Pérez. Vota-
ron en contra los Honorables Senadores señores De Urresti y Huenchumilla.

La Mesa ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señor Harboe, 
Presidente de la comisión informante; señora Aravena y señor Quintana; el Ministro del 
Interior y Seguridad Pública, señor Chadwick; y los Honorables Senadores señores Pugh, 
Insulza y Pérez, señora Van Rysselberghe, y señores García, Latorre, Coloma, De Urresti 
y Castro.

Se deja constancia que, durante el debate, con el acuerdo unánime de la Sala, se prorro-
ga el Orden del Día hasta las 20:00 horas y, asimismo, se otorga la anuencia para que asuma 
la presidencia accidental el Honorable Senador señor Moreira.

Queda pendiente el tratamiento del proyecto.
El Presidente accidental informa que ha concluido el Orden del Día.
Peticiones de Oficios
Enseguida, el Secretario General anuncia que se han recibido peticiones de oficios de 

los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Provoste y señores Bianchi, Castro, De 
Urresti, García, Girardi, Guillier, Harboe, Latorre y Navarro dirigidas, en sus nombres, a 
diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario. 

Se levanta la sesión.

Raúl Guzmán Uribe
Secretario General del Senado
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Presidencia del titular Honorable Senador señor Quintana; del Vicepresidente Honora-
ble Senador señor De Urresti; y accidental de la Honorable Senadora señora Rincón.

Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Aravena, Ebensperger, Goic, Mu-
ñoz, Órdenes, Provoste, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, 
Castro, Chahuán, Coloma, Durana, Elizalde, Galilea, García, García Huidobro, Girardi, 
Guillier, Harboe, Huenchumilla, Insulza, Kast, Lagos, Latorre, Letelier, Montes, Moreira, 
Navarro, Ossandón, Pérez, Pizarro, Prohens, Pugh, Quinteros, Sandoval y Soria.

Concurren los Ministros del Interior y Seguridad Pública, señor Chadwick; y Secretario 
General de la Presidencia, señor Blumel. Asimismo, los Subsecretarios del Interior, señor 
Ubilla; General de la Presidencia, señor Alvarado; y de Medio Ambiente, señor Riesco.

Actúa de Secretario General, el titular, señor Guzmán, y de Prosecretario, el suplente, 
señor Cámara.

Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 43.

ACTAS

Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 35ª, ordinaria, del martes 23 de julio; 36ª, 
especial, y 37ª, ordinaria, ambas del día siguiente; que no han sido observadas.

CUENTA

Mensajes

Tres de Su Excelencia el Presidente de la República
Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmedia-

ta”, para la tramitación del proyecto de ley sobre información y rendición de cuentas de 
gastos reservados (Boletín N° 12.332-05).

Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para 
la tramitación de los siguientes asuntos:

1. Proyecto de acuerdo que aprueba el “Tratado Integral y Progresista de Asociación 
Transpacífico” entre Australia, Brunéi Darussalam, Canadá, los Estados Unidos Mexica-
nos, Japón, Malasia, Nueva Zelanda, la República de Chile, la República del Perú, la Re-
pública de Singapur y la República Socialista de Vietnam, y las cartas intercambiadas en 
el contexto del mismo, todos suscritos en Santiago, Chile, el 8 de marzo de 2018 (Boletín 
N° 12.195-10).

2. Proyecto de ley que moderniza la carrera funcionaria en Gendarmería de Chile (Bo-
letín N° 12.431-07).

— Se tiene presente las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus ante-
cedentes.

Oficios

De Su Excelencia el Presidente de la República
Con el que requiere el acuerdo del Senado para nombrar, como integrantes del Consejo 

de Alta Dirección Pública, a la señora Cristina Paz Orellana Quezada y al señor Eduardo 
Riquelme Portilla, por un período de seis años (Boletín N° S 2.082-05) (con la urgencia del 
párrafo segundo del número 5° del artículo 53 de la Carta Fundamental).

— Pasa a la Comisión de Hacienda.
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De la Honorable Cámara de Diputados
Informa que ha aprobado el proyecto de ley que moderniza la carrera funcionaria en 

Gendarmería de Chile (Boletín N° 12.431-07) (con urgencia calificada de “suma”).
— Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y a la de 

Hacienda.
Del señor Contralor General de la República
Da respuesta al proyecto de acuerdo del Senado relativo a resoluciones de término anti-

cipado de contrata consideradas arbitrarias, carentes de fundamento e ilegales (Boletín N° 
S 2.030-12).

De la señora Ministra de las Culturas, las Artes y el Patrimonio
Atiende inquietud del Honorable Senador Pugh respecto de la restauración del inmueble 

patrimonial que indica.
Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero
Remite, a solicitud del Honorable Senador señor De Urresti, antecedentes sobre la pro-

hibición de importación y fabricación de plaguicidas en base al compuesto químico deno-
minado metamidofos.

De la señora Intendenta Regional de Aysén
Se refiere, a solicitud de la Honorable Senadora señora Órdenes, a la ejecución del pro-

grama Subsidio Nacional al Transporte Público en la Región de Aysén.
Del señor Director Regional (S) del Servicio Nacional
de la Discapacidad de la Región del Biobío
Adjunta, por petición del Honorable Senador señor Navarro, nómina de medidas em-

prendidas, en los últimos tres años, para favorecer la integración de personas con discapa-
cidad.

— Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes

De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el ofi-
cio de S.E. el Presidente de la República, por el que solicita el acuerdo del Senado para 
nombrar como Ministro Titular del Segundo Tribunal Ambiental, con sede en Santiago, al 
abogado señor Cristián Delpiano Lira (Boletín N° S 2.072-05) (con la urgencia del párrafo 
segundo del número 5° del artículo 53 de la Carta Fundamental).

De la Comisión de Educación y Cultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trá-
mite constitucional, que establece el día del rock chileno (Boletín N° 9.062-24).

— Quedan para Tabla.

Mociones

De los Honorables Senadores señor Girardi, señora Órdenes, y señor Quinteros, con la 
que inician un proyecto de ley que incorpora como causal de caducidad de concesión sa-
nitaria poner en peligro la vida humana o la salud de las personas (Boletín N° 12.830-09).

De los Honorables Senadores señoras Ebensperger y Van Rysselberghe, y señores Mo-
reira, Pérez y Sandoval, con la que inician un proyecto de ley que iguala las sanciones por 
interrupción injustificada de los servicios eléctrico y sanitario (Boletín N° 12.833-09).

— Pasan a la Comisión de Obras Públicas.
De los Honorables Senadores señor Coloma, señoras Van Rysselberghe y Ebensperger, 

y señores Durana y Moreira, con la que inician un proyecto de ley para ampliar la tipifica-
ción del delito de tráfico de órganos humanos (Boletín N° 12.829-11).

— Pasa a la Comisión de Salud.
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De los Honorables Senadores señoras Rincón y Muñoz, y señores Araya, Chahuán y 
Ossandón, con la que inician un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.925, Ley de 
Alcoholes, para regular la venta, obsequio y suministro de bebidas alcohólicas a menores 
en compañía de sus padres (Boletín N° 12.831-07).

— Pasa a la Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con 
los niños, niñas y adolescentes.

Declaración de inadmisibilidad

Moción de los Honorables Senadores señores Letelier, Araya, Bianchi, Galilea y Quin-
teros, que faculta a las entidades de administración municipal para otorgar asignaciones 
especiales a funcionarios de establecimientos de atención primaria de salud.

— Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de 
Su Excelencia el Presidente de la República, conforme lo dispone el inciso cuarto, número 
2°, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

A petición del Honorable Senador señor Elizalde la Sala acuerda ampliar el plazo para 
presentar indicaciones al proyecto de ley sobre eficiencia energética (Boletín N° 12.058-
08), hasta el día de mañana a las 12:00 horas en la Secretaría de la Comisión de Minería y 
Energía

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Re-
glamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos 
de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así 
como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen 
en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

ORDEN DEL DIA

Oficio de S.E. el Presidente de la República con el que solicita el acuerdo del Senado 
para nombrar al señor Cristián Delpiano Lira como Ministro Titular Abogado del Ilustre 
Segundo Tribunal Ambiental.

(Boletín Nº S 2.072-05)
El Presidente pone en discusión el oficio de la referencia.
El Secretario General informa que la Comisión deja constancia, por la unanimidad de 

sus miembros, Honorables Senadores señores Allamand, De Urresti, Harboe, Huenchu-
milla y Pérez, que la proposición del Ejecutivo cumple con los requisitos, formalidades y 
procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente y la normativa procesal que 
para esta clase de asuntos se ha dado esa instancia parlamentaria.

Agrega, asimismo, que la unanimidad de la Comisión considera que el señor Cristian 
Delpiano Lira reúne las condiciones de idoneidad, capacidad técnica y manejo de recursos 
humanos, que se precisan para ejercer dedicada y consistentemente la función de Ministro 
Titular del Ilustre Segundo Tribunal Ambiental, con sede en Santiago, de cuya candidatura 
y provisión se trata y que ha sido propuesta por el Primer Mandatario.

Hace presente que el acuerdo para nombrar al señor Delpiano como Ministro Titular 
del Segundo Tribunal Ambiental, con sede en Santiago, requiere el voto favorable de tres 
quintos de los senadores en ejercicio, esto es, 26 votos.

El Presidente ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Harboe, 
quien preside la Comisión informante.

Luego se pone en votación la proposición y el resultado es de 31 votos favorables.
Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Aravena, Ebensper-

ger, Goic, Provoste, Rincón, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Bianchi, 
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Castro, Chahuán, Coloma, De Urresti, Durana, Galilea, García, García Huidobro, Huen-
chumilla, Kast, Latorre, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez, Pizarro, Prohens, 
Pugh, Quinteros y Sandoval.

Funda su voto a favor la Honorable Senadora señora Rincón.
El Presidente declara aprobada la proposición del Ejecutivo.
Queda terminada la tramitación de este asunto.
El texto despachado por el Senado al Ejecutivo es el que sigue:
“Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que el Senado, en sesión del día de 

hoy, ha dado su acuerdo a vuestra proposición de designar al señor Cristián Delpiano Lira 
como Ministro Titular Abogado del Ilustre Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la 
comuna de Santiago.

Lo que comunico a Su Excelencia en respuesta a su oficio Nº 834, de 11 de junio de 
2019.”.

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Procesal Pe-
nal con el objeto de permitir la utilización de técnicas especiales de investigación en la 
persecución de conductas que la ley califica como terroristas.

(Boletín N° 12.589-07)
El Presidente reanuda la discusión en general del proyecto de ley de la referencia.
El Secretario General recuerda que el Ejecutivo ha hecho presente la urgencia calificán-

dola de “suma”.
El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella el Ministro del Interior y Seguridad 

Pública, señor Chadwick y los Honorables Senadores señores Durana, Huenchumilla, Ga-
lilea y Araya.

A continuación, la Mesa pone en votación en general la iniciativa.
El resultado es de 32 votos favorables, 6 en contra y 5 abstenciones.
Votan a favor los Honorables Senadores señoras Allende, Aravena, Ebensperger, Goic, 

Rincón, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Bianchi, Castro, Chahuán, Co-
loma, Durana, Galilea, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Insulza, Kast, 
Lagos, Letelier, Moreira, Ossandón, Pérez, Pizarro, Prohens, Pugh, Quinteros, Sandoval y 
Soria.

Votan por el rechazo los Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Huenchumi-
lla, Latorre, Navarro y Quintana.

Se abstienen los Honorables Senadores señoras Muñoz, Órdenes y Provoste y señores 
Elizalde y Montes.

Fundan su aprobación los Honorables Senadores señores Bianchi, Harboe, Moreira, 
Chahuán, Allamand, Kast, Quinteros y Pizarro, señoras Allende, Ebensperger y Rincón, y 
señores Guillier y Letelier.

Fundamenta su rechazo el Honorable Senador señor Navarro.
Explican su abstención los Honorables Senadores señor Montes, señora Provoste y se-

ñor Elizalde.
La Presidente accidental declara aprobado en general el proyecto de ley.
Se deja constancia que durante la votación asume la presidencia accidental, con la 

anuencia de la Sala, la Honorable Senadora señora Rincón.
Queda terminada la tramitación de este asunto en su primer trámite reglamentario.
El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de 

la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, el cual se inserta íntegra-
mente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

La Sala acuerda fijar un plazo para formular indicaciones al proyecto de ley hasta el día 
19 de agosto a las 12:00 horas.

La Presidente accidental señala que ha concluido el Orden del Día.
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Peticiones de Oficios

Enseguida, el Secretario General (S) anuncia que se han recibido peticiones de oficios 
de los Honorables Senadores señores Bianchi, Kast y Latorre, dirigidas, en sus nombres, a 
diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario.

Se levanta la sesión.

Raúl Guzmán Uribe
Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL OFICIO DE SU
 EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA POR EL QUE REQUIERE 
EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR INTEGRANTES DEL CONSEJO 
DE ALTA DIRECCIÓN PÚBLICA A LA SEÑORA CRISTINA PAZ ORELLANA

 QUEZADA Y AL SEÑOR EDUARDO RIQUELME PORTILLA 
(S 2.082-05)

Honorable Senado:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros la solicitud de Su Excelen-
cia el Presidente de la República, contenida en el oficio Nº 1.218 mediante el cual requiere 
el acuerdo del Senado para designar como integrantes del Consejo de Alta Dirección Públi-
ca a la señora Cristina Paz Orellana Quezada y al señor Eduardo Riquelme Portilla.

A la sesión en que la Comisión consideró este asunto asistieron, especialmente invita-
das, las personas propuestas por el Primer Mandatario para integrar el Consejo. 

Asimismo, concurrió el Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier.
Además, asistieron, del Consejo de Alta Dirección Pública, el Director Nacional del 

Servicio Civil y Presidente del Consejo de Alta Dirección Pública, señor Alejandro Weber; 
la Secretaria Técnica, señora Mariana George-Nascimento, y el Jefe de Gabinete del Presi-
dente del Consejo, señor Tomás Hoffmann.

Del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, el Ministro, señor Gonzalo Blumel; 
el asesor, señor Erick Rojas, y el Fotógrafo, señor Juan Cancino.

Del Ministerio de Hacienda, el coordinador legislativo, señor José Riquelme.
De la Contraloría General de la República, la Jefa de la Unidad de Estudios Legislati-

vos, señora Pamela Bugueño, y la Abogada de la Unidad de Estudios Legislativos, señora 
Catalina Venegas.

El asesor del Honorable Senador Coloma, señor Williams Valenzuela.
La asesora del Honorable Senador García, señora Valentina Becerra.
De la Oficina del Honorable Senador Lagos, la asesora, señora Loretto Rojas, y el Pe-
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riodista, señor Claudio Luna.
De la Oficina del Honorable Senador Pizarro, la periodista, señora Andrea Gómez.
Del Comité Partido Por la Democracia, el asesor, señor Claudio Rodríguez.
De la Fundación Jaime Guzmán, el asesor legislativo, señor Matías Quezada.
Del Comité Demócrata Cristiano, los asesores, señora Valentina Muñoz y el señor Julio 

Valladares.
Del Comité Partido Socialista, el asesor, señor Francisco Aedo.
Del Comité Unión Demócrata Independiente, la Periodista, señora Karelyn Luttecke.
De la Biblioteca del Congreso Nacional, el asesor parlamentario, señor Samuel Argüe-

llo. 
 Cabe señalar que Su Excelencia el Presidente de la República hizo presente la urgencia 

en el despacho de este asunto en los términos a que alude el número 5) del artículo 53 de 
la Carta Fundamental, esto es, si el Senado no se pronunciare dentro de los treinta días 
después de pedida la urgencia, se tendrá por otorgado su asentimiento.

Se deja constancia, asimismo, de que los consejeros deben ser ratificados por el Sena-
do por los cuatro séptimos de sus miembros en ejercicio, según lo dispuesto en el inciso 
segundo del ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO CUARTO de la ley Nº 19.882, cuerpo legal 
que creó el Consejo de Alta Dirección Pública.

 De acuerdo a lo dispuesto por el ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO TERCERO de la ley 
Nº 19.882, el Consejo de Alta Dirección Pública está integrado por el Director de la Direc-
ción Nacional del Servicio Civil, que lo presidirá, y por cuatro consejeros, designados por 
el Presidente de la República y ratificados por el Senado. Duran seis años en sus cargos y 
se renuevan por pares alternadamente cada tres años.

En relación con lo precedentemente expuesto, se señala que por decreto supremo N° 
1.077, de 14 de agosto de 2013, del Ministerio de Hacienda, se nombró a doña María Lore-
to Lira Domínguez y a don Manuel Adrián Inostroza Palma, como Consejeros del Consejo 
de la Alta Dirección Pública, por el período de seis años, contados desde el 14 de agosto de 
2013 y hasta el 14 de agosto de 2019.

En mérito de lo anterior, Su Excelencia el Presidente de la República ha solicitado el 
acuerdo del Senado para designar como integrantes del Consejo de Alta Dirección Pública, 
a las siguientes personas:

- CRISTINA PAZ ORELLANA QUEZADA, RUT N° 14.285.030-3
- EDUARDO RIQUELME PORTILLA,  RUT N° 10.998.587-2

En conformidad a lo dispuesto en el número 5) del artículo 53 de la Constitución Po-
lítica, el Senado cuenta con la atribución exclusiva de prestar o negar su consentimiento 
a los actos del Presidente de la República, en los casos en que la Constitución o la ley lo 
requieran.

Por su parte, el artículo 205 del Reglamento de la Corporación manda que los asuntos 
que importen el ejercicio de atribuciones constitucionales exclusivas del Senado “no po-
drán resolverse sin informe de la Comisión que corresponda.”.

En cumplimiento del mandato que la Sala le confiriera el 7 de agosto del año en curso, 
la Comisión celebró una sesión en la cual fue posible intercambiar opiniones y plantea-
mientos con las personas propuestas, acerca de las funciones y desafíos del Consejo y del 
Sistema de Alta Dirección Pública.

El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gonzalo Blumel, expuso que, 
con fecha 7 de agosto, se ingresó oficio con el que requiere acuerdo del Senado con la 
propuesta de nombramiento de doña Cristina Paz Orellana Quezada y de don Eduardo 
Riquelme Portillo, como nuevos integrantes del Consejo de Alta Dirección Pública por el 
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plazo de 6 años. 
Indicó, respecto de la señora Cristina Orellana, lo siguiente:
- Es ingeniera en agronegocios de la Universidad Central, con especialización en go-

biernos corporativos, libre competencia, control de inversiones, control de gestión y eva-
luación de proyectos de la Universidad de Chile, Pontificia Universidad Católica de Chile 
y Universidad Adolfo Ibáñez. Fue Directora Regional de CORFO, Directora Regional y 
Gerente General de SERCOTEC, Directora Ejecutiva del Centro Desarrollo y Comunidad 
y Directora Ejecutiva del Sistema de Empresas Públicas. Asimismo, ha integrado diversos 
gobiernos corporativos como presidenta, vicepresidenta y directora de los mismos. En su 
carrera destaca el reconocimiento efectuado por el BID y el Fondo Multilateral de Inversio-
nes en Paraguay y el Premio Anual por la Excelencia Institucional otorgado por el Servicio 
Civil, ambos el año 2008 en su calidad de Gerente General de SERCOTEC. 

Respecto del señor Eduardo Riquelme, expuso que:
- Es abogado, Doctor en Derecho © por la Universidad de Navarra (España) y especia-

lista en litigación penal. Fue Subsecretario de Pesca y Acuicultura, y en la primera adminis-
tración del Presidente Piñera, fue Jefe de la División de Relaciones Políticas de SEGPRES; 
Jefe de Gabinete del Ministro de Defensa, y Asesor de la División Jurídica y Legislativa 
de SEGPRES. Previamente, se desempeñó como Defensor Público y como abogado de la 
Municipalidad de Viña del Mar. Además, ha sido profesor de Derecho Procesal Penal en la 
Universidad Adolfo Ibáñez y presentado ponencias académicas en instituciones chilenas y 
extranjeras. Se encuentra próximo a defender su tesis para obtener el grado de Doctor en 
Derecho.

Finalmente, recordó que el ARTÍCULO CUADRAGÉSIMO CUARTO de la ley Nº 
19.882 dispone que designará como Consejeros a personas con reconocido prestigio por 
su experiencia y conocimientos en administración de personal o políticas públicas, sea en 
el sector privado o público, lo que se cumple sobradamente en el caso de los nominados, 
estimó.

El Director Nacional del Servicio Civil y Presidente del Consejo de Alta Dirección 
Pública, señor Alejandro Weber, expresó que los nombres propuestos, por su trayectoria, 
enaltecerán la función del Consejo. 

Acotó que todas las decisiones que adopta el Consejo lo hace por unanimidad, lo que 
habla del espíritu que existe en su interior. Agregó que el año 2018 sesionaron en 111 
oportunidades, lo que demuestra una tarea cada vez más exigente debido a la expansión del 
Sistema de Alta Dirección Pública en diversos ámbitos.

Agregó que la nominación presidencial responde a la experiencia en gestión y en coor-
dinación que tienen las personas propuestas.

Concluyó, agradeciendo que la Comisión pusiera en tabla inmediatamente el asunto, 
dado que los actuales consejeros finalizan su período mañana, 14 de agosto.

A continuación, la señora Orellana expresó que le tocó participar, en el año 2008, de la 
incorporación voluntaria de SERCOTEC al Sistema de Alta Dirección Pública. Consideró 
un privilegio poder aportar al Sistema ADP, dado que entrega transparencia y excelencia a 
la Administración.

El señor Riquelme refirió no tener un conocimiento tan profundo del Servicio Civil, 
pero sí de la función relevante que realiza para el mejor funcionamiento de la selección de 
directivos en la Administración del Estado.

El Honorable Senador señor Montes señaló tener la mejor opinión de los candidatos 
propuestos, en el caso de la señora Orellana, por su desempeño en diversos ámbitos de la 
Administración y como directivo público, y en el caso del señor Riquelme, por saber que 
fue un Subsecretario muy bien evaluado, por lo que no se entendió su salida del Gabinete.

Expresó a las personas propuestas que deben tener en cuenta que el Sistema ADP es 
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un gran logro del sistema político del país, que ha ido evolucionando y mejorando, pero 
mantiene importantes defectos, entre los que mencionó: la ausencia de los municipios en el 
Sistema; la elección de directores de establecimientos educacionales, que se pueden modi-
ficar muy fácilmente, por lo que no ha logrado alterar la sobre politización que se verifica 
en el nombramiento de directores; y casos de ternas, respecto de varios cargos, en que se 
plantean de tal forma que se termina nombrando a las tres personas que la integran, lo que 
no debiera ser posible.

El Ministro, señor Blumel, hizo presente que entre septiembre y octubre del presente 
año se ingresará un proyecto de ley que incorpore a los municipios al Sistema ADP.

Luego, la Comisión procedió a analizar los antecedentes formales relativos a este asunto, 
pudiendo constatar que el procedimiento seguido en este caso se ha ajustado a las prescrip-
ciones legales sobre designación de los miembros del Consejo de Alta Dirección Pública.

En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Hacien-
da, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García, 
Lagos y Montes, tiene el honor de informaros que en la designación de integrantes del 
Consejo de Alta Dirección Pública en trámite se ha dado cumplimiento a los requisitos y 
formalidades previstos por el ordenamiento jurídico vigente.

Acordado en sesión de fecha 13 de agosto de 2019, con asistencia de los Honorables 
Senadores señores Ricardo Lagos Weber (Presidente), José García Ruminot y Carlos Mon-
tes Cisternas.

Sala de la Comisión, a 13 de agosto de 2019.
(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario.
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2

MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR CHAHUÁN, SEÑORAS GOIC Y VAN
 RYSSELBERGHE Y SEÑORES GIRARDI Y QUINTEROS CON LA QUE INICIAN

 UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 20.584 A FIN DE ESTABLECER 
ATENCIÓN PREFERENTE PARA NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES 
INTERNADOS EN ESTABLECIMIENTOS DEL SERVICIO NACIONAL

 DE MENORES QUE PADEZCAN ENFERMEDADES MENTALES
 (12.849-11)

Exposición de motivos.

Con fecha 27 de julio de 2019, se publicó la ley N° 21.068, que modificó la ley N° 
20.584, que regula los derechos y deberes de los pacientes, incorporándole un Párrafo 3° 
nuevo, al Título II de este último cuerpo legal, con el fin de establecer el derecho de toda 
persona mayor de 60 años, como asimismo de toda persona en situación de discapacidad, 
“a ser atendida preferente y oportunamente por cualquier prestador de acciones de salud, 
con el fin de facilitar su acceso a dichas acciones, sin perjuicio de la priorización que co-
rresponda aplicar según la condición de salud de emergencia o urgencia de los pacientes”. 
Se describen en esta misma ley modificatoria, las medidas que deben adoptarse por parte 
de los prestadores, para materializar esta atención preferente.

Estimamos que, además de lo establecido en este texto normativo, se hace necesario 
crear un derecho preferente de atención de salud para los niños, niñas y adolescentes, que 
estando internados en establecimientos dependientes del Servicio Nacional de Menores 
(SENAME), padezcan de enfermedades mentales.

A este respecto, cabe señalar que en el año 2007, el Ministerio de Salud, conjuntamente 
con el Ministerio de Justicia y el entonces Consejo Nacional de Control de Estupefacientes 
(CONACE), emitieron un documento conteniendo orientaciones técnicas, con respecto a 
la atención de enfermedades mentales de los niños, niñas y adolescentes internados en es-
tablecimientos dependientes del SENAME, con el objeto de “orientar la atención de salud 
mental para el acceso oportuno y expedito de niños, niñas y adolescentes, con vulneración 
de derechos, e infractores de ley, que presentan un trastorno mental severo, incluyendo el 
consumo problemático de sustancias psicoactivas. Atención que debe estar organizada y 
otorgada con enfoque de gestión de calidad, incorporando la perspectiva de género en los 
programas de acción ejecutados. En este contexto, las acciones sanitarias de responsabili-
dad del sistema de salud recomendadas por estas orientaciones técnicas, están vinculadas 
con la prevención, tratamiento y rehabilitación de los niños, niñas y adolescentes que pre-
sentan trastornos mentales, lo que requiere de la complementariedad de las acciones psico-
sociales otorgadas por SENAME, con aquellas clínicas y psicosociales implementadas por 
la red de prestadores públicos y/o bajo convenio. Considerando la complejidad y gravedad 
de los trastornos que presenta esta población, asociado a los problemas psicosociales a los 
que está expuesta, los expertos en esta materia recomiendan que las intervenciones deben 
efectuarse principalmente en los niveles de especialidad del Sistema de Salud.”, según se 
consigna en dicho instructivo.

Si bien en tales “Orientaciones Técnicas”, se dispusieron algunos procedimientos para 
materializar las prestaciones a dichas personas, el caso es que, durante el transcurso de 
los años siguientes, no se dio cumplimiento a dichas medidas, pesa a la gravedad que este 
problema representaba.
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En efecto, como consta en el referido documento, en esa época “de aproximadamente 
sesenta mil niños, más de tres mil presentan problemas mentales severos, los cuales, han 
sido diagnosticados por profesionales especializados (psiquiatras, psicólogos, neurólogos 
en su gran mayoría) ya sea del sistema de salud o de los mismos centros, donde son usua-
rios los niños, niñas o adolescentes. Un alto porcentaje de éstos, se encuentran con tra-
tamiento, pero hay más de 300 niños, niñas y adolescentes que, teniendo diagnóstico de 
trastorno mental severo, están actualmente sin tratamiento.”

A fin de evitar que se mantengan tan alarmantes cifras, estimamos que los niños, niñas 
y adolescentes que se encuentran internados, deben contar con un ambiente protector y 
cuidados que potencien sus capacidades y habilidades y sostenga la adherencia a los tra-
tamientos, de modo que se asegure la atención terapéutica que brinde el equipo de salud 
mental y psiquiatría de la red asistencial.

Por tal motivo, consideramos que los niños, niñas y adolescentes, que encontrándose en 
establecimientos dependientes del SENAME, que sufran de patologías mentales, debida-
mente certificadas por médicos especialistas, deben tener también, un derecho preferente 
de atención a su salud, la que además, debe ser oportuna, motivo por el cual se debe plas-
mar en una reforma legal.

Para la aplicación cabal y plena de este derecho, que se contiene en esta moción, esti-
mamos que debe ser emitido un reglamento en que se detalle la forma en que esta atención 
se materializará.

Por tanto, en mérito a lo expuesto, sometemos a la aprobación del Senado de la Repú-
blica, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

Artículo único: Modifíquese la ley N° 20.584, que regula los derechos y deberes de los 
pacientes, agregándose un artículo 5° quater, del siguiente tenor:

“Del mismo derecho establecido en el inciso primero del artículo 5° bis, gozarán los 
niños, niñas y adolescentes que, estando internados en establecimientos del Servicio Na-
cional de Menores, padezcan de enfermedades mentales, debidamente certificadas por mé-
dicos especialistas”

Artículo transitorio: “Un reglamento, que deberá dictarse dentro del plazo de seis me-
ses, contado desde la publicación de esta ley, establecerá la forma en que se aplicará la 
atención preferente para dichos pacientes”.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.– Carolina Goic Boroevic, Senadora.– 
Jacqueline van Rysselberghe Herrera, Senadora.– Guido Girardi Lavín, Senador.– Rabin-
dranath Quinteros Lara, Senador.
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3

MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORAS GOIC Y ÓRDENES Y SEÑORES 
CHAHUÁN, QUINTEROS Y SANDOVAL CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO 

QUE MODIFICA LA LEY N° 20.720 CON EL OBJETO DE ESTABLECER UN
 ÁMBITO DE APLICACIÓN ESPECIAL DE LOS PROCEDIMIENTOS 

CONCURSALES DE RENEGOCIACIÓN PARA LAS PERSONAS MAYORES 
(12.850-07)

El mayor acceso y disponibilidad de productos de crédito en nuestro país ha traído 
consigo, entre otros aspectos, que las personas puedan gastar más de lo que reciben, lo que 
genera situaciones de endeudamiento en una significativa proporción de nuestra población.

En nuestro país, de acuerdo a un informe elaborado por la Universidad San Sebastián 
(USS), al 31 de diciembre del año 2018, 4.529.480 personas se encontraban en una situa-
ción de morosidad de sus deudas, es decir, tenían una o más cuotas impagas de cualquier 
tipo de operación crediticia, las que, en promedio, equivalen a $1.725.180 pesos1. Conside-
rando que, de acuerdo a los últimos datos entregados por el Instituto Nacional de Estadís-
ticas (INE), el ingreso medio mensual de la población ocupada es de $554.493 pesos2, los 
chilenos, en promedio, adeudan más de tres veces la cantidad de sus ingresos.

La situación de endeudamiento ha mostrado una progresión hacia el alza durante los 
últimos años. De acuerdo a la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras 
(SBIF), los indicadores de endeudamiento de los clientes bancarios han aumentado progre-
sivamente. A junio del año 2018, el nivel de deuda representativo (mediana de la deuda) fue 
de 3,2 millones de pesos chilenos, cifra que aumentó en 7,3% real en comparación a igual 
mes del año 2017, que fue de 2,9 millones3.

En este contexto, la mayoría de las personas se sienten agobiadas ante la incapacidad 
de pagar sus deudas, lo que se agrava si sus ingresos son exiguos y estáticos, más aún si 
concurre algún impedimento de generar rentas adicionales que les permita salir de su si-
tuación de endeudamiento. Este es el caso de muchas personas mayores, que debido a sus 
bajas pensiones, deben solicitar créditos para poder solventar eventualidades que impactan 
en su presupuesto familiar.

De acuerdo a Superintendencia de Pensiones (SP), el monto representativo de pensiones 
de vejez autofinanciadas de los chilenos es de $131.894 pesos, mientras que dicho monto 
en las pensiones de vejez autofinanciadas más el Aporte Previsional Solidario corresponde 
a $150.105 pesos4, lo que corresponde a la mitad del valor actual Ingreso Mínimo Mensual 
($301.000). Aún más bajos son los montos que reciben las personas beneficiadas por el 
sistema de pensiones solidarias al que pertenecen 1.481.200 pensionados. El monto de las 
pensiones básicas de vejez e invalidez, que se les otorga a quienes integran un grupo fami-
liar perteneciente al 60% más pobre de nuestra población y que, además, no tienen derecho 
a pensión en ningún otro régimen previsional, corresponde a $107.304 pesos al mes; mien-
tras que las personas beneficiarias de aportes previsionales solidarios de vejez e invalidez 
(complementos de pensión) reciben un monto promedio de $73.292 al mes5.

Si consideramos que ya la situación de endeudamiento expone a las personas a una 
situación de vulnerabilidad, de acuerdo a los montos promedios de las pensiones de los chi-
lenos, una proporción significativa de personas mayores se encuentran en una situación per 
se vulnerable. De acuerdo a la CASEN del año 2015, la vulnerabilidad de los pensionados 
aumenta junto con la edad. Por ejemplo, en el grupo de 60 a 64 años, un 43% pertenece a 
la categoría más vulnerable, versus 58% en el grupo de 80 y más6.  A mayor abundamiento, 
existe una mayor incidencia de la pobreza multidimensional en la población mayor de 60 
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años que en los segmentos etarios inferiores a dicha edad7.
Si bien dichos antecedentes dan cuenta de la urgencia de reformar el sistema actual de 

pensiones con el objeto de aumentar el monto de ellas, materia que actualmente se está 
discutiendo en el Congreso Nacional8, las personas mayores se encuentran en una situación 
financiera especial respecto del resto de la población, debido a que no son sujetos de crédito 
en muchas instituciones financieras debido a su edad y al bajo monto de sus ingresos. En 
este escenario, normalmente recurren a entidades no bancarias para obtener créditos que les 
permita poder pagar y acceder incluso a servicios básicos para su subsistencia.

De acuerdo a lo anterior, las personas mayores acceden mayoritariamente a servicios 
financieros provenientes de tarjetas de crédito no bancarias, de Cooperativas de Ahorro y 
Crédito y de Cajas de Compensación de Asignación Familiar (CCAF). De esta manera, 
el endeudamiento de las personas mayores está concentrado en créditos provenientes de 
dichas instituciones, quienes dada su situación de vulnerabilidad económica, muchas per-
sonas de dicho segmento etano se encuentra en estado de morosidad.

Según el último Informe de Endeudamiento elaborado por la SBIF, entre los segmentos 
poblacionales que exhiben mayores índices de morosidad se encuentran los adultos ma-
yores (más de 65 años)9, cuya deuda impaga respecto a la deuda total de los chilenos se 
encuentra entre las más altas, correspondiente a un 4,37%10.

Por otro lado, de acuerdo al informe elaborado por la USS cuya metodología de análisis 
considera todos los productos de crédito, del total de personas morosas en nuestro país, 
599.464 corresponden a personas que tienen 60 o más años de edad, lo que corresponde a 
un 13,2% del total de personas en dicha situación. En el caso de personas entre 60 y 69 años 
de edad, la deuda promedio asciende a $1.798.755, mientras que para el segmento etario 
superior a los 70 años de edad, dicha deuda corresponde a $1.406.34511.

Especialmente alarmante es la situación de deuda de las personas que reciben Pensión 
Básica Solidaria, cuya cantidad de personas morosas ha aumentado progresivamente du-
rante los últimos años y actualmente es de 46.178, las que en promedio adeudan $716.334 
pesos, representando el 13% de las personas morosas mayores de 65 años de edad.

Según los servicios financieros a los que mayoritariamente acceden las personas mayo-
res, los deudores de emisores de tarjetas no bancarias mayores de 65 años concentran el 
21% del total de deudores, mientras que la distribución es relativamente homogénea en los 
tramos de menor edad12. Lo mismo ocurre con los deudores de cooperativas de ahorro y 
crédito, cuya distribución etaria de la deuda se concentra en los adultos mayores, abarcando 
el 16%13. Finalmente, respecto de las CCAF, a las que el 42,2% de los adultos mayores se 
encuentra afiliado, 309.520 pensionados solicitaron créditos de consumo en el año 2018, lo 
que representa un alza de un 9,7% con respecto al año 2017, siendo el monto per cápita de 
dichos préstamos de $1.178.327 en promedio14.

Ante la grave situación de endeudamiento que experimentan las personas, nuestra le-
gislación ha establecido, por medio de la Ley N° 20.720 de Reorganización y Liquidación 
de Empresas y Personas, un procedimiento especial destinado a superar la situación de 
insolvencia de las personas naturales. Por medio de dicho texto legal, se ha establecido un 
procedimiento administrativo flexible que permite la renegociación de las deudas de las 
personas para alcanzar, en conjunto con los acreedores, a una solución satisfactoria para 
ambas partes De esa manera, dicho procedimiento constituye una alternativa a los juicios 
ejecutivos, que implica la necesaria intervención de los tribunales de justicia, junto con 
todos los costos asociados a un juicio.

De esta manera, el procedimiento concursal de renegociación de la persona deudora, 
regulado en los artículos 260 y siguientes de la Ley N° 20.720, busca la rehabilitación 
financiera de los deudores que, de manera voluntaria y de buena fe, buscan dar cumpli-
miento a sus obligaciones previamente pactadas y reemplaza la liquidación como primera 
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solución al problema de crisis patrimonial de los deudores. Por medio de tal procedimiento 
de carácter gratuito, cuya mediación corresponde a la Superintendencia de Insolvencia y 
Reemprendimiento que actúa como facilitadora de acuerdos entre deudor y acreedores, se 
podría repactar, novar o remitir todas o partes de las obligaciones de la persona deudora 
(inciso final del artículo 266).

Sin embargo, para poder acceder a este procedimiento, el artículo 260 establece un 
requisito de carácter económico, el cual es que la persona deudora deba tener dos o más 
obligaciones vencidas por más de 90 días corridos, actualmente exigibles, provenientes 
de obligaciones diversas, cuyo monto sea superior a 80 unidades de fomento ($2.207.440, 
aproximadamente). Dicho requisito constituye, en general, una barrera de entrada para las 
personas mayores, ya que dicho monto de deudas es demasiado elevado considerando los 
bajos ingresos que ellos perciben por medio de sus pensiones.

Considerando que, de acuerdo a los antecedentes antes descritos, las personas mayores 
tienen una situación financiera más vulnerable que el resto de las personas debido a su edad 
y al bajo monto de sus pensiones, la insolvencia que les pueda afectar es especialmente 
sensible y su endeudamiento deviene en una circunstancia insuperable, más aún cuando no 
cuentan con otros medios de generación de ingresos distintos a las pensiones.

De esta manera, por medio de la presente iniciativa legal, se propone establecer que, 
respecto de las personas mayores, para que puedan acceder al procedimiento concursal de 
renegociación, deben tener dos o más obligaciones vencidas, cuyo monto sea superior a 40 
unidades de fomento ($1.103.720, aproximadamente). De esta manera, se establecería a 
los adultos mayores un monto inferior de endeudamiento para acceder al mencionado pro-
cedimiento, lo que permitiría aumentar el ámbito de aplicación de la renegociación, y más 
deudores adultos mayores podrían solucionar su problema de sobre endeudamiento, sin la 
necesidad de liquidarse judicialmente. Al mismo tiempo, para los acreedores, aumentarían 
las probabilidades de maximizar el cobro de sus acreencias.

En consideración a los antecedentes y fundamentos mencionados anteriormente, vengo 
en proponer el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo único.– Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley N° 20.720 que 
sustituye el régimen concursal vigente por una Ley de Reorganización y Liquidación de 
Empresas y Personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo:

1. Intercálase, en el artículo 260, el siguiente inciso tercero nuevo, pasando el actual a 
ser inciso final:

“Si se tratare de una persona que haya cumplido 60 años de edad, el monto total de las 
obligaciones indicadas en el inciso anterior deben ser superiores a 40 unidades de fomen-
to.”.

2. Agrégase, en el inciso séptimo del artículo 267, luego del punto final, la siguiente 
frase:

“Sin embargo, cuando se trate de una persona deudora que haya cumplido 60 años de 
edad, los honorarios del Liquidador corresponderán a 15 unidades de fomento, sin perjui-
cio de lo dispuesto en el inciso final del mencionado artículo.”.

(Fdo.): Carolina Goic Boroevic, Senadora.– Ximena Órdenes Neira, Senadora.– Fran-
cisco Chahuán Chahuán, Senador.– Rabindranath Quinteros Lara, Senador.– David San-
doval Plaza, Senador. 
————————

1) UNIVERSIDAD SAN SEBASTIÁN, XXIII Informe de deuda morosa, Cuarto trimestre 2018, disponible en: www.uss.cl
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR CHAHUÁN, SEÑORA ÓRDENES Y 
SEÑORES DE URRESTI, HARBOE Y HUENCHUMILLA CON LA QUE INICIAN 

UN PROYECTO DE LEY PARA SANCIONAR A QUIENES AGREDAN A 
DIRIGENTES DE ORGANIZACIONES SOCIALES, CON 

RESULTADOS DE LESIONES O MUERTE
 (12.851-07)

Exposición de motivos.
La ley N° 20.500, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública, 

establece en su artículo 1°, que “todas las personas tienen derecho a asociarse libremente 
para la consecución de fines lícitos. Este derecho comprende la facultad de crear asociacio-
nes que expresen la diversidad de intereses sociales e identidades culturales.”

A su vez, el artículo 2° de este texto legal, prescribe que “es deber del Estado promover 
y apoyar las iniciativas asociativas de la sociedad civil. Los órganos de la Administración 
del Estado garantizarán la plena autonomía de las asociaciones y no podrán adoptar medi-
das que interfieran en su vida interna.”

Por su parte, su artículo 4° dispone: “A través de sus respectivos estatutos, las asocia-
ciones deberán garantizar los derechos y deberes que tendrán sus asociados en materia 
de Biblioteca del Congreso Nacional de Chile -www.leychile.cl- documento generado el 
13-Ago-2019 participación, elecciones y acceso a información del estado de cuentas, sin 
perjuicio de las demás estipulaciones que ellas consideren incluir. La condición de asocia-
do lleva consigo el deber de cumplir los estatutos y acuerdos válidamente adoptados por la 
asamblea y demás órganos de la asociación, tanto en relación con los aportes pecuniarios 
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que correspondan, como a la participación en sus actividades.”
A su turno, su artículo 15 preceptúa: “Son organizaciones de interés público, para efec-

tos de la presente ley y los demás que establezcan leyes especiales, aquellas personas ju-
rídicas sin fines de lucro cuya finalidad es la promoción del interés general, en materia de 
derechos ciudadanos, asistencia social, educación, salud, medio ambiente, o cualquiera 
otra de bien común, en especial las que recurran al voluntariado, y que estén inscritas en el 
Catastro que establece el artículo siguiente. Por el solo ministerio de la ley tienen carácter 
de interés público las organizaciones comunitarias funcionales, juntas de vecinos y uniones 
comunales constituidas conforme a la ley N° 19.418 y las comunidades y asociaciones in-
dígenas reguladas en la ley N° 19.253. Su inscripción en el Catastro se practicará de oficio 
por el Consejo Nacional que se establece en el Título III.”

Esta misma ley, modificó la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales 
de Administración del Estado, estableciendo en su artículo 69, que “El Estado reconoce 
a las personas el derecho de participar en sus políticas, planes, programas y acciones. Es 
contraria a las normas establecidas en este Título toda conducta destinada a excluir o dis-
criminar, sin razón justificada, el ejercicio del derecho de participación ciudadana señalado 
en el inciso anterior.”

La ley N° 19.418, que contiene las normas aplicables a las Juntas de Vecinos y demás 
Organizaciones Comunitarias, establece en su artículo 2°, letra b), que las juntas de vecinos 
son organizaciones comunitarias de carácter territorial representativas de las personas que 
residen en una misma unidad vecinal, y cuyo objeto es proveer el desarrollo de la comu-
nidad, defender los intereses y velar por los derechos de los vecinos y colaborar con las 
autoridades del Estado y de las municipalidades.

Las organizaciones comunitarias funcionales, por su parte, son definidas en la letra d) 
del mismo artículo 2° ya citado, como aquellas con personalidad jurídica y sin fines de 
lucro, que tengan por objeto representar y promover valores e intereses específicos de la 
comunidad dentro del territorio en la comuna o agrupación de comunas respectiva.

El artículo 3° de este mismo cuerpo legal, dispone que las juntas de vecinos y las demás 
organizaciones comunitarias no podrán perseguir fines de lucro y deberán respetar la liber-
tad religiosa y política de sus integrantes, quedando prohibida toda acción proselitista por 
parte de dichas organizaciones en tales materias.

No obstante el claro tenor de las disposiciones legales mencionadas, es del caso señalar 
que en muchas organizaciones sociales, a lo largo del país, se producen al interior de estas 
organizaciones, diversos disensos entre sus integrantes, que en la gran mayoría derivan a 
conflictos mayores en contra de sus dirigentes, que terminan en golpes, o agresiones, inclu-
so con elementes contundentes y con armas de fuego, que los lesionan, en diversas formas, 
o terminan con sus vidas.

Consideramos que, en estos casos, se produce un ilícito, que pasa a ser de mayor grave-
dad, dado que los dirigentes realizan un trabajo desinteresado y voluntario en favor de las 
comunidades que representan, por lo cual estimamos que se hace necesario agregar un in-
ciso tercero al actual artículo 269 del Código Penal, para sancionar este tipo de conductas.

Por las consideraciones expuestas, sometemos a la aprobación del Senado de la Repú-
blica, el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

Artículo único: Agréguese un inciso tercero nuevo, al artículo 269 del Código Penal, 
del siguiente tenor:

“En la misma pena del inciso anterior, incurrirá el que agreda, por vías de hecho me-
diante el empleo de armas a dirigentes de organizaciones sociales, si le causare lesiones, 
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cualquiera fuere su entidad. Si a consecuencia de dicha agresión, resultare la muerte del 
ofendido, la pena será de presidio mayor en su grado medio”.

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.– Ximena Órdenes Neira, Senadora.– Al-
fonso de Urresti Longton, Senador.– Felipe Harboe Bascuñán, Senador.– Francisco Huen-
chumilla Jaramillo, Senador.
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